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2 ASISTENCIA

	Diputados Presentes
	Bloque
	Departamento

	ARANDA, Lucrecia Beatriz
	PS
	Rosario

	BARRERA, Edmundo Carlos
	PJ
	La Capital

	BAUDÍN, Juana Aurora
	PS
	General Obligado

	BENAS, Verónica Claudia
	ARI
	Rosario

	BENÍTEZ, Miriam Isabel
	PPS
	Rosario

	BONFATTI, Antonio Juan
	PS
	Rosario

	BRIGNONI, Marcelo José
	EP
	Rosario

	CASTELLANI, Carlos Alberto
	UCD
	Rosario

	CAVUTO, Adriana Guadalupe
	PJ
	La Capital

	CECCHI, Alfredo Luis
	PS
	General López

	COSTA, María Celia
	PJ
	La Capital

	CURA, Jorge Alfredo
	PJ
	La Capital

	DALLA FONTANA, Ariel Raúl Armando
	PJ
	La Capital

	DEHESA, Roberto Gustavo
	PJ
	General López

	ESQUIVEL, Mario César
	PJ
	La Capital

	GASTALDI, Marcelo Luis
	PJ
	Rosario

	GUTIÉRREZ, Alicia Verónica
	ARI
	Rosario

	JULLIER, Héctor Eduardo
	PDP
	Las Colonias

	KILIBARDA, Danilo Héctor
	PJ
	La Capital

	LACAVA, Mario Alfredo
	PJ
	La Capital

	LAGNA, Jorge Alberto
	PJ
	General López

	LAMBERTO, Raúl Alberto
	PS
	Rosario

	LIBERATI, Sergio Clodolfo
	PS
	Rosario

	MAGUID, Alberto Emilio
	PJ
	La Capital

	MARCUCCI, Hugo María
	UCR
	La Capital

	MASCHERONI, Santiago Ángel
	UCR
	La Capital

	MEOTTO, Liliana Graciela
	PJ
	Rosario

	MILLET, Juan Carlos
	UCR
	Rosario

	MIRABELLA, Roberto
	PJ
	Castellanos

	PEIRONE, Ricardo
	PJ
	Castellanos

	PERALTA, Mónica Cecilia
	BER
	Rosario

	PESARESI, Julia Alejandra
	PJ
	9 de Julio

	PEZZ, Federico Gustavo
	UCR
	General Obligado

	PIVIDORI, José Francisco
	PJ
	General Obligado

	QÜESTA, Daniela Susana
	BER
	La Capital

	REAL, Gabriel Edgardo
	PDP
	General López

	REUTEMANN, Roberto Federico
	PJ
	La Capital

	REYNOSO, Ricardo Abel
	PPS
	Rosario

	RIESTRA, Antonio Sabino
	ARI
	La Capital

	RITTER, Oscar Raúl
	UCR
	Las Colonias

	ROSÚA, Roberto Arnaldo
	PJ
	Rosario

	SÁNCHEZ, Francisca Luisa
	PJ
	San Javier

	SCATAGLINI, Marcelo Darío
	PJ
	La Capital

	Stanoevich, María Rosa Adriana
	PJ
	Rosario

	STRADA, Aldo Ricardo
	ARI
	Rosario

	TIBALDO, Claudio Mario
	PJ
	La Capital

	TOMEI, Mónica Alicia
	UCR
	Rosario

	URRUTY, Oscar Daniel
	PPS
	Rosario

	VENESIA, Laura Mercedes
	PJ
	Rosario


	Diputados Ausentes
	Bloque
	Departamento

	ALBÓNICO, Norma Mónica
	PS
	Iriondo


ARI: Afirmación por una República Igualitaria – BER: Bloque Encuentro Radical – EP: Encuentro Popular – PDP: Partido Demócrata Progresista - PJ: Partido Justicialista – PPS: Partido para el Progreso Social - PS: Partido Socialista – UCD: Unión del Centro Democrático - UCR: Unión Cívica Radical
3 PrÓrroga DEL inicio de la sesión



En la ciudad de Santa Fe, a las 13:05 del doce de febrero de dos mil cuatro, y ante la falta de quórum para sesionar, el señor diputado Oscar Urruty hace la siguiente manifestación:

SR. URRUTY XE "PPS URRUTY, Oscar" .– Pido la palabra.


Señor presidente: en conocimiento de que los señores diputados se encuentran en el edificio, solicito se siga llamando a sesión. Estimo que rápidamente se podrá conseguir el número reglamentario para sesionar.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Así se hará, señor diputado.

–
Continúa sonando el timbre del recinto.

4 APERTURA DE LA SESIÓN



A las 15:48 se reúne la Cámara de Diputados de la Provincia, en la 2ª Sesión Extraordinaria del 121º Período Legislativo.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Con la presencia de 49 diputados, declaro abierta la sesión.


Por Secretaría se pasará lista de los diputados presentes.

–
Está ausente la señora diputada Norma Albónico.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Invito a las señores diputados Verónica Claudia Benas y Antonio Bonfatti a izar la Bandera Nacional en el mástil del recinto.

–
Puestos de pie los señores diputados, personal de la Cámara y público presente, los señores diputados Benas y Bonfatti izan la Bandera Nacional.

–
Aplausos.

5 CONVENCIÓN SOBRE LA ELIMINACIÓN DE TODAS LAS FORMAS DE DISCRIMINACIÓN CONTRA LA MUJER

SR. PRESIDENTE (Barrera).– De acuerdo con lo resuelto por la Cámara en la sesión del 18 de diciembre de 2003, por Secretaría se dará lectura al artículo 1º de la Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer, Ley Nº 23.179, de cuya aprobación por la Asamblea General de las Naciones Unidas se cumplirán 25 años, en diciembre del año en curso.

SR. SECRETARIO (Corach).– “Artículo 1º – A los efectos de la presente convención, la expresión ‘discriminación contra la mujer’ denotará toda distinción, exclusión o restricción basada en el sexo que tenga por objeto o por resultado menoscabar o anular el reconocimiento, goce o ejercicio por la mujer, independientemente de su estado civil, sobre la base de la igualdad del hombre y la mujer, de los derechos humanos y las libertades fundamentales en las esferas política, económica, social, cultural y civil o en cualquier otra esfera”.

6 VERSIONES TAQUIGRÁFICAS

(Sesión extraordinaria del 18/12/03 – Aprobada)
SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se encuentra a consideración del Cuerpo la Versión Taquigráfica correspondiente a la sesión extraordinaria realizada el 18 de diciembre de 2003.


Si no se formulan observaciones, se dará por aprobada.

–
Resulta aprobada.

7 ASUNTOS ENTRADOS Nº 2

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por Secretaría se dará cuenta de la nómina de Asuntos Entrados Nº 2, con su destino correspondiente.
–
Por Secretaría Parlamentaria se da lectura.

7.1 Comunicaciones Oficiales

Asunto Nº 1 – El señor Subsecretario de Asuntos Legislativos eleva respuesta a las siguientes minutas de comunicación:

· Expte. Nº 8237 – PJ: Apoyo al Ente Administrador del Puerto Reconquista para el Programa Turístico Deportivo. (Nº 7317/03)

· Exptes. Nº 10.195 – PJ y adjunto Nº 10.966 – PJ - 10.863 – BRA: Gestiones ante el Banco de Santa Fe SA para la instalación de un cajero automático en Santo Domingo. (Nº 7318/03)

· Expte. Nº 11.515 – PJ: Plazos para deudores hipotecarios agropecuarios. (Nº 7319/03)

· Expte. Nº 11.658 – PJ: Declaración de interés provincial del 30 de noviembre del corriente año como Día Mundial de la Lucha Contra el Sida. (Nº 7320/03)

· Expte. Nº 10.647 – UCR: Promoción del convenio entre la Nación y la Provincia para determinar la titularidad de vehículos gravados con la patente única del automotor. (Nº 7321/03)

· Expte. Nº 10.785 – UCR: Pedido de informes sobre alquileres de la Administración central y organismos descentralizados. (Nº 7322/03)

· Expte. Nº 11.022 – UCR: Pedido de informes sobre las cajas de productos sin trigo, avena, cebada y centeno (TACC) entregadas por la Provincia a pacientes celíacos, durante 2002. (Nº 7323/03)

· Expte. Nº 10.876 – PJ: Cargo de ayudante de cocina para la Escuela de Educación Técnica Nº 285, de Vera. (Nº 7343/03)

· Expte. Nº 11.443 – UCR: Pedido de informes sobre estudios de daños en el Museo Provincial de Ciencias Naturales Ángel Gallardo, de Rosario. (Nº 7344/03)

· Expte. Nº 11.10.7 – BS: Subsidio para la Asociación Cooperadora de la Escuela Fiscal Nº 36 Mariano Moreno, de Ascochinga, departamento La Capital. (Nº 7345/03)

· Expte. Nº 11.687 – UCR: Pedido de informes sobre la modalidad instrumentada en el puesto policial de la zona denominada Villa La Lata, de Rosario. (Nº 7372/04)

· Expte. Nº 10.887 – DB: Pedido de informes sobre el interno de la Unidad Carcelaria Nº 1 de Coronda, señor Jorge Andrés Crespillo, si fue trasladado a otra unidad carcelaria, en julio de 2002. (Nº 7373/04)

· Expte. Nº 11.308 – UCR: Pedido de remisión de antecedentes e informes técnicos relacionados con el emplazamiento de un anexo de máxima seguridad en la Unidad Penitenciaria Nº 10 de Santa Felicia. (Expte. Nº 7374/04)

· Expte. Nº 11.565 – BRA: Pedido de informes sobre aspectos relacionados con establecimientos industriales que elaboran alimentos balanceados de origen animal. (Nº 7375/04)

· Expte. Nº 11.510. – PJ: Provisión de una cantidad fija y periódica de combustible a todos los cuarteles de Bomberos Voluntarios de la provincia. (Nº 7376/04)

· Expte. Nº 11.739 – DB: Pedido de informes con relación a los graves atentados sufridos por el ciudadano Eduardo Toniolli, militante de la agrupación Hijos y denunciante en las causas ‘Quinta de Funes’ y ‘Feced’. (Nº 7677/04)
· Expte. Nº 9966 – DB: Pedido de informes sobre si se han tomado medidas con relación a las denuncias efectuadas por amenazas a militantes de organizaciones sociales de Rosario, realizadas por los ciudadanos Susana Ábalo y Omar Isem. (Nº 7378/04)

· Expte. Nº 11.732 – PDP: Pedido de informes al Poder Ejecutivo, por intermedio de la Administración Provincial de Impuestos, sobre los fundamentos y motivos por los que no se aplica lo dispuesto por la Ley Nº 11.857, que modifica los artículos 212 y 250 del Código Fiscal. (Nº 7379/04)

· Exptes. Nº 11.561 – PJ y adjunto Nº 11.713 – PJ: Extensión de los plazos fijados para la formulación de pedidos de liquidación de deudas y vencimientos del impuesto inmobiliario urbano, suburbano y rural. (Nº 7380/04)

· Expte. Nº 11.779 – PJ: Declaración de interés provincial del acto organizado por el Coro del Foro de la Tercera Edad Almas que cantan, que se realizará el 19 de diciembre de 2003, en Rosario. (Nº 7381/04)

· Expte. Nº 11.0.23 – UCR: Pedido de informes en relación con las transferencias realizadas a municipios y comunas provenientes de la explotación de la Lotería, Quiniela y Quini 6 de Santa Fe, durante los años 2000, 2001 y 2002. (Nº 7382/04)

· Expte. Nº 11.479 – UCR: Gestiones ante el Poder Ejecutivo nacional para la inmediata repavimentación de la Ruta nacional Nº 178, tramo Bigand-límite con la provincia de Buenos Aires. (Nº 7383/04)

· Expte. Nº 11.436 – BS: Pedido de informes sobre estudios que indiquen las razones de la anormal elevación de las napas freáticas en los distritos de Firmat, Chovet y Melincué. (Nº 7384/04)

· Expte. Nº 11.563 – UCR: Instrucción a la Empresa Provincial de la Energía para suspender las intimaciones y cortes del servicio eléctrico por deudas anteriores al 30 de abril de 2003. (Nº 7385/04)

· Expte. Nº 11.173 – BRA: Incorporación a la Empresa Provincial de la Energía de las centrales Santa Fe Oeste y Calchines, de propiedad de la empresa Centrales Térmicas del Litoral SA. (Nº 7386/04)

· Expte. Nº 11.202 – PJ: Inclusión en las licitaciones de concesiones viales de la realización de un cruce sobre la traza de la Autopista Roldán-Carcarañá. (Nº 7387/04)

· Expte. Nº 10.088 – UCR: Recomposición de los equipos de energía fotovoltaica que poseen las escuelas rurales del departamento Vera. (Nº 7388/04)

· Expte. Nº 11.487 – PDP: Reiteración del pedido de informes sobre el Banco de Santa Fe y Banco Santafesino de Inversión y Desarrollo. (Nº 7389/04)

· Expte. Nº 11.607 – DB: Pedido de informes sobre víctimas de la represión ilegal Quinta La Calamita, de Granadero Baigorria. (Nº 7390/04)

–
Anexado a sus antecedentes.

Asunto Nº 2 – La Comisión de Derechos y Garantías da a conocer la designación de sus autoridades. (Nº 7334/03)

–
Girado al Archivo.

Asunto Nº 3 – La Comisión de Industria y Comercio da a conocer la designación de sus autoridades. (Nº 7335/03)

–
Girado al Archivo.

Asunto Nº 4 – La Comisión de Cultura y Medios de Comunicación Social da a conocer la designación de sus autoridades. (Nº 7336/03)

–
Girado al Archivo.

Asunto Nº 5 – La Comisión de Salud Pública y Asistencia Social da a conocer la designación de sus autoridades. (Nº 7337/03)

–
Girado al Archivo.

Asunto Nº 6 – La Comisión de Obras y Servicios Públicos da a conocer la designación de sus autoridades. (Nº 7338/03)

–
Girado al Archivo.

Asunto Nº 7 – La Comisión de Promoción Comunitaria da a conocer la designación de sus autoridades. (Nº 7339/03)

–
Girado al Archivo.

Asunto Nº 8 – La Comisión de Educación da a conocer la designación de sus autoridades. (Nº 7340/03)

–
Girado al Archivo.

Asunto Nº 9 – El intendente de la ciudad de Santa Fe, ingeniero Ezequiel Balbarrey, remite la Nota Nº 008/04, en la que adjunta la Declaración Nº 942 del Concejo Municipal, con relación a la Ley Nº 12.065 – Reforma Política o Modificación de Ley Orgánica de Municipios. (Nº 7346/04)

–
Girado al Archivo.

Asunto Nº 10. – La concejala de la ciudad de Santo Tomé por el sublema Primero Santa Fe, Marta S. Purgat, remite nota a fin de poner a los legisladores en conocimiento de la situación de inconstitucionalidad, discriminación y autoritarismo que se ha puesto de manifiesto en la conducción del Concejo Deliberante de Santo Tomé. (Nº 7347/04)

–
Girado al Archivo.

Asunto Nº 11 – El Tribunal de Cuentas de la Provincia remite la Nota Nº 7211/03 sobre la Resolución Nº 055/03 –TCP – sobre Cuenta General del Ejercicio del año 2001. (Nº 7348/04)

–
Girado a las comisiones de Presupuesto y Hacienda y de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

Asunto Nº 12 – La Cámara de Senadores de la Provincia remite copia del Decreto Nº 0007/04, por el cual se convoca a la Legislatura de la Provincia a sesión de Asamblea Legislativa para el 5 de febrero de 2004, a las 11. (Nº 7351/04)

–
Girado al Archivo.

Asunto Nº 13 – La Cámara de Senadores de la Provincia remite copia del Decreto Nº 0008/04, por el cual se incluye la designación de la Comisión de Acuerdos en el temario a tratar en la sesión de Asamblea Legislativa. (Nº 7352/04)

–
Girado al Archivo.

Asunto Nº 14 – La Comisión de Juicio Político remite nota en la que comunica la designación de sus autoridades. (Nº 7353/04)

–
Girado al Archivo.

Asunto Nº 15 – La Comisión de la Defensoría del Pueblo remite nota en la que comunica la designación de sus autoridades. (Nº 7354/04)

–
Girado al Archivo.

Asunto Nº 16 – La Comisión de Transporte da a conocer la designación de sus autoridades. (Nº 7358/04)

–
Girado al Archivo.

Asunto Nº 17 – La Comisión de Asuntos Comunales da a conocer la designación de sus autoridades. (Nº 7359/04)

–
Girado al Archivo.

Asunto Nº 18 – La Comisión de Obras y Servicios Públicos da a conocer la designación de sus autoridades. (Nº 7360/04)

–
Girado al Archivo.

Asunto Nº 19 – La Comisión de Vivienda y Urbanismo da a conocer la designación de sus autoridades. (Nº 7361/04)

–
Girado al Archivo.

Asunto Nº 20 – La Cámara de Senadores de la Provincia remite la Resolución Nº 0096 de la Asamblea Legislativa, por la que se otorga acuerdo legislativo a la designación de la Fiscal de Estado. (Nº 7362/04)

–
Girado al Archivo.

Asunto Nº 21 – La Comisión de Agricultura y Ganadería da a conocer la designación de sus autoridades. (Nº 7365/04)-

–
Girado al Archivo.

Asunto Nº 22 – La Comisión de Seguridad Social da a conocer la designación de sus autoridades. (Nº 7366/04)

–
Girado al Archivo.

7.2 Proyectos del Poder Ejecutivo

7.2.1 Ampliación del temario del Período Extraordinario (Mod. del art. 25 de la Ley Orgánica de Comunas)

Asunto Nº 23 – Decreto Nº 0059/04 por el cual se amplía el temario de asuntos a considerar en el actual Período Extraordinario de Sesiones, para incorporar la modificación del artículo 25 de la Ley Nº 2439 – Orgánica de Comunas. (Mensaje Nº 2724, Expte. Nº 11.875 – PE)

–
Girado al Archivo.

7.2.2 Ampliación del temario del Período Extraordinario (Mod. de Leyes Nº 12.183, 12.234 y 12.242)

Asunto Nº 24 – Decreto Nº 0060/04 por el cual se amplía el temario de asuntos a considerar en el actual Período Extraordinario de Sesiones, para incorporar la modificación de las Leyes Nº 12.183, 12.234 y 12.242. (Mensaje Nº 2722, Expte. Nº 11.876 – PE)

–
Girado al Archivo.

7.2.3 Ley Nº 2439 – Orgánica de Comunas: Mod. del art. 25

Asunto Nº 25 – Proyecto de ley por el cual se modifica el artículo 25 de la Ley Nº 2439 – Orgánica de Comunas, referido a la designación del presidente de la Comisión Comunal. (Mensaje Nº 2723, Expte. Nº 11.877 – PE)

–
Girado a las comisiones de Asuntos Comunales y de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

7.2.4 Ampliación del temario del Período Extraordinario (extensión de efectos impositivos previstos en la Ley Nº 12.11.8)

Asunto Nº 26 – Decreto Nº 0032/04 por el cual se amplía el temario de asuntos a considerar en el actual Período Extraordinario de Sesiones, para incorporar la extensión, hasta el 30 de junio de 2004, de los efectos impositivos previstos en la Ley Nº 12.118. (Mensaje Nº 2720 – Expte. Nº 11.880 – PE)

–
Girado al Archivo.

7.2.5 Intervención a la Comuna de Maciel

Asunto Nº 27 – Decreto Nº 0027/04 por el cual se interviene a la Comuna de Maciel, departamento San Gerónimo. (Mensaje Nº 2725 – Expte. Nº 11.882 – PE)

–
Girado al Archivo.

7.3 Proyectos de los señores diputados

Proyectos de ley:

7.3.1 Información sobre donación e implante de órganos en locales de votación

Asunto Nº 28 – Proyecto de ley de los señores diputados Ritter, Pezz y Marcucci, por el cual se establece que el Ministerio de Salud y Medio Ambiente, en coordinación con las autoridades electorales, disponga que en las elecciones que se convoquen en el territorio provincial, en los locales de votación se instalen espacios destinados a informar sobre la donación e implante de órganos. (Expte. Nº 11.847 – UCR)

–
Girado a las comisiones de Salud Pública y Asistencia Social, de Asuntos Constitucionales y Legislación General y de Presupuesto y Hacienda.

7.3.2 Ley Nº 10.524 – Ley de Lemas: derogación

Asunto Nº 29 – Proyecto de ley de los señores diputados Real y Jullier, por el cual se deroga la Ley Nº 10.524 – Ley de Lemas. (Expte. Nº 11.862 – PDP)

–
Girado a las comisiones de Asuntos Comunales y de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

7.3.3 Ley Nº 10.160 – Orgánica del Poder Judicial: Mod. de los arts. 118 y 119

Asunto Nº 30 – Proyecto de ley del señor diputado Marcucci, por el cual se modifican los artículos 118 y 119 de la Ley Nº 10.160 – Orgánica del Poder Judicial, con relación a los requisitos de juzgados comunales. (Expte. Nº 11.866 – UCR)

–
Girado a la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

7.3.4 Régimen de reparación a sectores productivos afectados por el desborde del río Salado

Asunto Nº 31 – Proyecto de ley de la señora diputada Qüesta, por el cual se dispone, en función de las leyes nacionales Nº 25.735 y 25.812, un régimen de reparación de los daños sufridos por los diferentes sectores productivos afectados de manera directa por el desborde del río Salado, por estar asentados en forma total o parcial en zonas inundadas. (Expte. Nº 11.872 – BER)

–
Girado a las comisiones de Industria y Comercio, de Presupuesto y Hacienda y de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

7.3.5 Ley Nº 7945 – Código Procesal Civil y Comercial: Mod. del art. 37

Asunto Nº 32 – Proyecto de ley del señor diputado Castellani, por el cual se modifica el artículo 37 de la Ley Nº 7945 – Código Procesal Civil y Comercial. (Expte. Nº 11.884 – UCD)

–
Girado a las comisiones de Asuntos Laborales, Gremiales y de Previsión y de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

SR. ESQUIVEL XE "PJESQUIVEL, Mario" .– Pido la palabra, señor presidente, para hacer una aclaración meramente informativa.


Creo que en este asunto, que es un proyecto de ley del diputado Castellani, puede haber un error material. Se refiere a la modificación del artículo 37 de la Ley Nº 7945, que es el Código Procesal Laboral y no el Civil y Comercial. O está mal el número de la ley o está mal el nombre del código. El autor del proyecto podrá aclararlo, es nada más para que se tome nota del error.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Si corresponde se corregirá, señor diputado.


Continúa la lectura de los Asuntos Entrados.

–
Por Secretaría Parlamentaria se da lectura.

7.3.6 Ley Nº 5531 – Proceso de Ejecución: incorporación del art. 444 bis

Asunto Nº 33 – Proyecto de ley del señor diputado Castellani, por el cual se incorpora el artículo 444 bis al Libro Segundo, Capítulo II, Título I, Sección I de la Ley Nº 5531, denominada Proceso de Ejecución. (Expte. Nº 11.885 – UCD)

–
Girado a las comisiones de Asuntos Comunales y de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

7.3.7 Comisión Bicameral para el esclarecimiento de hechos ocurridos en las inundaciones del río Salado

Asunto Nº 34 – Proyecto de ley de los señores diputados Marcucci, Pezz y Ritter, por el cual se constituye la Comisión Bicameral para la investigación y el esclarecimiento de los hechos ocurridos antes, durante y después de las inundaciones del río Salado. (Expte. Nº 11.889 – UCR)

–
Girado a la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

7.3.8 Régimen Especial para Reparación e Indemnización de empresas afectadas por el desborde del río Salado

Asunto Nº 35 – Proyecto de ley del señor diputado Marcucci, por el cual se instituye el Régimen Especial para Reparación e Indemnización de las empresas afectadas de manera directa por el desborde de las aguas del río Salado. (Expte. Nº 11.896 – UCR)

–
Girado a las comisiones de Industria y Comercio, de Presupuesto y Hacienda y de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

7.3.9 Monumento a las víctimas de las inundaciones del río Salado

Asunto Nº 36 – Proyecto de ley del señor diputado Marcucci, por el cual se autoriza al Poder Ejecutivo a formalizar un convenio con la Municipalidad de la ciudad de Santa Fe, para la construcción de un monumento en recordación de las víctimas de la tragedia por las inundaciones del río Salado. (Expte. Nº 11.899 – UCR)

–
Girado a las comisiones de Cultura y Medios de Comunicación Social, de Asuntos Comunales, de Presupuesto y Hacienda y de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

Proyectos de resolución:

7.3.10 Centros de evacuados por las inundaciones: pedido de informes

Asunto Nº 37 – Proyecto de resolución de los señores diputados Gutiérrez, Strada, Riestra y Benas, por el cual esta Cámara solicita informes sobre los centros de evacuados instalados con motivo de las inundaciones. (Expte. Nº 11.861 – ARI)

–
Girado a las comisiones de Presupuesto y Hacienda, de Seguridad Social y de Salud Pública y Asistencia Social.

SR. RIESTRA XE "ARI RIESTRA, Antonio" .– Pido la palabra.


Quiero hacer una aclaración con respecto a este proyecto, en virtud de su redacción: en realidad, es un proyecto de comunicación, un pedido de informes.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por Secretaría se hará la corrección, señor diputado.


Continúa la lectura de los Asuntos Entrados.

–
Por Secretaría Legislativa se da lectura.

7.3.11 Comisión Bicameral para el esclarecimiento de hechos ocurridos frente a la Casa de Gobierno

Asunto Nº 38 – Proyecto de resolución del señor diputado Marcucci, por el cual esta Cámara establece la constitución de una comisión bicameral, con la intención de investigar y esclarecer los hechos ocurridos frente a la Casa de Gobierno, en la marcha del 29 de enero de 2004. (Expte. Nº 11.881 – UCR)

–
Girado a la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

Proyectos de declaración:

7.3.12 Repudio al atentado contra Jorge Fombella, funcionario de la Municipalidad de Laguna Paiva

Asunto Nº 39 – Proyecto de declaración de la señora diputada Qüesta, por el cual esta Cámara expresa su más enérgico repudio al atentado sufrido en su domicilio particular por el señor Jorge Fombella, Secretario de Gobierno y Obras Públicas de la Municipalidad de Laguna Paiva el 18/12/03. (Expte. Nº 11.859 – BER)

–
Girado a las comisiones de Asuntos Comunales y de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

7.3.13 Cuota Hilton: preocupación por la asignación de cupos

Asunto Nº 40 – Proyecto de declaración de los señores diputados Scataglini y Lacava, en el que esta Cámara expresa su preocupación por el inminente dictado de una resolución de la Secretaría de Agricultura, Ganadería, Pesca y Alimentación de la Nación, que reemplazaría la Norma Nº 914/01 referida a la asignación de cupos correspondientes a la cuota Hilton de carnes de alta calidad que se exportan a la Unión Europea. (Expte. Nº 11.860 – PJ)

–
Girado a la Comisión de Agricultura y Ganadería.

Proyectos de comunicación:

7.3.14 Móviles para la Seccional de Policía de Funes

Asunto Nº 41 – Proyecto de comunicación de la señora diputada Tomei, por el cual se solicita la asignación de dos móviles a la Seccional de Policía de la localidad de Funes, departamento Rosario. (Expte. Nº 11.863 – UCR)

–
Girado a las comisiones de Asuntos Constitucionales y Legislación General y de Presupuesto y Hacienda.

7.3.15 Proyecto de la Cárcel de Piñero: pedido de informes

Asunto Nº 42 – Proyecto de comunicación de la señora diputada Tomei, por el cual se solicita al Poder Ejecutivo informe en qué etapa de construcción se encuentra el proyecto de la cárcel sita en la localidad de Piñero (departamento Rosario), y qué cantidad de fondos públicos se han invertido a tal fin. (Expte. Nº 11.864 – UCR)

–
Girado a las comisiones de Asuntos Constitucionales y Legislación General y de Presupuesto y Hacienda.

7.3.16 Política del Estado santafesino ante reclamos de damnificados por inundaciones

Asunto Nº 43 – Proyecto de comunicación de los señores diputados Riestra, Gutiérrez, Benas y Strada, por el cual se solicitan informes sobre distintos aspectos vinculados con la política del Estado santafesino para hacer frente a los reclamos de los damnificados por las inundaciones del río Salado, en la ciudad de Santa Fe y otras localidades de la provincia. (Expte. Nº 11.865 – ARI)

–
Girado a las comisiones de Presupuesto y Hacienda, de Seguridad Social y de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

7.3.17 Hospital Provincial del Centenario (partidas presupuestarias para remodelación)

Asunto Nº 44 – Proyecto de comunicación de la señora diputada Meotto, por el cual se solicita al Poder Ejecutivo genere las partidas presupuestarias para ser destinadas a la remodelación edilicia del subsuelo de la Sala I del Hospital Provincial del Centenario, que permita la reapertura del Laboratorio de Producción de Medicamentos. (Expte. Nº 11.867 – PJ)

–
Girado a las comisiones de Salud Pública y Asistencia Social y de Presupuesto y Hacienda.

7.3.18 Jueces comunales: pedido a la Corte de no-confirmación en sus funciones

Asunto Nº 45 – Proyecto de comunicación del señor diputado Marcucci, por el cual se solicita a la Corte Suprema de Justicia no confirme a los jueces comunales que no hayan cumplido un año en sus funciones, según la atribución que encomienda la Ley Orgánica del Poder Judicial en su artículo 119. (Expte. Nº 11.868 – UCR)

–
Girado a las comisiones de Asuntos Laborales, Gremiales y de Previsión y de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

7.3.19 Jueces comunales: revisión de últimas designaciones

Asunto Nº 46 – Proyecto de comunicación del señor diputado Marcucci, por el cual se solicita al Poder Ejecutivo deje sin efecto –en aquellos casos en que la ley lo permita– las últimas designaciones de jueces comunales. (Expte. Nº 11.869 – UCR)

–
Girado a las comisiones de Asuntos Laborales, Gremiales y de Previsión y de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

7.3.20 Aguas Provinciales de Santa Fe: pedido de informes sobre sus obligaciones

(Preferencia para la 4ª sesión extraordinaria)

Asunto Nº 47 – Proyecto de comunicación de las señoras diputadas Peralta y Qüesta, por el cual se solicita se informe sobre las medidas adoptadas en relación con las obligaciones que debía cumplir la empresa Aguas Provinciales de Santa Fe SA, según el contrato firmado con el Estado provincial. (Expte. Nº 11.870 – BER)

–
Girado a las comisiones de Obras y Servicios Públicos y de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

SRA. PERALTA XE "UCR PERALTA, Mónica" .– Pido la palabra.


Solicito el tratamiento preferencial de este proyecto para dentro de dos sesiones.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se va a votar la moción de tratamiento preferencial formulada por la señora diputada Peralta.

–
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Continúa la lectura de los Asuntos Entrados.

–
Por Secretaría Parlamentaria se da lectura.

7.3.21 Convenio para el acceso de ciudadanos santafesinos a la Justicia

(Preferencia para la 5ª sesión extraordinaria)

Asunto Nº 48 – Proyecto de comunicación de la señoras diputadas Peralta y Qüesta, por el cual se solicita al Poder Ejecutivo, por intermedio del Ministerio de Justicia y Culto y la Secretaría de Derechos Humanos, arbitre las gestiones ante el Ministerio de Justicia, Seguridad y Derechos Humanos de la Nación y la actual gestión del Plan Social de Asistencia Jurídica a la Comunidad, para la firma de un convenio que facilite a los ciudadanos santafesinos el acceso a la Justicia. (Expte. Nº 11.871 – BER)

–
Girado a las comisiones de Derechos y Garantías, de Educación y de Asuntos Constitucionales y Legislación General. 

SRA. PERALTA XE "UCR PERALTA, Mónica" .– Pido la palabra.


En el mismo sentido, señor presidente, solicito el tratamiento preferencial de este proyecto para dentro de tres sesiones.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se va a votar la moción formulada por la señora diputada Peralta.

–
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Continúa la lectura de los Asuntos Entrados.

–
Por Secretaría Parlamentaria se da lectura.

7.3.22 Servicio público de transporte Santa Fe-Sauce Viejo: llamado a licitación

(Preferencia para la 5ª sesión extraordinaria)

Asunto Nº 49 – Proyecto de comunicación de las señoras diputadas Qüesta y Peralta, por el cual se solicita al Poder Ejecutivo, por intermedio de la Subsecretaría de Transporte, arbitre los medios tendientes a llamar a licitación pública para la prestación del servicio público de transporte Santa Fe-Santo Tomé, Aeropuerto Sauce Viejo-Sauce Viejo. (Expte. Nº 11.873 – BER)

–
Girado a las comisiones de Transporte y de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

SRA. PERALTA XE "UCR PERALTA, Mónica" .– Pido la palabra.


Solicito el tratamiento preferencial de este proyecto para dentro de tres sesiones.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se va a votar la solicitud de tratamiento preferencial de la señora diputada Peralta.

–
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Continúa la lectura de los Asuntos Entrados.

–
Por Secretaría Parlamentaria se da lectura.

7.3.23 Sede del Gobierno provincial en Reconquista

(Preferencia para la 4ª sesión extraordinaria)

Asunto Nº 50 – Proyecto de comunicación del señor diputado Pezz por el cual se solicita al Poder Ejecutivo establezca una sede del Gobierno provincial en la ciudad de Reconquista, departamento General Obligado. (Expte. Nº 11.874 – UCR)

SR. PEZZ XE "UCRPEZZ, Federico" .– Pido la palabra.


Solicito el tratamiento preferencial de este proyecto para dentro de dos sesiones.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se va a votar la solicitud de tratamiento preferencial del señor diputado Pezz.

–
Resulta afirmativa.

SRA. MEOTTO XE "PJMEOTTO, Liliana" .– Pido la palabra.


Señor presidente: solicito que se indique a qué comisiones va girado cada uno de los asuntos para los cuales votamos la preferencia solicitada por los diputados, ya que estamos votando sin conocer el destino del proyecto.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– El Expediente Nº 11.874 – UCR se remite a la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General.


Continúa la lectura de los Asuntos Entrados.

–
Por Secretaría Parlamentaria se da lectura.

7.3.24 Pedido de informes sobre la muerte de Sandra Cabrera

(Reservado en Secretaría)

Asunto Nº 51 – Proyecto de comunicación de las señoras diputadas Qüesta y Peralta, por el cual se solicitan informes en relación con los actos de violencia que provocaron la muerte a Sandra Cabrera, en la ciudad de Rosario. (Expte. Nº 11.878 – BER)

SRA. PERALTA XE "UCR PERALTA, Mónica" .– Pido la palabra.


Solicito que este proyecto sea reservado en Secretaría para su posterior tratamiento sobre tablas.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Así se hará, señora diputada.


Continúa la lectura de los Asuntos Entrados.

–
Por Secretaría Parlamentaria se da lectura.

7.3.25 Integración del Centro-Norte provincial al sistema de transporte de gas natural por cañerías

Asunto Nº 52 – Proyecto de comunicación del señor diputado Pezz, por el cual se solicita al Poder Ejecutivo incluya la integración del Centro-Norte provincial al sistema de transporte de gas natural por cañerías, entre las obras esenciales para el desarrollo equilibrado de la provincia. (Expte. Nº 11.879 - UCR)

–
Girado a las comisiones de Obras y Servicios Públicos y de Presupuesto y Hacienda.

7.3.26 Declaraciones del señor Secretario de Seguridad Pública sobre construcción de alcaidías

(Preferencia para la 5ª sesión extraordinaria)

Asunto Nº 53 – Proyecto de comunicación de las señoras diputadas Qüesta y Peralta, por el cual se solicitan informes sobre las recientes declaraciones del señor Secretario de Seguridad Pública relacionadas con la futura construcción de distintas alcaidías en la provincia. (Expte. Nº 11.883 – BER)

–
Girado a las comisiones de Asuntos Constitucionales y Legislación General, de Obras y Servicios Públicos y de Presupuesto y Hacienda.

SRA. PERALTA XE "UCR PERALTA, Mónica" .– Pido la palabra.


Solicito el tratamiento preferencial de este proyecto para dentro de tres sesiones.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se va a votar la moción formulada por la señora diputada Peralta.

–
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Continúa la lectura de los Asuntos Entrados.

–
Por Secretaría Parlamentaria se da lectura.

7.3.27 Ruta Nº 96-S: construcción de mejorado

(Preferencia para la 4ª sesión extraordinaria)

Asunto Nº 54 – Proyecto de comunicación del señor diputado Pezz, por el cual se solicita al Poder Ejecutivo que por intermedio del Ministerio de Obras y Servicios Públicos de la Provincia disponga los medios necesarios para la construcción del mejorado de la Ruta Nº 96-S, en su tramo Ruta Nº 40-S–La Sarita, departamento General Obligado. (Expte. Nº 11.886 – UCR)

–
Girado a las comisiones de Obras y Servicios Públicos y de Presupuesto y Hacienda.

SR. PEZZ XE "UCRPEZZ, Federico" .– Pido la palabra.


Solicito el tratamiento preferencial de este proyecto para dentro de dos sesiones.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se va a votar la moción formulada por el señor diputado Pezz.

· Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Continúa la lectura de los Asuntos Entrados.

–
Por Secretaría Parlamentaria se da lectura.

7.3.28 Transporte público de pasajeros: pedido de informes por subsidios girados a la Provincia

Asunto Nº 55 – Proyecto de comunicación de las señoras diputadas Qüesta y Peralta, por el cual se solicitan informes sobre el total de los subsidios girados a la Provincia (Decretos del Poder Ejecutivo nacional Nº 1377/01 y 652/02), en relación con el transporte público de pasajeros con funcionamiento en las distintas localidades. (Expte. Nº 11.887 – BER)

–
Girado a las comisiones de Transporte, de Asuntos Comunales y de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

7.3.29 Aportes dinerarios del Estado provincial por las inundaciones: nómina de beneficiarios

(Preferencia para la próxima sesión)

Asunto Nº 56 – Proyecto de comunicación del señor diputado Ritter, por el cual se solicita la nómina completa de los beneficiarios que recibieron aportes dinerarios de parte del Estado provincial, como consecuencia de las inundaciones provocadas por los desbordes del río Salado. (Expte. Nº 11.888 – UCR)

–
Girado a las comisiones de Presupuesto y Hacienda, de Seguridad Social y de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

SR. PEZZ XE "UCRPEZZ, Federico" .– Pido la palabra.


Solicito el tratamiento preferencial de este proyecto para la próxima sesión.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se va a votar la moción formulada por el señor diputado Pezz.

–
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Continúa la lectura de los Asuntos Entrados.

–
Por Secretaría Parlamentaria se da lectura.

7.3.30 Catástrofe hídrica del año 2003: pedido de informes

Asunto Nº 57 – Proyecto de comunicación de los señores diputados Marcucci y Pezz, por el cual se solicitan informes en relación con la catástrofe hídrica del año 2003, en un plazo de treinta (30) días (inundaciones provocadas por el río Salado en numerosos departamentos de la provincia). (Expte. Nº 11.890 – UCR)

–
Girado a las comisiones de Presupuesto y Hacienda, de Seguridad Social y de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

7.3.31 Informe La catástrofe sanitaria que no fue
(Preferencia para la 4ª sesión extraordinaria)

Asunto Nº 58 – Proyecto de comunicación de los señores diputados Gutiérrez, Strada, Benas y Riestra, por el cual se solicita se informe quiénes fueron los autores del informe La catástrofe sanitaria que no fue, con relación a las inundaciones del río Salado. (Expte. Nº 11.891 – ARI)

–
Girado a las comisiones de Salud Pública y Asistencia Social y de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

SR. RIESTRA XE "ARI RIESTRA, Antonio" .– Pido la palabra.


Solicito el tratamiento preferencial de este proyecto para dentro de dos sesiones.

SRA. MEOTTO XE "PJMEOTTO, Liliana" .– Pido la palabra.


Señor presidente: si mal no recuerdo, en la reunión de la Comisión de Labor Parlamentaria se había solicitado la preferencia de este proyecto para dentro de tres sesiones.

SRA. GUTIÉRREZ XE "ARI GUTIÉRREZ, Alicia" .– Pido la palabra.


Es un informe del Ministerio de Salud de la Provincia, pero como no lo tenemos, solicitamos al Ministerio que nos lo haga llegar; fue dado a conocer por los medios periodísticos; su presentación se hizo en el diario El Litoral del 6 de enero. Es un informe del Ministerio de Salud de la Provincia al que no hemos podido acceder, por lo tanto, solicitamos que se nos informe sobre él. Se titula La catástrofe sanitaria que no fue.

SRA. MEOTTO XE "PJMEOTTO, Liliana" .– Pido la palabra.


Señor presidente: nosotros no tendríamos inconveniente en darle preferencia para dentro de dos sesiones, pero visto lo formulado en la reunión de la Comisión de Labor Parlamentaria, le preguntaremos al resto de los presidentes de bloques si están de acuerdo.

–
Dialogan varios diputados y acuerdan el tratamiento preferencial para dentro de dos sesiones.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se va a votar la moción de tratamiento preferencial para dentro de dos sesiones.

–
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Continúa la lectura de los Asuntos Entrados.

–
Por Secretaría Parlamentaria se da lectura.

7.3.32 Mapas de zona afectada por las inundaciones del río Salado: pedido de informes

Asunto Nº 59 – Proyecto de comunicación de los señores diputados Gutiérrez, Strada, Benas y Riestra, por el cual se solicitan informes sobre los criterios técnicos establecidos para la elaboración de los mapas oportunamente confeccionados con relación a la zona afectada por las inundaciones del río Salado. (Expte. Nº 11.892 – ARI)

–
Girado a las comisiones de Obras y Servicios Públicos, de Asuntos Comunales y de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

7.3.33 Veda impuesta a la fauna ictícola: pedido de informes

(Preferencia para la 5ª sesión extraordinaria)

Asunto Nº 60 – Proyecto de comunicación de los señores diputados Liberati, Aranda y Baudín, por el cual se solicitan informes, por intermedio de la Secretaría de Estado de Medio Ambiente y Desarrollo Sustentable, acerca del grado de efectividad que han tenido los procedimientos de control ordenados para el cumplimiento de la veda impuesta a la fauna ictícola de nuestros cursos de agua. (Expte. Nº 11.893 – BS)

–
Girado a las comisiones de Salud Pública y Asistencia Social y de Agricultura y Ganadería.

SR. BONFATTI XE "PS BONFATTI, Antonio" .– Pido la palabra.


Solicito el tratamiento preferencial de este asunto para dentro de tres sesiones.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se va a votar la moción formulada por el señor diputado Bonfatti.

–
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Continúa la lectura de los Asuntos Entrados.

–
Por Secretaría Parlamentaria se da lectura.

7.3.34 EPE: resarcimiento a damnificados por cortes del servicio

(Reservado en Secretaría)

Asunto Nº 61 – Proyecto de comunicación de los señores diputados Liberati, Aranda y Baudín, por el cual se solicita al Poder Ejecutivo que por intermedio del interventor de la Empresa Provincial de la Energía informe si está previsto el resarcimiento a los damnificados por los cortes en el suministro de energía eléctrica producidos en los últimos meses. (Expte. Nº 11.894 – BS)

SR. BONFATTI XE "PS BONFATTI, Antonio" .– Pido la palabra.


Solicito que este asunto sea reservado para su posterior tratamiento sobre tablas.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Así se hará, señor diputado.


Continúa la lectura de los Asuntos Entrados.

–
Por Secretaría Parlamentaria se da lectura.

7.3.35 Decreto reglamentario de la Ley Nº 12.183: pedido de informes sobre el art. 3º

Asunto Nº 62 – Proyecto de comunicación de los señores diputados Gutiérrez, Strada y Riestra, por el cual se solicitan informes con respecto a detalles del artículo 3º del Decreto Reglamentario Nº 0039/04 de la Ley Nº 12.183 (Régimen de reparación de los bienes inmuebles y muebles afectados por las inundaciones). (Expte. Nº 11.897 – ARI)

–
Girado a las comisiones de Presupuesto y Hacienda y de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

7.3.36 Ley Nº 11.730 – Régimen de uso de bienes situados en áreas inundables (art. 21)

Asunto Nº 63 – Proyecto de comunicación del señor diputado Marcucci, por el cual se solicita al Poder Ejecutivo la reglamentación del artículo 21 de la Ley Nº 11.730 – Régimen de uso de bienes situados en áreas inundables. (Expte. Nº 11.898 – UCR)

–
Girado a las comisiones de Asuntos Comunales, de Vivienda y Urbanismo, de Obras y Servicios Públicos, de Presupuesto y Hacienda y de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

7.4 Proyectos del Senado

7.4.1 Estado de Emergencia y Zona de Desastre (extensión)

(Reservado en Secretaría)

Asunto Nº 64 – Proyecto de ley venido en revisión, por el cual se extiende hasta el 30 de junio de 2004 el Estado de Emergencia y Zona de Desastre, cuya declaración se hizo por el artículo 1º de la Ley Nº 12.106. (Mensaje Nº 2719, Expte. Nº 11.895 – PER)

SR. ROSÚA XE "PJ ROSÚA, Roberto" .– Pido la palabra.


Solicito que este asunto se reserve en Secretaría para proponer posteriormente que sea tratado sobre tablas.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Así se hará, señor diputado.


Continúa la lectura de los Asuntos Entrados.

–
Por Secretaría Parlamentaria se da lectura.

7.5 Notas de los particulares

Asunto Nº 65 – La Asociación Cooperadora de Atención Primaria y Comunitaria del Centro de Salud Altos del Valle solicita se le asigne un subsidio para la compra de un terreno. (Nº 1231/04)

–
Girado al Archivo.

Asunto Nº 66 – El señor Orlando Gauna remite nota en la que expone sobre la creación de la Subsecretaría de Emergencia, a la firma del Decreto Nº 1314. (Nº 1237/04)

–
Girado al Archivo.

Asunto Nº 67 – Vecinos Inundados Autoconvocados del barrio Roma remiten nota por la cual rechazan los importes por reparación de daños inmobiliarios y mobiliarios. (Nº 1239/04)

–
Girado al Archivo.

Asunto Nº 68 – Bibliotecas Populares de Godeken, Teodelina, Suardi y Las Parejas remiten notas en las que solicitan se las enmarque dentro de la Ley Nacional de Bibliotecas Populares, para que se las proteja en el ámbito provincial. (Nº 1240/04)

–
Anexado a sus antecedentes.

Asunto Nº 69 – La Federación Santafesina de Entidades Vecinales de Santa Fe solicita el tratamiento de la reforma de la Ley Nº 12.183 (Reparación de daños). (Nº 1242/04)

–
Girado al Archivo.

7.6 Asuntos Entrados fuera de lista

7.6.1 Cervecería Argentina San Carlos S.A.: situación de los trabajadores

(Proyecto de declaración – Reservado en Secretaría)

7.6.2  Cervecería Argentina San Carlos S.A.: pedido de informes al Poder Judicial

(Proyecto de comunicación – Reservado en Secretaría)

SR. CURA XE "PJ CURA, Jorge" .– Pido la palabra.


Solicito se dé entrada a dos proyectos –uno de declaración y otro de comunicación– referidos a la situación que atraviesa la empresa Cervecería Argentina San Carlos S.A., y que ambos se reserven en Secretaría para su posterior tratamiento sobre tablas.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Con el asentimiento del Cuerpo, se les dará entrada y serán reservados. (Exptes. Nº 11.906 – DB y 11.907 – DB)

–
Asentimiento.

7.6.3 Condiciones para acceder a las reparaciones por desborde del río Salado

(Proyecto de ley – Reservado en Secretaría)

SR. SECRETARIO (Corach).– Obra en Secretaría el expediente remitido por el Senado, proyecto de ley, Mensaje Nº 2721 del Poder Ejecutivo, por el cual se establecen los límites y las condiciones para acceder a las reparaciones por el desborde del río Salado.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Con el asentimiento del Cuerpo, se le dará entrada (Expte. Nº 11.908 – PER).

–
Asentimiento.

SR. ROSÚA XE "PJ ROSÚA, Roberto" .– Pido la palabra.


Solicito que este asunto sea reservado para su posterior tratamiento sobre tablas.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Así se hará, señor diputado.

7.6.4 Justificación de inasistencia de la señora diputada Norma Albónico

(Solicitud – Aprobada)

SR. SECRETARIO (Corach).– Señor presidente: se encuentra en esta Secretaría una nota remitida por el Bloque Socialista en relación con la inasistencia de la señora diputada Mónica Albónico.

–
Se lee:

Señor Presidente

De la Honorable Cámara de Diputados

Dr. Edmundo Barrera


Por la presente, tengo el agrado de dirigirme a Ud. a fin de comunicarle que la diputada provincial Mónica Albónico, por razones atinentes a cuestiones de salud (se adjunta certificado médico) no podrá asistir a la sesión Nº 2 del Período Extraordinario Nº 121 a realizarse en la fecha.


Sin otro particular, lo saluda muy cordialmente.


       Joaquín Franco

Secretario del Bloque Socialista

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se va a votar el pedido de justificación de inasistencia, solicitado por nota, de la señora diputada Mónica Albónico.

–
Resulta aprobado.

7.6.5 Ley Nº 7945 – Código Procesal Civil y Comercial: Mod. del art. 37

(Se aclara error de transcripción)

SR. CASTELLANI XE "UCD CASTELLANI, Carlos" .– Pido la palabra.


Con relación al asunto Nº 32, Expediente Nº 11.884 – UCD, quiero aclararle al señor diputado Esquivel dónde está equivocada la transcripción –no tenía a mano el expediente cuando solicitó la aclaración–.


El proyecto dice “del Código Procesal Laboral” y se remite al Código Procesal Civil y Comercial.


Es un error de transcripción en la nómina de los Asuntos Entrados, ya que no se refiere al Código Procesal Civil y Comercial, sino al Código Laboral, pero en el texto del proyecto figura correctamente.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Gracias por la aclaración, señor diputado.

8 Homenaje

8.1 Al Dr. Mario Armas

SR. JULLIER XE "PDP JULLIER, Héctor" .– Pido la palabra.


Señor presidente, señores legisladores: quiero manifestar un merecido homenaje al diputado provincial demócrata progresista, doctor Mario Armas, vilmente asesinado a plena luz del día, en la ciudad de Rosario.


Este lamentable hecho ocurrió el 8 de febrero de 1986, y transcurridos 18 años, nunca fue esclarecido. No voy a extenderme sobre las condiciones personales del doctor Armas, de su hombría de bien y de sus convicciones democráticas; todas esas virtudes ya fueron reconocidas por sus propios adversarios políticos, quienes apreciaron sus bondades y su brillante actuación legislativa.


Este modesto recordatorio pretende rendir un homenaje en su persona a todos los políticos, porque la muerte de Mario Armas fue un mensaje intimidatorio contra la clase política y las instituciones de la Provincia de Santa Fe.


Después de tanto tiempo transcurrido sin tener noticia alguna, pese a nuestros reiterados pedidos de esclarecimiento del crimen, podemos afirmar que su muerte fue un asesinato por encargo, con la única intención de silenciar su tarea legislativa y de investigación.


Hoy tengo la necesidad de denunciar esta inaceptable impunidad y la de todos los casos que reclaman justicia, porque solo una Justicia que termine con la impunidad nos permitirá avanzar democráticamente en sociedad, superando nuestras diferencias actuales.


Renuevo el compromiso de mi partido, de sus familiares y de toda la sociedad, que necesitan saber quiénes y por qué terminaron con la vida de Mario Armas, un político que hizo honor a su clase.

SR. ROSÚA XE "PJ ROSÚA, Roberto" .– Pido la palabra.


Señor presidente: yo quiero expresar mi adhesión al homenaje que se tributa al doctor Mario Armas, en su condición de hombre público, de legislador, de profesional y de hombre de la calle, de familia, con quien tuve mucha relación.


Lo conocí a lo largo de la actuación política durante muchos años, en la ciudad de Rosario. Militábamos, como es público y notorio, en distintos lugares del espectro político, pero en la relación con Mario Armas siempre tuvimos respeto, elevación de ideas y la búsqueda de mejores acciones en el campo democrático.


De este modo quiero adherirme al homenaje, como dije, no solo al legislador, sino a este brillante abogado y político esclarecido e incorrupto, con el que tuve una larga y sincera relación amistosa.

SR. MASCHERONI XE "UCR MASCHERONI, Santiago" .– Pido la palabra.


Vamos a adherirnos al homenaje y recordatorio de este hombre de la democracia. Y adherimos también a las palabras de los representantes de las distintas bancadas que se refirieron al tema.


Tiempo atrás tuvimos ocasión de conocerlo. Y a partir de su asesinato, fue preocupación de las distintas expresiones políticas buscar el esclarecimiento. Más allá del sentido homenaje –que nos consta y al que, reitero, nos adherimos–, debe ser para nosotros y para el poder político una asignatura pendiente de la democracia, a décadas de la producción de este hecho, no poder explicarlo, que no se sepa absolutamente nada y que no haya podido avanzar ningún tipo de investigación esclarecedora sobre un asesinato que tiene específicas características políticas. Esto verdaderamente, por el tiempo transcurrido, es una cuestión que remuerde la conciencia de cada uno de los que hacen política en el sistema democrático.


Por eso, aprovechamos sinceramente la oportunidad para sumarnos al recordatorio y, al mismo tiempo, para marcar con absoluta nitidez, por la salud de las generaciones futuras y por quienes en esos tiempos difíciles también hacíamos política, que es necesario que este tema se esclarezca definitivamente.

9 TRATAMIENTO SOBRE TABLAS

SR. PRESIDENTE (Barrera).–Se debe considerar el tratamiento sobre tablas de los proyectos reservados en Secretaría.

9.1 Pedido de informes sobre la muerte de Sandra Cabrera

(Proyecto de comunicación – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se encuentra reservado –a pedido de la diputada Peralta– el proyecto de comunicación (Expte. Nº 11.878 – BER) por el cual se solicitan informes en relación con los actos de violencia que provocaron la muerte de Sandra Cabrera, en la ciudad de Rosario.


Por Secretaría se dará lectura.

–
Se lee:

 XE "zc Expte. Nº 11.878 – BER: Informes sobre la muerte de Sandra Cabrera" 

La Cámara de Diputados de la Provincia, en relación con los actos de violencia que provocaran la muerte a Sandra Cabrera, solicita al Poder Ejecutivo provincial informe lo siguiente:

a) Motivos por los cuales se retiró la custodia policial a la señora Cabrera, tres días antes de que ocurriera su fatal desenlace.

b) Si tal medida se adoptó a partir de una orden judicial y/o de alguna otra autoridad política.

c) Qué actuaciones prevencionales se llevaron adelante, como consecuencia de la denuncia que hizo la señora Cabrera ante la Fiscalía Nº 1 de la ciudad de Rosario, una semana antes, acompañando una denuncia de una compañera, que implicaba a un ex policía de moralidad pública y actual integrante de la División Personal de la Policía de Rosario, por exigirle dinero a cambio de permitirle ejercer su actividad.

d) Si a partir de tales actuaciones se ha verificado y/o existen indicios de que alguna otra persona se encuentre amenazada, y en tal caso, qué medidas se han adoptado en consecuencia.

e) Remita copia de las actuaciones prevencionales llevadas con posterioridad al violento fallecimiento.

Fundamentos de las autoras del proyecto

Señor Presidente:


En el marco del más enérgico repudio a los actos de violencia que provocaron la muerte de Sandra Cabrera es deber de esta Cámara de Diputados solicitar al Poder Ejecutivo provincial que disponga poner en marcha las actuaciones pertinentes, tendientes a garantizar el esclarecimiento total de los hechos.


La violencia instalada en nuestra sociedad no deja exentos a sectores geográficos ni a grupos sociales, sino que se manifiesta latente en cualquier rincón de la provincia y, especialmente, en los grandes centros urbanos.


No obstante, existen hechos y metodologías delictivas que no son casuales, que se reiteran a partir de organizaciones mafiosas que cuentan con la impunidad institucional para mantenerse, frente a las cuales los mecanismos de control parecen ser insuficientes, cuando no ineficientes.


La muerte de Sandra Cabrera puede responder a diferentes causales, propias de la inseguridad a la que cualquier vecino está expuesto, a las que también puede sumarse la actividad con la que daba sustento a su vida y a la de su pequeña hija; pero no podemos dejar de lado las que pueden generar su militancia dentro de la Asociación de Mujeres Meretrices de la Argentina (Ammar), que poco tiempo atrás la habían llevado a denunciar a la cúpula de la división de Moralidad Pública de la Unidad Regional II, de la Policía de Rosario.


Su denuncia, la que le provocó que debiera transitar envuelta en temores, le valió comenzar a convivir con custodia policial. Casualmente, a solo tres días de que se hubiera dispuesto retirarle la custodia, apareció en la vía pública su cuerpo sin vida, con un disparo de arma de fuego en la nuca.


El juzgado que entiende la causa ha dispuesto la detención de uno de los efectivos policiales desplazados de Moralidad Pública a partir de la denuncia de Cabrera, lo que indica una presunta relación entre su muerte y dicha denuncia.


Por ello, se torna imprescindible lograr el esclarecimiento de este tipo de hechos, para lo cual las autoridades provinciales deben garantizar los medios a fin de que se investiguen todas las líneas posibles que pudieron provocar el asesinato de la representante de Ammar.
Qüesta – Peralta

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se va a votar el tratamiento sobre tablas de este proyecto.

–
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

9.2 EPE: resarcimiento a damnificados por cortes del servicio

(Proyecto de comunicación – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se encuentra reservado –a pedido del diputado Bonfatti– el proyecto de comunicación (Expte. Nº 11.894 – BS) por el cual se solicita se informe, por intermedio del interventor de la Empresa Provincial de la Energía, si está previsto el resarcimiento a los damnificados por los cortes en el suministro de energía eléctrica producidos en los últimos meses.


Por Secretaría se dará lectura.

–
Se lee:

 XE "zc Expte. Nº 11.894 – BS: EPE\: resarcimiento a damnificados por cortes del servicio" 

La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, a través del interventor de la Empresa Provincial de la Energía, proceda a informar acerca de los siguientes ítem:

1 –  Si está previsto el resarcimiento a los damnificados por los cortes en el suministro de energía eléctrica, producidos en los últimos meses.

2 –  De ser así, cuál es el mecanismo previsto para efectivizar dicho resarcimiento, y si el mismo incluye rebajas en la facturación.

3 –  Cuáles son las acciones previstas por la Empresa Provincial de la Energía tendientes a prevenir futuros cortes durante la temporada estival, y cuál es el plan de inversiones para el presente año.

Fundamentos de los autores del proyecto

Señor Presidente:


Es sabido que los prolongados cortes en el suministro de energía eléctrica ocurridos en los últimos meses han producido pérdidas materiales a un gran número de usuarios domiciliarios, como así también a establecimientos industriales y comerciales de nuestra provincia.


Nuestro país ha atravesado una prolongada recesión, sumada a la peor crisis política social y económica de toda su historia, que arrojó como resultado que más de la mitad de nuestro pueblo se encuentre por debajo del nivel de pobreza, y un importante deterioro de los indicadores sociales y de actividad económica.


La crisis energética no viene sino a agravar la situación descripta en el párrafo anterior para aquellos sectores de nuestra población que fueron damnificados por los cortes, por lo que creemos fundamental que la Empresa Provincial de la Energía establezca algún mecanismo de resarcimiento para los usuarios afectados.


En una sociedad democrática resulta de suma importancia determinar claramente la responsabilidad que tienen para con sus usuarios las empresas de servicios públicos, sean estas estatales o privadas, en el sentido de crear regulaciones adecuadas, a fin de hacer efectivos los derechos previstos en la Constitución Nacional a partir de la reforma del año 94.


Asimismo, y más allá de las crisis estacionales en temporada estival, es importante conocer si la empresa cuenta con capacidad operativa para hacer frente al incremento de la demanda que se produce anualmente, y cuáles son las inversiones previstas para adecuar la oferta a la demanda de servicios.


Por todo lo expuesto, solicito a mis pares la aprobación del presente proyecto de comunicación.
Liberati – Aranda – Baudín

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se va a votar el tratamiento sobre tablas de este proyecto.

–
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

9.3 Cervecería Argentina San Carlos S.A.: situación de los trabajadores

(Proyecto de declaración – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se encuentra reservado –a pedido del señor diputado Cura– el proyecto de declaración (Expte. Nº 11.906 – DB) por el cual la Cámara expresa su más profunda preocupación por la situación que atraviesan los trabajadores de la empresa Cervecería Argentina San Carlos SA, radicada en la localidad de San Carlos Sur.

–
Se lee:

 XE "zd Expte. Nº 11.906 – DB: Cervecería Argentina San Carlos S.A.\: situación de los trabajadores" 
La Cámara de Diputados de la Provincia

Declara:

1 – Su más profunda preocupación por la situación que atraviesan los trabajadores de la empresa Cervecería Argentina San Carlos SA, empresa radicada en la localidad de San Carlos Sud de esta provincia.

2 – En tal sentido requiere al Poder Ejecutivo provincial que extreme los recursos a su alcance para proteger la continuidad de funcionamiento de la empresa y los legítimos intereses de los trabajadores.

3 – Asimismo, expresa su solidaridad con la comunidad de San Carlos Sud que sufre las consecuencias derivadas del conflicto que afecta a la empresa cervecera.

Fundamentos de los autores del proyecto

Señor Presidente:


Desde mediados del mes pasado, la Comisión de Asuntos Laborales, Gremiales y de Previsión se ha venido ocupando de la afligente situación que afecta no solo a los trabajadores de la empresa Cervecería San Carlos y a su fuente de trabajo, sino a la comunidad toda de la localidad de San Carlos Sud.


El 30 de enero, en el ámbito de la Cámara de Diputados, los integrantes de la Comisión de Asuntos Laborales, Gremiales y de Previsión recibieron de parte del presidente comunal, de los representantes del Sindicato de Cerveceros de la localidad y del representante de la Confederación General del Trabajo-Delegación Regional Santa Fe la preocupación por la decisión de la justicia santafesina de “paralizar” la producción de la empresa Cervecería Santa Carlos, al ordenar la desconexión de máquinas y equipamientos cuya función es vital para el cometido de la empresa cervecera. En tal sentido, se encuentran en serio riesgo aproximadamente 1.000.000 de litros de cerveza mensuales.


De lo expresado, surge la urgencia para que esta Cámara se exprese en defensa de una producción que históricamente ha destacado a nuestra provincia, a fin de procurar el mantenimiento de una importante fuente de trabajo para la localidad de San Carlos Sud y en defensa de los legítimos intereses de los trabajadores que sufren, junto con la comunidad, las consecuencias de medidas y decisiones que, a nuestro entender, pueden llegar a comprometer seriamente la paz social.


Por lo expresado precedentemente, solicitamos de nuestros pares la aprobación del presente proyecto de declaración.

Cura – Sánchez – Qüesta – Mascheroni – Lagna – Tibaldo – Maguid – Jullier – Benítez – Benas

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se va a votar el tratamiento sobre tablas de este proyecto.

–
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

9.4 Cervecería Argentina San Carlos S.A.: pedido de informes al Poder Judicial

(Proyecto de comunicación – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se encuentra reservado –a pedido del señor diputado Cura– el proyecto de comunicación (Expte. Nº 11.907 – DB) por el que se solicita al Poder Ejecutivo que por intermedio de la Subsecretaría de Justicia proceda a requerir información al Poder Judicial con relación al conflicto que afecta a la empresa Cervecería Argentina San Carlos SA.


Por Secretaría se dará lectura.

–
Se lee:

 XE "zc Expte. Nº 11.907 – DB: Cervecería Argentina San Carlos S.A.\: pedido de informes al Poder Judicial" 

La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo provincial, por intermedio de la Subsecretaría de Justicia, proceda a requerir del Poder Judicial la siguiente información referida al conflicto que afecta a la empresa Cervecería Argentina San Carlos SA, sus propietarios, explotadores y responsables y que comprometen la continuidad de la fuente de trabajo de los empleados cerveceros que cumplen actividades en la misma. En tal sentido requerimos:

1 – Se informe el estado de los expediente vinculados con la empresa que radican ante el Juzgado de Primera instancia en lo Civil y Comercial – Décima Nominación de la 1ª Circunscripción Judicial caratulado ‘Cervecera Santafesina SA c/Cervecería San Carlos y otro s/juicio ordinario’ (Expte. Nº 1108/203) y Juzgado de Instrucción de la 2ª Nominación de la misma circunscripción.

2 – Detalle de las medidas judiciales ordenadas en los mismos que afecten o hayan afectado el funcionamiento con paralización de la producción de la empresa, brindando causas o motivos para tales decisiones.

3 – Si se ha tomado conocimiento de la existencia de un proceso universal de algunas de las partes vinculadas con la causa que afectaría la competencia del Juzgado Civil santafesino, y en tal caso, si se ha dictado en el fuero civil la incompetencia de los tribunales santafesinos que entendieran en las causas que derivaron en la paralización de la empresa cervecera y, en caso afirmativo, la nulidad de estas actuaciones.

Fundamentos de los autores del proyecto

Señor Presidente:


El artículo 20 de la Constitución de la Provincia de Santa Fe establece: “La Provincia, en la esfera de sus poderes, protege el trabajo en todas sus formas y aplicaciones y, en particular, asegura el goce de los derechos que la Constitución y las leyes nacionales reconocen al trabajador”.


Desde mediados del mes pasado, la Comisión de Asuntos Laborales, Gremiales y de Previsión se ha venido ocupando de la afligente situación que afecta, no solo a los trabajadores de la empresa Cervecería San Carlos y a su fuente de trabajo, sino a la comunidad toda de la localidad de San Carlos Sud.


La situación actual es grave, teniendo presente que la Justicia santafesina ha dictado medidas que conllevan a la ‘paralización’ de la empresa, mientras la misma se encontraría atravesando un proceso falencial inconcluso –con mantenimiento de la fuente de trabajo– radicado en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Como consecuencia de ello, se pone en serio riesgo la producción de aproximadamente 1.000.000 de litros de cerveza mensuales.


El impacto de la medida judicial, que impide la producción y la continuidad de la elaboración, trae aparejadas consecuencias de índole laboral y social para aquellos trabajadores y familias vinculadas con la actividad.


Por ello, requerimos del Poder Ejecutivo la urgente tramitación del presente requerimiento, en defensa de la fuente de trabajo y los legítimos intereses de los trabajadores.


Por lo expresado precedentemente, solicitamos de nuestros pares la aprobación del presente proyecto de comunicación.

Cura – Qüesta – Maguid – Benítez – Sánchez – Tibaldo – Mascheroni – Benas – Lagna – Jullier

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se va a votar el tratamiento sobre tablas de este proyecto.

–
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

9.5 Estado de Emergencia y Zona de Desastre (extensión)

(Proyecto de ley – Aprobado

9.6 Condiciones para acceder a las reparaciones por desborde del río Salado

(Proyecto de ley – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Quedan pendientes de tratamiento sobre tablas dos expedientes reservados en Secretaría (Exptes. Nº 11.895 – PER y 11.908 – PER), referidos a los Mensajes Nº 2719 y 2721 del Poder Ejecutivo, proyectos de ley habilitados para este Período Extraordinario de Sesiones.


Tiene la palabra el señor diputado Rosúa.

SR. ROSÚA XE "PJ ROSÚA, Roberto" .– Señor presidente: solicito que estos expedientes sean tratados sobre tablas; para ello, que la Cámara se constituya en comisión y pase a cuarto intermedio, por el tiempo suficiente para que se puedan producir los dictámenes, ya sea solo de mayoría o de mayoría y minoría.


Entiendo que debería establecerse el tiempo de duración del cuarto intermedio, el necesario para producir los dictámenes. Podemos fijar un plazo máximo de una hora y media, para que haya tiempo para tratar el problema.

–
Algunos diputados hacen sugerencias al señor Rosúa.

SR. ROSÚA XE "PJ ROSÚA, Roberto" .– ¿Dos horas?


Acá me indican dos horas; no hay problema, señor presidente. Que el plazo sea de dos horas.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se va a votar la moción formulada por el señor diputado Rosúa.

–
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por lo tanto, el Cuerpo se constituye en comisión y pasa a cuarto intermedio.


Tiene la palabra el señor diputado Pezz.

SR. PEZZ XE "UCRPEZZ, Federico" .– Señor presidente: como en la reunión de la Comisión de Labor Parlamentaria se acordó considerar en el cuarto intermedio los dos expedientes ingresados por el Senado, con respecto a los cuales desde la oposición vamos a elaborar un dictamen de minoría, si tomamos el cuarto intermedio ya, después vamos a tener que volver a pedir otro para tratar el asunto Nº 64.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– No, no, perdón. Están incluidos los dos mensajes.

SR. PEZZ XE "UCRPEZZ, Federico" .– Pero se votó únicamente por uno.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Están incluidos los dos mensajes; conforme a lo acordado en la reunión de la Comisión de Labor Parlamentaria, nos constituimos en comisión, estudiamos y dictaminamos sobre los dos mensajes. ¿Está claro?

SR. PEZZ XE "UCRPEZZ, Federico" .– Correcto.

SRA. MEOTTO XE "PJMEOTTO, Liliana" .– Pido la palabra.


En el cuarto intermedio se incluye también la conformación de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, que era lo que habíamos acordado en la Comisión de Labor Parlamentaria, si mal no entendí.

SR. REAL XE "PDP REAL, Gabriel" .– Pido la palabra.


Quiero certificar lo que creo que otros legisladores pueden certificar también. En ningún momento siquiera se trató el tema de que hoy, después del cuarto intermedio se constituyera la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General. Lo que se acordó fue una reunión para definir este tema exclusivamente para el próximo miércoles, a las 10, en la Comisión de Labor Parlamentaria.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Tiene la palabra la señora diputada Meotto.

SRA. MEOTTO XE "PJMEOTTO, Liliana" .– Si me permite, señor presidente, es cierto lo que está diciendo el señor diputado Real. Lo que pasó fue que en cierto momento se había planteado por parte del presidente de nuestro bloque, el diputado Rosúa, la posibilidad de armar esa comisión. Yo le pido al señor diputado Rosúa, si tiene la amabilidad, que nos aclare el tema en el recinto, así no hay más malentendidos.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Tiene la palabra el diputado Rosúa.

SR. ROSÚA XE "PJ ROSÚA, Roberto" .– La situación es la siguiente: en la mañana de hoy –o ayer, creo– el diputado Riestra me informó que era muy probable –es decir, prácticamente logrado– un acuerdo entre las minorías, para proponer los nombres que por esa minoría integrarían la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General. Siendo así, yo informé al bloque que en consecuencia, hoy se podría constituir la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General y proceder a la designación y a la puesta en funcionamiento.


Ocurrió que a última hora el propio diputado Riestra, en una actitud correcta, se me acercó y me dijo que aquellas gestiones que hablaban de la posibilidad de integrar a los miembros de la minoría en la comisión nuevamente se habían atascado, que estaban sin solución. Y, en consecuencia, incluimos la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General dentro de la norma general pactada en la Comisión de Labor Parlamentaria, para que el miércoles que viene se constituyan todas las comisiones, incluso esta.

SR. BRIGNONI XE "EP BRIGNONI, Marcelo" .– Pido la palabra.


Quiero hacer una aclaración, señor presidente. No dudo de la palabra del señor diputado Rosúa, pero quisiera que quede claro en el recinto que la situación a la que alude el diputado Rosúa es una charla entre dos legisladores, que nunca formó parte del temario de la Comisión de Labor Parlamentaria y que no formó parte del debate ni de su tratamiento.

SR. ROSÚA XE "PJ ROSÚA, Roberto" .– Pido la palabra.


El señor diputado Brignoni no duda, pero duda. En consecuencia, le digo que lo que yo digo es exactamente así. Y además, lo tengo al diputado Riestra como partícipe de esas conversaciones, de manera que yo no tengo necesidad de ratificarla, porque estoy seguro de que a renglón seguido, el que va a ratificar esto es el propio diputado Riestra.

SR. RIESTRA XE "ARI RIESTRA, Antonio" .– Lo que de alguna manera está citando el diputado Rosúa es correcto, en cuanto a las conversaciones. También hay que recordar que había quedado planteado para la reunión de la Comisión de Labor Parlamentaria de la fecha el tratamiento de la constitución de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General. Aquí se varió la posición y se está tratando de constituir la comisión, a partir de la Cámara en su conjunto.


Nosotros queremos resaltar nuestra posición y nuestra intención de que se constituya esta comisión, y que se pase al tratamiento del temario en comisión.

SR. ROSÚA XE "PJ ROSÚA, Roberto" .– Señor presidente, para que la Cámara se constituya en comisión es necesario pasar a cuarto intermedio.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– La Cámara pasa a cuarto intermedio.

· El Cuerpo pasa a cuarto intermedio desde las 16:31 hasta las 19:00.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Queda clausurado el estado de la Cámara en comisión.


Con quórum legal, se reanuda la sesión.


Vamos a considerar los expedientes reservados en Secretaría en el orden en que fueron solicitados: Expedientes Nº 11.895 – PER y 11.908 – PER.

SR. ROSÚA XE "PJ ROSÚA, Roberto" .– Pido la palabra.


Solicito se dé entrada a los dictámenes de mayoría producidos por la Cámara constituida en comisión.

SR. PEZZ XE "UCRPEZZ, Federico" .– Pido la palabra.


Obran en mi poder dos dictámenes más, firmados por 15 legisladores de los bloques de la oposición; uno de ellos, para ser incorporado al Expediente Nº 11.895 – PER; y el otro, al Expediente Nº 11.908 – PER.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Con el asentimiento del Cuerpo, se dará entrada a los dictámenes mencionados.

–
Asentimiento.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por Secretaría se dará lectura a los dictámenes de mayoría y minoría del Expediente Nº 11.895 – PER, que acaban de ser ingresados.

–
Se lee:

dictamen de mayoría

Señores diputados:


Esta Cámara constituida en Comisión ha estudiado el Expte. Nº 11.895 PER (Mensaje Nº 2719) del proyecto de ley venido en revisión, por el cual se extienden hasta el 30 de junio de 2004 los beneficios otorgados mediante la Ley Nº 12.118 a los sujetos damnificados por el estado de emergencia y zona de desastre, cuya declaración se hizo por el artículo 1º de la Ley Nº 12.106. Y por las razones que dará oportunamente el miembro informante, atento a que el citado proyecto cuenta con media sanción de la Cámara de Senadores, del 5 de febrero de 2004, esta Comisión aconseja su aprobación.

Sala de Sesiones, 12 de febrero de 2004.

Dalla Fontana – Cura – Costa – Cavuto – Dehesa – Esquivel – Kilibarda – Lagna – Maguid – Meotto – Mirabella – Rosúa – Peirone – Pividori – Reutemann – Sánchez – Scataglini – Stanoevich – Venesia – Gastaldi – Lacava – Pesaresi – Tibaldo – Benítez – Castellani – Reynoso – Urruty

 XE "zl Expte. Nº 11.895 PER: Estado de Emergencia y Zona de Desastre (extensión)" 
La Legislatura de la Provincia sanciona con fuerza de

Ley:

Artículo 1º – A los fines dispuestos en el artículo 1º de la Ley Nº 12.118, extiéndese hasta el 30 de junio de 2004 el estado de emergencia y zona de desastre, cuya declaración se hizo por el artículo 1º de la Ley Nº 12.106.

Artículo 2º – Facúltase al Poder Ejecutivo a extender el plazo establecido en la presente ley para cada uno de los beneficios previstos en el artículo 1º de la Ley Nº 12.118. El ejercicio de esta atribución podrá hacerse con diferentes extensiones, según el tipo de beneficio y en ningún caso los nuevos plazos podrán exceder la fecha del 31 de diciembre de 2004.


Cuando el Poder Ejecutivo hiciera uso de la facultad conferida por el presente artículo, deberá comunicar tal decisión a la Legislatura.

Artículo 3º – Sin perjuicio de la suspensión prevista en el inciso d) del artículo 1º de la Ley Nº 12.118, los sujetos damnificados contribuyentes del impuesto sobre los ingresos brutos estarán exentos del ingreso del tributo que se haya devengado entre el 1º de abril de 2003 y el 31 de diciembre del mismo año. Esta exención estará limitada exclusivamente al tributo que corresponda a ingresos atribuibles a locales establecidos y que fueron afectados por el fenómeno hídrico.


Para que resulte procedente la exención prevista en el presente artículo, se deberán cumplimentar las presentaciones de las respectivas declaraciones juradas, así como los plazos y condiciones que establezca la Administración Provincial de Impuestos.

Artículo 4º – La Administración Provincial de Impuestos arbitrará todos los medios a efectos de una correcta identificación del beneficiario de los beneficios fiscales y de la cuantificación de los mismos.

Artículo 5º – Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Cámara de Senadores, 5 de febrero de 2004

Paulichenco – Bielsa

Dictamen en minoría

La Legislatura de la Provincia sanciona con fuerza de

Ley:

Artículo 1º – A los fines dispuestos en el artículo 1º de la Ley Nº 12.118, extiéndese hasta el 31 de diciembre de 2004 el estado de emergencia y zona de desastre, cuya declaración se hizo por el artículo 1º de la Ley Nº 12.106.

Artículo 2º – Los sujetos damnificados, contribuyentes del impuesto sobre los ingresos brutos y patente única sobre vehículos, estarán exentos del ingreso del tributo que se haya devengado entre el 1º de abril de 2003 y el 31 de diciembre de 2004.


A los efectos de que resulten procedentes las exenciones previstas en el presente artículo, se deberán cumplimentar las presentaciones de las respectivas declaraciones juradas, así como los plazos y condiciones que establezca la Administración Provincial de Impuestos.

Artículo 3º – La Administración Provincial de Impuestos arbitrará todos los medios a efectos de una correcta identificación del beneficiario de los beneficios fiscales y de la cuantificación de los mismos.

Artículo 4º – Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Real – Qüesta – Brignoni – Pezz – Marcucci – Bonfatti – Ritter – Benas – Riestra – Millet – Strada – Jullier – Mascheroni – Gutiérrez – Tomei

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración, los dictámenes leídos por Secretaría.

SR. DALLA FONTANA XE "PJDALLA FONTANA, Ariel" .– Pido la palabra.


Señor presidente: en esencia y sintéticamente, este proyecto extiende los plazos de vigencia de lo dispuesto en el artículo 1º de la Ley Nº 12.118, y a dicho efecto también extiende los plazos de declaración de zona de desastre.


En ese aspecto, el Poder Ejecutivo ha resuelto fijar esa fecha en 30 de junio de 2004 y permitir que luego se extienda hasta fin de año.


Yo sé que hay algún tipo de oposición o de criterio de que hubiera sido mejor fijar explícitamente la fecha, pero atento a que el Senado ha sancionado la ley de esta manera, no creo que eso sea suficiente para que tengamos que devolver la ley al Senado, y al bloque de la mayoría le parece que es correcto votarla tal cual está.


Fundamentalmente y muy sintéticamente, lo que se hace es extender los beneficios ya otorgados por un tiempo de seis meses más; y en el artículo 3º de la ley, en el caso del impuesto sobre los ingresos brutos, como se había suspendido el pago, se exime directamente. O sea, en la práctica, se les condona el pago del impuesto sobre los ingresos brutos a los sujetos que estaban obligados al pago y que se encontraban comprendidos en la zona de desastre, desde el 1º de abril de 2003 hasta el 31 de diciembre de 2003.


En consecuencia, tratándose de una ley de prórroga y que amplía el concepto de beneficio de exención a condonación, el bloque de la mayoría va a votar afirmativamente el despacho.

SR. MARCUCCI XE "UCR MARCUCCI, Hugo" .– Pido la palabra.


Señor presidente: en primer lugar, entendemos que no corresponde, y no creemos que delegar esta facultad en el Poder Ejecutivo sea una metodología y una forma de llevar adelante este tipo de exenciones, aun haciéndolo parcialmente; tampoco planteando la incertidumbre en cuanto al plazo y al tiempo. Así que son dos factores por los cuales estamos considerando y elaboramos este despacho de minoría.


En segundo lugar, hay una serie de damnificados, algunos que tuvieron problemas que, naturalmente, afectaron su actividad productiva. Para muchos, los vehículos son parte específica de su actividad, y también en general, para aquellas personas físicas que vieron afectados específicamente sus vehículos. Por ello, nos parece que la posibilidad cierta de considerar esta exención sobre el tema de la patente es también una forma de contribuir a paliar este grave problema que tenemos todos los santafesinos.


Estos serían los dos elementos que consideramos deberían incorporarse en la sanción de la ley, y es por eso que estamos planteando este despacho de minoría. Gracias.

SRA. QÜESTA XE "UCR QÜESTA, Daniela" .– Pido la palabra.


Señor presidente: en principio, quiero manifestar el beneplácito de que el Poder Ejecutivo provincial haya tomado esta problemática, una problemática que desde el Bloque Encuentro Radical intentamos que se abordara por allá por el mes de diciembre.


Recordarán usted y mis pares que en la primera sesión extraordinaria que tuvimos en diciembre presenté un proyecto de este bloque, en el que solicitaba la prórroga a las exenciones impositivas, y solicitábamos a la Presidencia que gestionara su incorporación dentro del Período Extraordinario. El 30 de diciembre enviamos una nota al señor Gobernador de la Provincia en ese mismo sentido, solicitando la incorporación del tratamiento de esta temática en el Período Extraordinario.


Personalmente concurrí al Ministerio de Hacienda en enero, para intentar este tratamiento, porque entendíamos que habiendo finalizado el período de exención el 31 de diciembre, los contribuyentes que en su momento estaban beneficiados con estas exenciones se encontraban con la incertidumbre de si debían o no pagar los tributos. Razón por la cual, inclusive, recibimos notas del secretario privado del Ministro, en una de las cuales afirmaba en un primer momento que estaban elaborando un decreto, nada más; y posteriormente, que el señor Ministro estaba elaborando este mensaje.


Si bien se aborda el tema de otra manera, en este caso estamos acompañando el dictamen de la minoría porque se han planteado rubros que no estaban contemplados en nuestro proyecto original. Sí queremos plantear que podría haberse evitado esto, que estuvimos todo el mes de enero y mitad de febrero sin norma jurídica que protegiera y amparara a estos damnificados. Entonces, de alguna forma queremos expresar el acompañamiento y la motivación del acompañamiento a este dictamen de minoría, así como manifestar que estamos conformes con que por fin sea abordada esta problemática.


Esperemos que en otras situaciones tengamos un sentido de la oportunidad mucho más ágil, mucho más ligero, en beneficio de todos los ciudadanos santafesinos. Muchas gracias.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Si ningún otro legislador va a hacer uso de la palabra, se va a votar en general el proyecto de ley (Expte. Nº 11.895, Mensaje Nº 2719), según el dictamen de mayoría.

–
Resulta aprobado.

–
En particular, se aprueban los artículos 1º al 4º; artículo 5º, de forma.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por lo tanto, es sanción definitiva y se comunica al Poder Ejecutivo.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Obran en Secretaría los dictámenes de mayoría y minoría del proyecto de ley (Expte. Nº 11.908 – PER, Mensaje Nº 2721) venido en revisión, por el cual se modifican las Leyes Nº 12.183; 12.234 y 12.244, sobre límites y condiciones para acceder a las reparaciones de los damnificados por el desborde del río Salado.


Por Secretaría se dará lectura.

–
Se lee:

dictamen de mayoría

Señores diputados:


Esta Cámara constituida en Comisión ha estudiado el Expediente Nº 11.908 PER (Mensaje Nº 2721) del proyecto de ley venido en revisión, por el cual se modifican las Leyes Nº 12.183, 12.234 y 12.244, referidas a los límites y las condiciones para acceder a las reparaciones de los damnificados por el desborde del río Salado. Y por las razones que dará oportunamente el miembro informante, atento a que el citado proyecto cuenta con media sanción de la Cámara de Senadores, del 12 de febrero de 2004, esta Comisión aconseja su aprobación.

Sala de Sesiones, 12 de febrero de 2004.

Dalla Fontana – Cura – Costa – Cavuto – Dehesa – Esquivel – Kilibarda – Lagna – Maguid – Meotto – Mirabella – Rosúa – Peirone – Pividori – Reutemann – Sánchez – Scataglini – Stanoevich – Venesia – Gastaldi – Lacava – Pesaresi – Tibaldo – Benítez – Castellani – Reynoso – Urruty

 XE "zl Expte. Nº 11.908 – PER: Condiciones para acceder a las reparaciones por desborde del río Salado" 
La Legislatura de la Provincia sanciona con fuerza de

Ley:

Artículo 1º – Modifícase el artículo 7º de la Ley Nº 12.183, el que quedará redactado de la siguiente manera:


Límites y condiciones para acceder a las reparaciones. El pago de la ayuda extraordinaria establecida en el presente régimen importará para el beneficiario la renuncia a cualquier eventual pretensión por indemnización de daños y perjuicios derivados de las inundaciones contra el Estado y, en su caso, el desistimiento de los reclamos o acciones indemnizatorias deducidos con anterioridad por el mismo concepto.


El beneficiario se comprometerá a destinar las sumas percibidas, exclusivamente a la reparación de los daños que por este régimen se pretenden mitigar.

Artículo 2º – Incorpórase el artículo 7º bis, cuyo texto es el siguiente:


Establécense como montos mínimos de reparación de los daños los siguientes importes, según el nivel de agua ingresado al inmueble:

1m a 1,50m (un metro a un metro cincuenta centímetros): 5.500 pesos; 1,51m a 2m (un metro con cincuenta y un centímetros a dos metros): 5.750 pesos; más de 2m (dos metros): 6.000 pesos.

Artículo 3º – El Servicio de Catastro e Información Territorial incorporará las mejoras no declaradas que se constaten en virtud de la aplicación del presente, las cuales serán computadas a los fines del pago de gravámenes, a partir del 1º de enero de 2005.

Artículo 4º – Sustitúyese en el texto del artículo 8º de la Ley Nº 12.183, en el artículo 4º de la Ley Nº 12.234 y en el artículo 4º de la Ley Nº 12.242, la expresión “El Ministerio de Obras y Servicios Públicos y Vivienda” por “La Unidad Ejecutora de Recuperación de la Emergencia Hídrica y Pluvial”.


La citada Unidad Ejecutora será autoridad de aplicación de las leyes citadas y sus modificatorias.

Artículo 5º – Apruébase el texto del decreto reglamentario de la Ley Nº 12.183 que se agrega como Anexo 1 de la presente, que será aplicable y extensivo a las Leyes Nº 12.234 y 12.242. El monto máximo de los subsidios a percibir por aplicación de dicho régimen no podrá superar en ningún caso la diferencia entre el monto resultante del mismo y la ayuda ya brindada a través de los decretos Nº 1617/03, 1696/03, 2354/03, 2367/03, 2586/03, 2761/03, 2978/03, 3358/03, 3700/03, 3701/03, 3819/03, 4033/03, 4034/03, 4044/03, 4084/03, y todo otro decreto que haya otorgado una ayuda económica de naturaleza similar. En el caso establecido en el artículo 7º bis, el monto del subsidio a percibir no podrá superar la diferencia entre el monto mínimo de la ayuda fijada en dicho artículo y la ya otorgada por los citados decretos.


En caso de que la ayuda ya recibida por los citados decretos fuera superior a la ayuda a otorgarse, no corresponderá repetir por parte del Estado las sumas entregadas en exceso, salvo el caso de dolo.

Artículo 6º – El Estado provincial otorgará en concepto de ayuda no reintegrable a los establecimientos industriales, comerciales, y de servicios, encuadrados en las disposiciones del Decreto Nº 1804/03, una reparación económica según las modalidades y montos que establezca el Poder Ejecutivo a través de reglamentación, y sujeto a las siguientes pautas:

a) Monto económico de la reparación: se elevan los montos en dinero ya afectados por decretos Nº 1804/03 y Nº 3387/03, a los siguientes: Sector Empresas Industriales: $ 6.500.000- Sector Comercio: $ 12.000.000

b) El mecanismo previsto por el Decreto Nº 1804/03 y demás normas procedimentales que estuvieren actualmente en vigencia, se aplicarán de forma tal que el trámite resulte simple y rápido, facultándose al Poder Ejecutivo a realizar las modificaciones que fueran necesarias.

c) El Poder Ejecutivo realizará las gestiones y tramitaciones necesarias ante el Gobierno nacional, para obtener de este aportes específicos en dinero, desgravaciones impositivas y otros beneficios con esta finalidad. La totalidad de estos aportes recibidos se imputará en forma automática a la reparación.

d) Facúltase al Poder Ejecutivo para disponer exenciones o desgravaciones impositivas de tributos provinciales y/o condonaciones de deudas con el Estado provincial, imputables a la ayuda que se determine, en los modos y por los montos que establezca la reglamentación. El presente artículo comprenderá expresamente los beneficios ya otorgados por los decretos, resoluciones o leyes provinciales que así lo hayan consagrado. Invítase a las municipalidades y comunas comprendidos a adoptar medidas similares.


La autoridad de aplicación de lo dispuesto en el presente artículo será el Ministerio de la Producción, el que comunicará a las Cámaras Legislativas todo lo actuado.

Artículo 7º – Facúltase al Poder Ejecutivo a incorporar al Presupuesto del corriente ejercicio las partidas presupuestarias necesarias para atender las erogaciones derivadas de la aplicación de la presente, resultantes de aportes no reintegrables provenientes del Gobierno nacional o de fondos provenientes de financiamiento correspondientes al tercer tramo del Convenio de Préstamo Nº 4634 AR suscripto con el Banco Internacional de Reconstrucción y Fomento.


Autorízase al Poder Ejecutivo a realizar las adecuaciones y modificaciones presupuestarias pertinentes para dar efectivo cumplimiento a la presente, afectando en forma transitoria y hasta tanto se cuenta con los fondos específicos citados precedentemente, partidas de erogaciones del presupuesto vigente.

Artículo 8º – Facúltase al Poder Ejecutivo a gestionar aportes no reintegrables provenientes del Gobierno nacional u otros de similar naturaleza, y a incorporar dichos montos al Presupuesto del corriente ejercicio, con la finalidad de brindar asistencia a las personas afectadas residentes en los departamentos y localidades citadas en la Ley nacional Nº 25.735, no incluidas en el presente régimen.

Artículo 9º – Facúltase al Poder Ejecutivo a establecer un sistema de ayuda destinado a asociaciones civiles sin fines de lucro, que hayan sufrido daños vinculados con el fenómeno hídrico al que refiere la presente ley.

Artículo 10 – Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Cámara de Senadores, 12 de febrero de 2004.

Paulichenco – Bielsa

Dictamen de minoría

Proyecto de reforma de la Ley Nº 12.183

Artículo 1º – Modifícase el artículo 1º de la Ley Nº 12.183, el que quedará redactado de la siguiente manera:


“Ámbito de aplicación: establécese en función de la Ley nacional Nº 25.735, de las normas de ese origen que se sancionen en el futuro y de las acciones desarrolladas conjuntamente con el Gobierno nacional y en ejercicio de prerrogativas propias de la Provincia, un régimen indemnizatorio de carácter integral destinado a compensar a los damnificados identificados en dicha ley nacional. Expresamente quedan incluidos los establecimientos empresariales, sean estos formales o informales, cualquiera sea su actividad, y las asociaciones civiles sin fines de lucro. El Poder Ejecutivo provincial remitirá los planos definitivos de delimitación de las zonas afectadas para su aprobación por esta Legislatura, una vez finalizada la tarea de la Comisión Interdisciplinaria creada en virtud de los Decretos Nº 4139/03 y 0157/04”.

Artículo 2º – Incorpórase como artículo a la Ley Nº 12.183, el siguiente texto:


“No será motivo de exclusión para la presente reparación, la falta total o parcial de cumplimientos de normas administrativas o tributarias, tanto de orden municipal, provincial como nacional”.

Artículo 3º – Modifícase el artículo 2º de la Ley Nº 12.183, el que quedará redactado de la siguiente manera:


“Afectación de la vida: El beneficio tiende a paliar los daños materiales y espirituales derivados de la pérdida de la vida humana, que guarden relación de causalidad con la inundación.


El beneficio por muerte será único y se establece en la suma de $220.000 por cada víctima”.

Artículo 4º – Incorpórase como artículo a la Ley Nº 12.183, el siguiente texto:


“La constatación, verificación y valoración de las pérdidas se realizará a través de la implementación de un censo de daños en cada uno de los inmuebles damnificados. La estimación final se complementará con otros métodos de informes y valores que posibiliten un justo resarcimiento, garantizando la celeridad del proceso y el plazo.


Sin perjuicio del resultado final de la valoración, establécese que ningún damnificado recibirá un monto inferior a la suma de $6.500”.

Artículo 5º – Incorpórase como artículo a la Ley Nº 12.183, el siguiente texto:


“Una vez finalizado el censo de daños, la Unidad Ejecutora confeccionará un padrón provisorio de beneficiarios, el que deberá contener: apellido y nombre del beneficiario, Documento Nacional de Identidad, la ubicación del inmueble, el carácter de propietario o de inquilino y el monto del beneficio. Dicho padrón provisorio se difundirá a través de los principales medios de prensa de la región. Luego se dará publicidad al definitivo”.

Artículo 6º – Incorpórase como artículo a la Ley Nº 12.183, el siguiente texto:


“La reglamentación al artículo 3º de la presente deberá contemplar la conformación de Tribunales Arbitrales, previéndose un procedimiento especial, para que en el término de noventa (90) días esté en condiciones de emitir un laudo sobre los temas sometidos a su consideración. Tendrán derecho a recurrir a dichos Tribunales, aquellos beneficiarios que estén en desacuerdo con el ofrecimiento efectuado en virtud de esta ley. En tal supuesto, podrán aceptar a cuenta la mitad de la suma ofrecida e iniciar los trámites ante la instancia arbitral.


Los damnificados que optaren por esta vía, no abonarán ningún tipo de tasa, sea esta administrativa o judicial, para iniciar la gestión”.

Artículo 7º – Incorpórase como artículo a la Ley Nº 12.183, el siguiente texto:


“El monto de la indemnización deberá abonarse sobre la base de un cronograma debidamente establecido en efectivo y en un plazo perentorio, priorizando aquellos con parvedades básicas insatisfechas y con capacidades especiales, todo esto debidamente explicitado en la reglamentación”.

Artículo 8º – Incorpórase como artículo a la Ley Nº 12.183, el siguiente texto:


“Los beneficios que por diversos motivos se otorguen deberán garantizar un tratamiento igualitario y equitativo entre los distintos damnificados”.

Artículo 9º – Incorpórase como artículo a la Ley Nº 12.183, el siguiente texto:


“La Unidad Ejecutora deberá iniciar acciones tendientes a determinar los casos de pago indebido de los subsidios otorgados. Una vez determinados, se deberán iniciar las acciones correspondientes.

Artículo 10 – Sustitúyase en el texto del artículo 8º de la Ley Nº 12.183, la expresión “el Ministerio de Obras y Servicios Públicos y Vivienda” por “la Unidad Ejecutora para la Recuperación de la Emergencia Hídrica y Pluvial”.

Artículo 11 – Incorpórase como artículo a la Ley Nº 12.183, el siguiente texto:


“La Unidad Ejecutora deberá crear Programa de Saneamiento Ambiental –previa elaboración de un mapa ambiental–, con la finalidad de garantizar las condiciones de salubridad de los habitantes de las zonas afectadas. Asimismo implementará un Programa de Asistencia Social y Psicológica a las víctimas”.

Artículo 12 – Incorpórase como artículo a la Ley Nº 12.183, el siguiente texto:


“La Unidad Ejecutora para la Recuperación de la Emergencia Hídrica y Pluvial tendrá un Consejo Consultivo constituido por representantes de los damnificados, universidades, colegios profesionales, medios de comunicación, organizaciones no gubernamentales e iglesias, el que tendrá como objetivo, asesoramiento, control e intervención en el programa de reparación implementado”.

Artículo 13 – Incorpórase como artículo a la Ley Nº 12.183, el siguiente texto:


“A los efectos de dar cumplimiento a los objetivos de la presente, se considerarán los recursos provenientes del Fondo de Emergencia Hídrica-Unidad Ejecutora, establecido en el artículo 6º de la Ley Nº 12.183, los previstos en la Ley nacional Nº 25.735 y los que a futuro se establezcan con estos fines”.

Artículo 14 – Incorpórase como artículo a la Ley Nº 12.183, el siguiente texto:


“Deróguese toda otra normativa que se oponga a la presente”.

Artículo 14 – Incorpórase como artículo a la Ley Nº 12.183, el siguiente texto:


“Facúltese al Poder Ejecutivo provincial a redactar un texto ordenado”.

Artículo 15 – Incorpórase como artículo a la Ley Nº 12.183, el siguiente texto:


“El Poder Ejecutivo reglamentará la presente ley en un plazo de treinta (30) días contados a partir de la sanción de la presente”.

Artículo 16 – Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Marcucci – Pezz – Real – Qüesta – Brignoni – Ritter – Riestra – Millet – Strada – Benas – Peralta – Tomei – Jullier – Gutiérrez – Mascheroni

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración.

SRA. MEOTTO XE "PJ MEOTTO, Liliana" .– Pido la palabra.


Señor presidente, no sé si se quiere llevar adelante la votación o podemos empezar a fijar nuestra posición…

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Está en consideración el proyecto en general.

SR. RIESTRA XE "ARI RIESTRA, Antonio" .– Pido la palabra.


Señor presidente, ¿lo que usted está proponiendo es el tratamiento sobre tablas?

SR. PRESIDENTE (Barrera).– El procedimiento que se adoptó fue de producir dictámenes con la Cámara constituida en comisión, esos dictámenes se agregaron al expediente y, clausurada la actividad de la Cámara en comisión, continúa el tratamiento de los expedientes con los dictámenes agregados por las distintas bancadas, tanto de mayoría como de minoría.

SR. RIESTRA XE "ARI RIESTRA, Antonio" .– Pido la palabra.


En función de si se había votado el tratamiento sobre tablas, por lo que se había explicado en la Comisión de Labor Parlamentaria entiendo que había un acuerdo en ese sentido.


Nosotros queremos manifestar de parte de nuestro bloque lo que expresamos ya en el momento anterior al cuarto intermedio: nuestra disconformidad con que se constituya la Cámara en comisión. Nosotros pedimos que el tratamiento fuera por comisiones y, por supuesto, también vamos a plantear nuestra disconformidad con respecto al tratamiento sobre tablas.


Además, quería proponer que de acuerdo con el artículo 178, la votación sea nominal.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Pero está en consideración el proyecto de ley en general, señor diputado.


Si desde ninguna bancada se va a hacer uso de la palabra, vamos a ponerlo a votación.

SR. PEZZ XE "UCR PEZZ, Federico" .– Pido la palabra.


Quiero hacer una pregunta: ¿alguien del oficialismo va a defender su dictamen? ¿Hay algún miembro informante?

SRA. MEOTTO XE "PJ MEOTTO, Liliana" .– Pido la palabra.


Antes de que siga adelante el proceso de tratamiento y que haga uso de la palabra el miembro informante, y que votemos el expediente, yo quería manifestarme en una pequeña reseña sobre el tema.


Señor presidente, nunca podremos olvidar aquel 29 de abril de 2003. Fue una catástrofe que no se podía imaginar. Miles y miles de hogares, comercios, industrias eran invadidos por el agua. Se perdieron vidas humanas, recuerdos, bienes sentimentales, materiales, productivos. En fin, se perdió casi todo en las zonas inundadas.


Hechos climáticos que desembocaron en catástrofe han ocurrido y ocurren en la actualidad, en el mundo entero. Por citar algunos: el huracán Isabel, en Estados Unidos, en setiembre de 2003; el huracán Martí, en México, con inundaciones y pérdidas de vidas; la ola de calor en Francia, en agosto de 2003, que ocasionó más de 3.000 muertos; el sismo en Irán, en diciembre último, que provocó más de 25.000 muertos; el alud en California; el tornado en Córdoba.


En nuestra provincia, además de Santa Fe capital, también se vieron afectadas por las aguas otras localidades, en cercanías del curso del río Salado. Tampoco podemos olvidar la situación en el sur de nuestra provincia, porque sabemos de los perjuicios que ocasionó el desborde de la laguna La Picasa, a la que aún no se pudo dar respuesta satisfactoria.


También me vienen al recuerdo los desbordes de los arroyos Ludueña y Saladillo, en Rosario y poblaciones cercanas, que por muchísimos años dejaron barrios enteros bajo el agua, como Empalme Graneros, Ludueña, Fisherton R., etcétera. Recién se les pudo dar solución a partir de diciembre de 1991, cuando el gobernador de entonces, Carlos Alberto Reutemann, a pocos días de haber asumido se comprometió a realizar las obras, que concluyeron en los primeros días de diciembre de 1995. Antes de finalizar su mandato, Reutemann inauguró la represa del arroyo Ludueña.


Hace 350 años –en 1655– se había desbordado este mismo río Salado. Es de comprender que los daños no podrían asemejarse en lo más mínimo a lo que se vivió el año pasado. Quizás los técnicos podrán explicar que el ciclo con que se produjo es de varias centenas de años. También deberán saber que todo recurso que podría haber sido destinado a tiempo para prever desbordes, como en este caso, hubiese evitado lamentar lo ocurrido y las pérdidas irreparables.


Los gobiernos, los funcionarios, los legisladores, tenemos una responsabilidad específica para encontrar respuestas que ayuden a evitar grandes catástrofes. Digo esto porque después de aquel desborde de este río, del año 1655, hubo muchos gobiernos, personas que directa o indirectamente pudieron haber realizado las obras que hubieran evitado esta desgracia. Pero también creo que nadie, absolutamente nadie imaginó en lo más mínimo que este fenómeno hídrico podría producirse.


Se suelen escuchar voces que adjudican responsabilidad a una sola persona, pero debemos reconocer que los responsables han sido, somos y seremos muchos hasta que se hagan las obras que correspondan.


En los momentos difíciles en que ocurrió la catástrofe, el gobernador Carlos Reutemann recorrió todos los lugares afectados, como pudo, para llevar cierta respuesta. Quizás no fue toda la que esperaban porque, como ya dijimos, hubo y habrá para siempre pérdidas irreparables, pero se comenzó rápidamente una respuesta de reparación de daños materiales que el actual Gobierno de Jorge Obeid continúa en el mismo sentido.


Por eso hoy, nosotros, los legisladores, estamos tratando una modificación a las leyes que sancionamos en aquellos días, para encontrar una respuesta más completa a las dificultades que no pudieron ser solucionadas en primera instancia. Nuestra voluntad estuvo, está hoy, estará en el futuro para reparar, aunque sea en lo material, lo que esté a nuestro alcance.

SR. ROSÚA XE "PJ ROSÚA, Roberto" .– Pido la palabra.


Señor presidente: sin duda alguna, el tratamiento del despacho de este proyecto de ley tiene una particularidad: todo el proyecto ha sido prácticamente desmenuzado en las reuniones de la Comisión de Labor Parlamentaria. Es decir que casi podría decirse –porque lo advertimos en esas reuniones– que no hay un solo diputado que no conozca todas las particularidades del proyecto y que no comparta la necesidad de que el Estado, el Gobierno, pueda contar urgentemente con el instrumento necesario para poner en marcha en el campo, es decir en el terreno, la ayuda solidaria y humanitaria que se ha instrumentado a través de estas leyes.


De manera que nos dimos cuenta, lo advertimos, que la urgencia por la que nosotros insistimos estaba en el conocimiento y en el sentimiento de cada uno de los diputados que trabajaron estas dos largas semanas en la Comisión de Labor Parlamentaria, desmenuzando cada uno de los aspectos de esta ley, que es tan conocida por todos por esa circunstancia.


Dicho esto, creo que, más allá de que todos los diputados lo conocen, es indispensable que la Cámara en su conjunto rinda un testimonio de documentación acerca de esta fundamentación, es decir, un instrumento público, como es el debate y su registro. Por eso, me permito recordar o historiar rápidamente cuáles han sido las medidas y las reacciones producidas desde el Estado provincial y desde el Estado nacional frente al acontecimiento del 29 de abril.


Este proyecto que estamos tratando –de modificación del artículo 7º y agregado del artículo 7º bis a la Ley Nº 12.183 y Decreto reglamentario Nº 39– se inserta en un plexo, en un conjunto de normas nacionales y provinciales. Yo quiero recordarlas en forma rápida, fundamentalmente para que quede constancia.


En el conjunto de normas que forma parte de la legislación nacional que rige en esta materia tenemos la Ley Nº 25.735, que declara zona de desastre, que establece y crea un fondo para la reconstrucción de esa zona de desastre que menciona en su artículo 1º, y que da facultades al Poder Ejecutivo nacional para incrementar el fondo, según resulten de las necesidades de los hechos. Esta ley es del 8 de mayo de 2003 y fue sancionada y promulgada el 20 de mayo.


La otra ley nacional que regula esta materia es la Ley Nº 25.812, que faculta al Poder Ejecutivo nacional para acordar con el Poder Ejecutivo de Santa Fe la cuantificación de los montos, a efectos de ir proveyendo sucesivamente los aportes que sean requeridos para la asistencia de la emergencia.


Por otro lado, yo diría que tenemos una abundante legislación provincial que rige esta materia. La Ley Nº 12.106, que declara el estado de emergencia, es del 19 de mayo, esto es 20 días después del acontecimiento. Antes de eso, teníamos el Decreto Nº 973 del mismo día 29 de abril, que declara el estado de emergencia dictado sobre el mismo suceso.


Luego, la Ley Nº 12.106 declara el estado de emergencia hídrica y zona de desastre en distintos departamentos de la provincia de Santa Fe, no solo para el departamento capital o ciudad capital. Y faculta al Poder Ejecutivo para asignar funciones al Comité de Emergencia que se crea. Esa misma ley crea normas extraordinarias, normas de excepción para las contrataciones. Y en el Capítulo II de esa ley de mayo se crea la Unidad Ejecutora de Recuperación de la Emergencia Hídrica y Pluvial y, al mismo tiempo, la cuenta especial Fondo de Emergencia Hídrica, que debe administrar la Unidad Ejecutora. Se establece que el control de los gastos que demande se harán por el Tribunal de Cuentas, y crea, además, una Comisión Bicameral de Emergencia Hídrica, integrada por tres diputados y tres senadores.


Luego, siete días después, la Legislatura sancionó la Ley Nº 12.118, que en función de la emergencia hídrica establece beneficios impositivos, beneficios a agente públicos activos y pasivos y un régimen de regularización de deudas.


Después se dictaron varios decretos. El Decreto Nº 1617, de junio de 2003, establece la primera ayuda no reintegrable, sin rendición de cuenta, por un monto de 1.200 pesos para todos los convivientes en cada inmueble afectado por la inundación. El destino de esos fondos es procurar la restitución de las condiciones de habitabilidad de los inmuebles. Dice que el órgano de aplicación de esta ayuda lo establece la Secretaría de Promoción Comunitaria y, entre otras normas, crea un Comité de Auditoría, como modo de establecer controles que hagan a la transparencia y corrección del procedimiento en la asignación de los fondos.


Se dictó después el Decreto Nº 2340, que se refiere al régimen de la Ley Nº 12.118, de obligaciones vencidas. Y también se dictó, a renglón seguido, el Decreto Nº 2354 del 13 de agosto, que vuelve a una nueva ayuda económica, con las mismas características de la anterior, de 1.200 pesos y 800 pesos.


Se sancionaron dos leyes: la Nº 12.242, del 27 de noviembre de 2003, y la Nº 12.234 del mismo día, en que se establece la reparación excepcional para algunos barrios ubicados en las afueras de la ciudad de Santa Fe, como el barrio Balneario y aledaños de Esperanza y Empalme San Carlos. Y la otra ley que mencioné se refiere a Elisa, Esperanza, Colonia Pujol; esta ley ya es promulgada por el nuevo Gobernador Jorge Obeid.


Por el Decreto Nº 3701 se establece una ayuda económica básica –con las mismas características de aquellos que antes mencioné, de 1.200 y 800 pesos– de 2.000 pesos más, que integran estos famosos 4.000 pesos, que tanta conversación ha generado entre distintos sectores afectados y legisladores interesados e inquietos por este tema.


Por último, la Ley Nº 12.183, cuya modificación estamos revisando en este momento, establece un régimen de reparación excepcional por afectación de la vida, por deterioro o pérdidas en inmuebles, muebles y accesorios, y un procedimiento que fija los límites y condiciones para acceder a las reparaciones. El decreto reglamentario de esta ley es el Nº 2721.


Estas disposiciones que acabo de historiar constituyen el conjunto de normas de carácter jurídico, de leyes y decretos. En primer lugar, viendo las fechas de las leyes, la correlación entre días, rápidamente, sin ninguna duda esto da muestra del trabajo preocupado del Poder Ejecutivo y de la Legislatura –de todos sus integrantes– por ir sancionando los instrumentos que posibilitaran ir resolviendo este tipo de problema.


El historial de estas leyes importa, a mi juicio, una suerte de testimonio y reconocimiento a todos los que participaron en este proceso, en las distintas esferas del Gobierno: en el Poder Ejecutivo, en la Fiscalía de Estado (abogados que trabajaron en la redacción) y en esta Legislatura (legisladores que trabajaron analizando, criticando, aportando y, en definitiva, resolviendo la sanción de las leyes).


Quiero referirme en pocas palabras a los fondos asignados para la atención de esta emergencia hídrica, que son los siguientes: se asignaron inicialmente 50 millones de dólares correspondientes a fondos nacionales –esos 50 millones, por diferencia de cambio, se convirtieron en algo más de 140 millones de pesos–; después hubo Aportes del Tesoro Nacional por 13 millones más; y por último, aportes de la Provincia, de sus propios recursos, por 108.213.000 pesos. Todo ello importa un total de 261.857.378 pesos.


En cuanto a los gastos... Este dinero se gastó, y se gastó de modo público y transparente. Días pasados, en las reuniones de la Comisión de Labor Parlamentaria entregamos a cada diputado una suerte de planilla de liquidación o rendición de cuentas –que hoy creo que publica el diario El Litoral–, donde consta cada una de las erogaciones, con origen de los fondos y su destino. De manera que esto ha sido públicamente conocido              –además de la publicación de los diarios de hoy–, a través de estas liquidaciones que hemos puesto en manos de la gente. Es decir que esos fondos fueron gastados del modo que allí se consigna, y voy a pedir que esa planilla se agregue en el Diario de Sesiones, como parte integrante de esta exposición.


Además de estos fondos cuya liquidación acabo de mencionar, la Provincia dispuso y dispone del Fondo de Infraestructura Hídrica. Santa Fe obtuvo por convenio 100 millones de pesos durante el año 2003, destinados a obras públicas (caminos, puentes, etcétera) localizadas en departamentos afectados por el fenómeno hídrico, dentro de la zona de desastre delimitada por la Ley Nº 25.735, que mencioné al principio como parte de este plexo conjunto de normas jurídicas. Esta ley se refería a nueve departamentos de la provincia de Santa Fe. De todas estas obras, unas están en ejecución, otras en estado de licitación, otras siendo adjudicadas, de manera que podríamos decir que todas se encuentran en marcha, en distintos grados de avance. El pago de estos servicios, es decir, el pago a las empresas constructoras de estas obras, lo hace directamente la Nación a las empresas contratistas. De manera que ese dinero viene de la Nación hacia las empresas contratistas y no ingresa a las rentas provinciales.


Y por último, dentro de la suma de fondos que se necesita, se ha convenido con la Nación la asignación a la Provincia de 160 millones de pesos más, para atender la ayuda solidaria que se establece en este Decreto Nº 39 que estamos tratando. De modo que a las cifras anteriores hay que sumar 160 millones de pesos. Dentro de esas obras que corresponden a estos 160 millones de pesos asignados, se incluye específicamente para la ciudad de Santa Fe el cierre oeste de la ciudad y el puente de la autopista, por un costo de 36 millones de pesos.


En grandes números, pero auténticos y reales, estas son las cifras que se han dispuesto para atender la emergencia hídrica: 50 millones de dólares, convertidos en 140 millones de pesos; 113 millones de pesos más; y de Rentas Provinciales, 261 millones más 100 millones del Fondo de Estructura Hídrica, lo que hace 361 millones; más 160 millones, establecidos por tramo del crédito del Banco Mundial, que la Nación se compromete a transferir a la Provincia. Este es el monto total de recursos asignados a la Provincia de Santa Fe, en efectivo y en obras.


Quiero abordar otro tema, que es el que se refiere a la reparación de carácter personal o domiciliario de los afectados, de las 27.000 familias afectadas por la inundación. Según nuestra propia legislación que acabamos de mencionar, está conducida por el órgano de la administración creado por ley, denominado Unidad Ejecutora para la Reconstrucción de la Emergencia Hídrica y Pluvial. Nosotros queremos acompañar algunas expresiones sobre este tema.


La Unidad Ejecutora de Recuperación de la Emergencia Hídrica y Pluvial es un órgano de aquellos que se crean cuando la administración estima conveniente descentralizar ciertos cometidos que pudieran estar en cabeza de algunos de sus ministerios, en la búsqueda de eficiencia y eficacia, y desplaza la competencia primaria para que sea atendida por el órgano que desarrolla su acción bajo la jurisdicción que tenía o que se le había asignado en las incumbencias de la Ley de Ministerio. Es decir, las acciones que cumple el órgano son tomadas de las incumbencias de Ley de Ministerios, de un ministerio, y asignadas a un órgano especial, con el objeto de lograr eficacia, eficiencia, rapidez y decisiones claras.


La Unidad Ejecutora no es una persona jurídica de derecho público, no es un ente estatal; pues para ello requeriría que su instrumento de creación legal así lo calificase expresamente –por ejemplo, la Empresa Provincial de la Energía–, o implícitamente, por vía de acordarle ciertos atributos compatibles con un ente público, capacidad de representación –por ejemplo, como sería la de estar en juicio por sí mismo, cosa que no puede hacer–. En el caso del ente público, la descentralización es de mucho mayor intensidad, puesto que en forma permanente se le asigna autarquía, de autogobierno y financiera, posibilidad de celebrar una amplia gama de contratos por sí, y nombrar y remover empleados, cosa que no es el caso de este órgano, Unidad Ejecutora, que como digo, es un órgano que forma parte de la administración y que como establece el decreto de creación, vía Ministerio de Coordinación, depende del Poder Ejecutivo de la Provincia.


Simplemente, sin abundar en doctrina de Derecho Administrativo, quería señalar estos rasgos gruesos, incluso, para que uniformemos el lenguaje; es decir, no estamos en presencia de un ente estatal de creación autónoma, sino de una unidad ejecutora con las características de órgano de la administración.


En esta etapa, el decreto que crea la Unidad Ejecutora de Recuperación de la Emergencia Hídrica es el Nº 131, del 29 de diciembre de 2003, bajo la superintendencia del Ministro Coordinador, de conformidad con el apartado 3 de la Ley Nº 12.257. Con esto quiero significar que las dudas que en algún momento nos asaltaron acerca de cuáles serían la dependencia y los eventuales recursos de los particulares afectados, se rigen por las normas vigentes en esta materia del Derecho Administrativo Provincial, de un órgano de la administración que depende de un ministerio determinado.


No se trata de cansar a los señores legisladores con innecesarias menciones, pero quiero recordar brevemente, por ejemplo, que teniendo en cuenta todos los desastres que ocurren en el mundo, a este de Santa Fe lo califico así: “desastre generado por la naturaleza, inusual y absolutamente excepcional”. Esta calificación tiene trascendencia e importancia para nosotros.


Generalmente, en este tipo de desastres inusuales, trascendentes, graves y excepcionales se da primero una fase de emergencia, la que todos ustedes conocen mucho mejor que yo, porque la mayor parte de ustedes vivió en la ciudad de Santa Fe, supieron de las acciones del Gobierno, de la participación de las Fuerzas Armadas, de distintos organismos del Estado –desde sus secretarías– en la atención de la emergencia. De manera que todo lo que hace a ello –que como dice el manual, incluye búsqueda, rescate, evacuación, provisión de albergue, primeros auxilios, socorro, protección médica de emergencia, etcétera– fue atendido con los recursos y los medios que tenía la Provincia, que aportaba la Nación y, además, con el aporte solidario de miles y miles de ciudadanos de esta provincia y de fuera de ella, que hicieron sus aportes para tratar de paliar esta grave emergencia que vivía la ciudad de Santa Fe.


Después de la fase de emergencia, el proceso ingresó en la fase de rehabilitación, que incluye las actividades que tienen por objeto devolver la normalidad a las zonas y comunidades afectadas: la reparación no definitiva de viviendas y edificios, así como el restablecimiento temporal del transporte y las comunicaciones, y la provisión de servicios de utilidad pública      –energía, agua potable, etcétera–. Todos ustedes saben que esta segunda fase de rehabilitación se cumplió también por parte del Estado provincial; y entre los modos que encontró para resolver el problema de la adecuación temporaria –no definitiva– de las viviendas y el mejoramiento de las condiciones de vida, estuvieron esos decretos que he mencionado antes y que se referían a aquellos aportes de 800, 1.200 y 2.000 pesos que integran aquellos famosos 4.000 pesos.


Y se entra, finalmente, en la etapa de la reconstrucción. La reconstrucción importa y abarca todas aquellas actividades que reordenan el espacio físico y el medio ambiente con el fin de asignar recursos, de acuerdo con las nuevas prioridades sociales que resultan de los efectos del desastre. No es casual que yo esté remarcando esto, es decir, todos estos recursos de que estamos hablando están conducidos, dirigidos a asignarlos a las nuevas prioridades sociales que resultan de los efectos del desastre, a restablecer la funcionalidad de las actividades económicas –allí están los aportes para empresarios y comerciantes– y a restablecer el tejido social.


Esta fase deberá tener como horizonte incrementar la capacidad local y la resistencia de las infraestructuras físicas, económicas y sociales, ante la eventualidad de nuevos desastres, a partir de decisiones sobre el nivel de protección que se desea y de la definición de evento y diseño, límite en cuanto a fuerza y recurrencia del tipo de evento que se consideró causa del desastre. Es decir, las previsiones que el Estado debe adoptar para que no se repita el desastre que la naturaleza causó en la ciudad de Santa Fe.


Creo que ha sido cumplida la etapa de la emergencia, se ha trabajado activamente en la fase de rehabilitación y entramos en la fase de reconstrucción, por medio de estas leyes que estamos tratando, de este decreto y de esta asignación de recursos. De manera que aquello que establecen los manuales de las Naciones Unidas, cuyo resumen hoy estoy haciendo brevemente aquí, sin ninguna duda, quienes han tenido a su cargo esta tarea lo están cumpliendo de manera ordenada, de acuerdo con el manual, no sé si conociéndolo o intuitivamente.


También quiero tratar con ustedes, brevemente, dos temas más que me interesa señalar con respecto a esto, sin contar los detalles que puedan hacerse sobre las escalas que forman parte como anexo –cuyo análisis todos conocen–, las que vamos a pedir que se integren al Diario de Sesiones. Después podrá haber algún otro miembro informante que las relate con alguna precisión, o yo mismo, si fuera necesario.


Creo que es importante que señalemos el concepto y la naturaleza jurídica de la ayuda o aportes y reparaciones que la Provincia ha manejado. Nosotros sostenemos que no se trata de un “régimen indemnizatorio” –por el que el Estado provincial tiende a reparar las consecuencias dañosas, asumiendo una responsabilidad de derecho común–, sino de una “reparación excepcional”. No es una “indemnización”, sino una “reparación excepcional” que la Provincia dispone, con fundamentos en deberes constitucionales que se mencionan en el mensaje y que resultan de las normas de la propia Constitución Provincial. Innumerables publicistas y tratadistas le han asignado a la Constitución de la Provincia de Santa Fe el título La única Constitución solidarista de la Nación, por estar inspirada fundamentalmente en el constitucionalismo posterior a la Segunda Guerra Mundial, surgido de las ideas políticas de la Democracia Cristiana italiana.


Es decir, si la Provincia debe propender al mantenimiento de condiciones de vida dignas de sus ciudadanos, y ellas resultaron inusualmente alteradas por un hecho natural y grave –destaco y subrayo los términos “inusualmente” y “hecho natural”–, entonces selecciona una modalidad de asistencia excepcional.


Remarco la figura de la excepcionalidad, de la inusualidad y de la reparación, porque hacen a la sustancia de esta ayuda solidaria que ha prestado la Provincia, diferenciándola de la “indemnización” que la Constitución de la Provincia de Santa Fe consagra que debe pagar el Estado por el efecto dañoso de actos legítimos de la administración, como puede ser, por ejemplo, una expropiación o la reparación de daños, fruto del accionar doloso o culposo del Estado provincial, que no es este caso.


De allí que no corresponde hacer referencia a conceptos tales como “responsabilidad” o “indemnización”, que se vinculan a un deber de reparar, con sustento en otro género de obligaciones basadas en el Derecho Público o Privado, y que no tienen nada que ver con las circunstancias que vivió la provincia de Santa Fe.


Por otro lado, la finalidad de este régimen que establecemos es evitar que el ciudadano deba recurrir a un reclamo o juicio, para obtener un resarcimiento económico. Más allá de que el resultado definitivo de aquel pueda ser la condena o la ausencia de responsabilidad de la Provincia, lo cierto es que el Estado procura “ahora y ya” satisfacer anticipadamente la necesidad del sujeto de reestablecer sus bienes dañados, pues en su conjunto hacen a sus condiciones de vida, y a lo que está tendiendo el Estado es a reponer y mejorar las condiciones de vida de la víctima del desastre natural.


Hay un tercer eje dentro de este aspecto jurídico, y es el que se vincula con el deber de administrar correctamente la cosa pública. Por un lado, el Estado no puede exponer el patrimonio general de la Provincia a un sinnúmero de procesos judiciales, sino que debe procurar desalentarlos mediante la selección de una “alternativa apta” para ello, una alternativa de retribución.


Por otro lado, la buena administración le impone al Estado la exigencia de la renuncia y, en su caso, el cómputo de lo otorgado como ayuda o reparación excepcional, como deducible de una eventual condena.


Sé que alguna gente, algún doctrinario, tratadista o publicista y algunos legisladores pueden estar sosteniendo la tesis de que la renuncia no es constitucional. Yo quiero decir que esta renuncia que establece la ley para el caso de los beneficios recibidos tiene antecedentes nacionales e internacionales. De manera que brevemente los voy a mencionar –me parece que ya llevo demasiado tiempo ocupando la atención de la Cámara–.


En primer lugar, quiero decir que los antecedentes nacionales no son abundantes, no son profusos. Y sin embargo, hay cláusulas de renuncia contempladas en diversas disposiciones. Así, por ejemplo, la Ley Nº 24.043, publicada en el Boletín Oficial el 2 de enero de 1992, referida a beneficios otorgados a personas puestas a disposición del Poder Ejecutivo nacional durante el estado de sitio, establece expresamente en su artículo 9º: “El pago del beneficio importa la renuncia a todo derecho por indemnización de daños y perjuicios, en razón de la privación de la libertad, arresto, puesta a disposición del Poder Ejecutivo, muerte o lesiones, y será excluyente de todo otro beneficio o indemnización por el mismo concepto”.


El decreto del Poder Ejecutivo nacional del 24 de abril de 1992 establece subsidios graciables a víctimas del atentado a la Embajada de Israel; en su artículo 8º establece expresamente: “La percepción del subsidio graciable que se conceda como consecuencia del hecho terrorista no reconoce ni genera responsabilidad alguna del Estado e implica la renuncia expresa a cualquier reclamación pecuniaria contra el mismo”.

Tenemos además los Decretos Nº 691 y 992 del año 1995 –me estoy refiriendo a la explosión de los arsenales de la Fábrica Militar de Río Tercero–, por los que se dispuso un régimen de subsidios, con renuncia a reclamaciones posteriores por parte de los beneficiarios.


De todos los antecedentes que hemos tratado de rastrear, confieso que no he encontrado precedentes en los que se analice y puntualmente se invalide la renuncia suscripta por los beneficiarios.


De esto se colige que tratándose de derechos renunciables, los que podrían invocar los damnificados por las inundaciones para una eventual reclamación, ningún impedimento existe para que se concrete esa renuncia. Es decir, no se trata de derechos personalísimos; no se trata del derecho a la filiación, a la paternidad, al nombre. No, son derechos patrimoniales, es decir, esencialmente renunciables.


No puede interpretarse tal cláusula como abusiva o como un medio coactivo para obtener beneficios. Pues, por un lado, los damnificados que no se incorporen al régimen de asistencia tienen a su disposición el reclamo pecuniario por las vías ordinarias; y por el otro, resulta lógico y elemental que el Estado exija a los beneficiarios tal renuncia, para evitar de tal modo verse sometido a masivos reclamos indemnizatorios que, cualquiera fuere su suerte, implicarían un importante y fenomenal dispendio de tiempo, esfuerzos y recursos.


Y dije que había antecedentes internacionales. Efectivamente, también existen antecedentes en la legislación comparada, siendo el más actual –me voy a referir solo a ese– la compensación dispuesta por Estados Unidos indemnizando a las víctimas de la tragedia del 11 de septiembre, que prevé como condición la renuncia de los legitimados a iniciar cualquier acción judicial en pos de cualquier otro resarcimiento.


Es decir que estamos en presencia de una ayuda solidaria, no indemnizatoria, frente a un evento dañoso producido por la naturaleza, ayuda destinada a restablecer las condiciones de vida, vivienda, inmuebles y situaciones familiares. De modo que esto es lo que el Estado propone: una ayuda a partir de la determinación del daño en inmuebles y muebles.


En los inmuebles, se toma en cuenta la altura del agua y la categoría del inmueble. Sobre esto quiero decirles que la categoría o valor constructivo resulta de un método o mecanismo aplicado por Catastro de la Provincia desde el año 1974 ó 1975, que tiene una clasificación de 1 a 10. Y además, también se ha tenido en cuenta la permanencia del agua     –aun cuando algunos sostienen que no se ha tenido en cuenta–, en función de una variable; es decir, se supone en términos normales que donde más alto ha llegado el agua, más tiempo ha permanecido. Y fue así. Salvo el caso del barrio Centenario, donde la voladura de uno de los terraplenes permitió el rápido desagüe a las 48 horas; entonces, la mayor altura ahí no juega por tiempo de permanencia, pero fue un hecho extraordinario, no general.


Para toda esta reparación se calcula el valor del daño de estos inmuebles mediante la tabla, que se conoce y está a disposición de la Cámara, y que pido se incorpore al Diario de Sesiones. La tabla tiene distintas variables por metros cuadrados reales; las sumas entregadas con anterioridad se toman a cuenta y se liquida y paga el saldo restante.


Quiero hacer una aclaración. ¿Qué significa “por metros cuadrados reales”? Significa por los metros cuadrados realmente construidos, por los que hay, no por los que se registran en Catastro o en la Administración Provincial de Impuestos para el pago del impuesto inmobiliario. Es decir que quien reclama por los metros reales, pero tiene declarado menos, estaría en infracción. Entonces, ¿cuál es la acción de Gobierno? Prácticamente se condonan todas las obligaciones anteriores y se establece la obligación de normalizar la situación impositiva recién a partir de enero de 2005. De modo que recibe el pago de la ayuda por los metros reales, y si esos metros reales no constan en las declaraciones, queda condonado todo lo anterior y recién a partir de enero de 2005 se le hace el cargo que corresponde, sin multa ni recargo.


Otro tema que creo importante señalar es que la ley contempla la inclusión del sector comercial y empresario, que estaba por partidas aparte. La industria tiene asignado en este conjunto de fondos una suba de 6.500.000 pesos; el comercio, 12.000.000 pesos, más desgravaciones y exenciones. De manera que se ha contemplado adecuadamente, diría yo, porque las consultas realizadas con los sectores representativos del comercio y de la industria nos hablan de una satisfacción por los montos establecidos.


De modo que –y creo que con esto termino– lo que aquí se ha establecido es una ayuda solidaria de toda la provincia de Santa Fe para la zona inundada, pero una ayuda solidaria con las características que acabo de mencionar, de carácter jurídico, de carácter fáctico. Es evidente que los recursos son escasos y las necesidades son muchas, y que si utilizamos esa gran cantidad de recursos para una zona determinada, seguramente estamos privando a otros, pero los privamos sobre la base de que esta es una emergencia inusual, excepcional y gravísima y, además, apelando al sentido solidario de los habitantes de la provincia Santa Fe. En definitiva, señores diputados, estamos hablando de una ayuda solidaria que ronda los 450 millones de pesos.

INSERCIÓN SOLICITADA POR EL SEÑOR DIPUTADO Rosúa

Presupuesto de erogaciones emergencia hídrica 2003

	Jurisdicciones
	
	Fuente de financiamiento
	Destino

	Gobernación
	
	
	27.931.400,00

	Dcto. Nº 1951
	Subsidios a municipios, comunas e instituciones.
	Cód. 552
	5.190.000,00

	Dcto. Nº 2367/03
	Colonia Pujol ayuda económica a familias afectadas ($1.200).
	Cód. 552
	22.800,00

	Dcto. Nº 2586/03
	Comuna Monte Vera. Ayuda económica a familias afectadas ($1.200).
	Cód. 552
	769.200,00

	Dcto. Nº 2761/03 
	Ayuda económica a Recreo. Ampliación Dcto. Nº 1696 ($1.200).
	Cód. 552
	1.200.000,00

	
	Subtotal Fondos Banco Mundial
	
	7.182.000,00

	Dcto. Nº 3182/03
	Subsidios a municipios y comunas p/accesos viales.
	Cód. 111
	2.595.600,00

	Dcto. Nº 1322/03
	Aportes a municipios y comunas varios (ATN).
	Cód. 111
	2.684.000,00

	Dcto. Nº 2304/03
	Propietarios rurales de San Justo, p/retroexcavadora.
	Cód. 111
	50.000,00

	Dcto. Nº 2351/03
	Municipalidad de Santa Fe.
	Cód. 111
	1.000.000,00

	Dcto. Nº 2525/03
	Aporte a las Escuelas Nº 523 y 6167.
	Cód. 111
	20.000,00

	Dcto. Nº 2572/03
	Aporte a las comunas de Gessler y Murphy.
	Cód. 111
	70.000,00

	Dcto. Nº 2584/03
	Aporte Templo Santa Rosa de Lima.
	Cód. 111
	100.000,00

	Dcto. Nº 2602/03
	Aporte a UPCN.
	Cód. 111
	100.000,00

	Dcto. Nº 2760/03
	Aporte al Colegio de Funcionarios.
	Cód. 111
	10.000,00

	Dcto. Nº 2978/03
	Ayuda económica a Recreo (subsidio: $800).
	Cód. 111
	3.200.000,00

	Dcto. Nº 3358/03
	Ayuda económica Colonia Pujol.
	Cód. 111
	25.200,00

	Dcto. Nº 4044/03
	Santo Tomé y Monte vera.
	Cód. 111
	1.672.800,00

	Dcto. Nº 3700/03
	Ayuda económica a Colonia Pujol, Monte Vera y Empalme San Carlos.
	Cód. 111
	748.800,00



	Dcto. Nº 4033/03
	Comuna Recreo (4000 familias/$2.000).
	Cód. 111
	8.000.000,00

	Dcto. Nº 4034/03
	Aporte a Elisa (473 familias/$1.000).
	Cód. 111
	473.000,00

	
	Subtotal Rentas Generales y otros afectados
	
	20.749.400,00

	
	Ministerio de Agricultura Ganadería Industria y Comercio
	
	14.724.430,00

	
	Subsidios a productores ganaderos y pymes afectados por el fenómeno.
	Cód. 552
	1.077.577,00

	Dcto. Nº 1951/03
	Subsidios al sector frutihortícola.
	Cód. 552
	500.000,00

	Dcto. Nº 2049/03
	Subsidios al sector industrial y comercial .
	Cód. 552
	10.000.000,00

	
	Subtotal Fondos Banco Mundial
	
	11.577.577,00

	
	Subsidios a productores ganaderos y pymes afectados por el fenómeno.
	Cód. 111
	63.053,00

	Dcto. Nº 3387/03
	Apoyo refuerzo sector industrial y comercial.
	Cód. 111
	3.000.000,00

	Dcto. Nº 3896/03
	Aporte a productores hortícolas y florícolas.
	Cód. 111
	83.800,00

	
	Subtotal Rentas Generales y otros afectados
	
	3.146.853,00

	
	Ministerio de Hacienda y Finanzas
	
	34.085.000,00

	Dcto. Nº 1951/03
	Gastos Comité de Emergencia.
	Cód. 552
	26.504.000,00

	Dcto. Nº 2597/03
	Gastos Comité de Emergencia.
	Cód. 552
	1.000.000,00

	Dcto. Nº 976/03
	Gastos Comité de Emergencia.
	Cód. 597
	4.881.000,00

	Dcto. Nº 3694/03
	Gastos Comité de Emergencia.
	Cód. 111
	800.000,00

	
	Subtotal Rentas Generales y otros afectados
	
	5.681.000,00

	Incluye
	
	
	

	
	Colchones, frazadas y toallas.
	
	6.765.129,70

	
	Raciones.
	
	13.573.606,67

	
	Combustible y fletes.
	
	3.489.816,12

	
	Contención víctimas de la inundación (varios).
	
	9.356.447,51

	Dcto. Nº 1041/03
	Aportes a municipios y comunas varias (ATN).
	
	900.000,00

	
	Ministerio de Educación
	
	6.818.523,00

	Dcto. Nº 2788/03
	Gastos mobiliarios escuelas afectadas.
	Cód. 552
	6.818.523,00

	
	Ministerio de Salud y Medio Ambiente
	
	5.216.444,27

	Dcto. Nº 1951/03
	Gastos hospitales varios por Emergencia Hídrica.
	
	5.130.000,00

	
	Créditos Propios.
	
	86.444,27

	
	Ministerio de Obras Públicas
	
	11.335.000,00

	Dcto. Nº 1951/03
	Obras varias (máquinas, movimiento suelos).
	Cód. 552
	8.815.000,00

	Dcto. Nº 2597/03
	Aporte para escuelas afectadas.
	Cód. 552
	970.000,00

	Dcto. Nº 2342/03
	Aporte a escuelas privadas afectadas.
	Cód. 552
	350.000,00

	
	Subtotal fondos Banco Mundial
	
	10.135.000,00

	Dcto. Nº 3694/03
	Gastos Comité de emergencia.
	
	1.000.000,00

	
	Créditos propios.
	
	200.000,00

	
	Subtotal Rentas Generales y otros afectados
	
	1.200.000,00

	
	Unidad Ejecutora de Recuperación de la Emergencia Hídrica y Pluvial – Ley Nº 12106.
	
	8.199.701,53

	Dcto. Nº 2333/03
	Partidas para expropiaciones, contrataciones y obras.
	Cód. 552
	4.400.000,00

	Dcto. Nº 2333/03
	Partidas para gastos de funcionamiento.
	Cód. 111
	220.000,00

	Dcto. Nº 2333/03
	Préstamo Municipalidad de Santa Fe.
	Cód. 111
	3.000.000,00

	Dcto. Nº 3978/03
	Donaciones.
	vs.
	579.701,53

	
	Subtotal Rentas Generales y otros afectados
	
	3.799.701,53

	
	Secretaría de Estado de Promoción Comunitaria.
	
	114.527.874,27

	Dcto. Nº 1951/03
	Ayuda económica a familias afectadas ($1.200).
	Cód. 552
	18.000.000,00

	Dcto. Nº 2039/03
	Ayuda económica a familias afectadas ($1.200).
	Cód. 552
	6.000.000,00

	Dcto. Nº 2114/03
	Ayuda económica a familias afectadas ($1.200).
	Cód. 552
	9.600.000,00

	Dcto. Nº 2236/03
	Aportes a instituciones deportivas.
	Cód. 552
	1.412.900,00

	Dcto. Nº 2606/03
	Ayuda económica a familias afectadas ($800).
	Cód. 552
	4.000.000,00

	
	Subtotal Fondos Banco Mundial
	
	39.012.900,00

	Dcto. Nº 2038/03
	Asistencia alimentaria.
	Cód. 599
	2.400.000,00

	Dcto. Nº 2606/03
	Ayuda económica a familias afectadas ($800).
	Cód. 111
	17.200.000.00

	Dcto. Nº 4084/03
	Ayuda 1000 a familias ($2000).
	Cód. 111
	4.000.000,00

	Dcto. Nº 3819/03 
	Ayuda a familias ($2000).
	Cód. 111
	51.000.000,00

	
	
	Cód. 111
	868.000,00

	
	Con créditos propios.
	Cód. 111
	46.974,27

	
	Subtotal Rentas Generales y otros afectados
	
	75.514.974,27

	
	Obligaciones a cargo del Tesoro.
	
	10.219.000,00

	Dcto. Nº 976/03
	Aportes a municipios y comunas varias.
	Cód. 597
	2.119.000,00

	Dcto. Nº 1041/03
	Aportes a municipios y comunas varias (ATN).
	Cód. 111
	100.000,00

	Dcto. Nº 3819/03
	Fondo para ayuda económica víctimas inundación.
	Cód. 111
	8.000.000,00

	
	Subtotal Rentas Generales y otros afectados
	
	10.219.000,00

	
	Dirección Provincial de Vialidad.
	
	22.500.000,00

	Dcto. Nº 1230/03
	Circunvalación Oeste.
	Cód. 552
	6.500.000,00

	
	Construcción alcantarillas RP .1-RP 39.
	Cód. 552
	980.000,00

	
	Construcción alcantarilla RP 4 Elisa.
	Cód. 552
	220.000,00

	Dcto. Nº 1702/03
	Remodelación avenida 27 de Febrero y Alem.
	Cód. 552
	3.500.000,00

	Dcto. Nº 2055/03
	Ampliación luz ancho del arco del puente de la autopista s/río Salado.
	Cód. 552
	2.700.000,00

	Dcto. Nº 2522/03
	Convenios con comunas.
	Cód. 552
	500.000,00

	Dcto. Nº 2861/03
	Convenios con comunas
	Cód. 552
	500.000,00

	
	Convenios con comunas y compra de materiales.
	Cód. 552
	7.600.000,00

	
	Subtotal Fondos Banco Mundial
	
	22.500.000,00

	
	Dirección Pcial. Vivienda y Urbanismo
	
	1.300.000,00

	Dcto. Nº 1951/03
	Barrio Centenario – Recuperación infraestructura
	Cód. 552
	200.000,00

	Dcto. Nº 2767/03
	Recomposición estructural Barrio Arenales
	Cód. 552
	1.100.000,00

	
	Subtotal Fondos Banco Mundial
	
	1.300.000,00

	
	Empresa Provincial de la Energía.

Gastos Emergencia hídrica, bonificación consumo.
	Cód. 552
	5.000.000,00

	
	(X) Ejecutado: devengado al 30-12-03- Datos del Sipaf al 03/02/04.

Nota: En las partidas de obras se devengaron los certificados hasta el 30/11/03.
	
	

	
	Ingresado Banco Mundial
	
	140.560.000,00

	
	No ingresado por diferencia de cambio – adeudado por Nación
	
	9.440.000,00

	
	Fuente de financiamiento Cód. 552 – Ley 25736 – Préstamo Banco Mundial
	
	140.560.000,00

	
	Fuente de financiamiento Cód. 111 – Tesoro Provincial.
	
	108.213.373,00

	
	Fuente de financiamiento Cód. 111 – Aporte Nacional Desequilibrio Financiero - Ley Nº 23.548 - Ministerio del Interior.
	
	3.684.000,00

	
	Fuente de financiamiento Cód. 597 – Aporte Nacional - Res. 083/03 - Ministerio de Economía 
	
	7.000.000,00

	
	Fuente de financiamiento Cód. 599 – Aporte Emergencia Alimentaria Inundación - Ministerio de Desarrollo
	
	2.400.000,00

	
	Total todas las fuentes de financiamiento
	
	261.857.373,57


SR. BONFATTI XE "PS BONFATTI, Antonio" .– Pido la palabra.


Señor presidente: voy a fijar la posición en general de la Bancada Socialista. Después, otros legisladores de este bloque harán uso de la palabra para referirse a algunos puntos en forma mucho más concisa.


Estamos convocados para dar tratamiento a un proyecto de ley, para dar respuesta a los damnificados por el desborde de la cuenca del río Salado. Creo que acá hay un nudo gordiano en el análisis de esta ley, que es donde indudablemente no nos ponemos de acuerdo, y del cual derivan de ahí en más todas las argumentaciones. Me estoy refiriendo, concretamente, a la responsabilidad del Estado en cuanto a la posibilidad o no de prevenir una catástrofe de esta magnitud.


Durante muchos años se han seguido en este país políticas de achicamiento del Estado, de destrucción del Estado, del Estado ausente, de hacer desaparecer reparticiones, direcciones, tanto desde el orden nacional como en sus correlatos provinciales. ¿Quién no recuerda lo que era la Dirección Provincial de Vialidad años atrás en esta provincia, los numerosos técnicos con que contaba la Dirección de Hidráulica, el viejo instituto de Limnología, etcétera, etcétera, etcétera?


Lo decía muy bien la diputada que me precedió en el uso de la palabra argumentando el despacho de mayoría: los rosarinos tenemos un gran recuerdo del Gobernador Reutemann en su primera gestión, porque por una decisión política de construir la represa del Ludueña, las recurrentes inundaciones que padecíamos por el desborde del arroyo Ludueña, que inundaba los barrios de Empalme Graneros y aledaños, no ocurrieron nunca más. Muchos luchadores que formaron ese nucleamiento popular llamado Numain (Nunca Más Inundaciones) reclamaron muchos años por la presa del Ludueña, y en el año 1991, un gobernador sensible decidió construirla. Hace muchos años que también en Rosario estamos planteando la necesidad de buscar una solución para terminar con las inundaciones recurrentes de Nuevo Alberdi, donde también hay que hacer las obras pendientes del tratamiento del arroyo Ibarlucea.


¿Qué quiero decir con esto, señor presidente? Permítame leer una fotocopia del diario El Litoral del año 1991, que tengo acá, en mi poder, de una nota que le hacen a quien entonces era Director de Hidráulica, ingeniero Balbarrey –hoy intendente de esta ciudad–, quien dice: “El oeste también existe”. Se estaba refiriendo a la defensa oeste de la ciudad de Santa Fe. En concreto, dice: “La concreción de la defensa oeste de la ciudad de Santa Fe constituye un viejo anhelo, ya que el 40 por ciento de la población urbana y unas 1.850 hectáreas del ejido santafesino padecen recurrentemente inundaciones debidas a las lluvias o por las crecidas de los ríos Salado y Paraná, afectando de una u otra forma a más de 120.000 personas. Las obras del proyecto de defensa contra inundaciones y recuperación urbana de la zona oeste de la ciudad de Santa Fe permitirían…” Y hay un largo enunciado de lo que permitirían, entre los cuales dice: “…superar definitivamente la amenaza de crecidas extraordinarias...” (etc.).

Quiere decir que esto se sabía, y estaba planteado por quien hoy es el intendente de esta ciudad, ingeniero Balbarrey, que ya en el año 1991 manifestaba que si había una creciente extraordinaria, la ciudad se podía inundar. Lo que no es previsible es cuándo y cuánto va a llover; en eso estamos de acuerdo. Tampoco es previsible cuándo va a ocurrir un terremoto. Pero sí se sabe cuáles son las obras que se deben hacer para que una o muchas ciudades no se inunden.


Nosotros estamos hoy tratando de restañar las heridas, producto del desborde del Salado, no solamente en la ciudad de Santa Fe, sino en tantas otras ciudades y localidades de nuestra provincia. Restañar las heridas, señor presidente, significa que tenemos que dictar una ley que sea justa, equilibrada. Y yo entiendo que esto se logra cuando permitimos y posibilitamos la participación de la mayor cantidad de gente, cuando encontramos los acuerdos que abarquen, no al cien por cien, pero sí a la gran mayoría. Pero creo que esto no se logra con esta ley que hoy se somete a tratamiento.


Y no se logra, señor presidente, porque entendemos que se parte al revés en el abordaje o en la propuesta de la ley. Se parte al revés significa poner el carro delante de los caballos. Cuando acercábamos propuestas en las reuniones que teníamos en la Comisión de Labor Parlamentaria para mejorar la del Poder Ejecutivo, decíamos: “La Provincia cuenta con 160 millones de pesos, que es lo que va a solicitar a la Nación, y en función de eso va a establecer un régimen indemnizatorio”. Se nos contestó muy vehementemente que esto no era así.


Ayer, cuando en el Senado se constituyeron las comisiones de Presupuesto, de Asuntos Constitucionales y no recuerdo cual otra –las tres comisiones a las cuales estaba girado el proyecto de ley que entró por la Cámara de Senadores–, quien era en aquel entonces ministro de Hacienda y Finanzas de esta provincia, cuando se le hacían consideraciones de este tipo dijo: “Acá no hay Código Civil, acá no hay Constitución, acá el hecho concreto es que se dispone de este dinero”. Y hoy, en el análisis que se hizo en la Cámara de Senadores, un senador dijo exactamente lo mismo: “Este es el dinero que dispone la Provincia”.


Nosotros no queremos que aquí haya juicios contra el Estado. Somos responsables también de eso, no queremos una catarata de juicios, no queremos a los pícaros de los estudios de abogados, que empiezan a buscar como cuervos, a ver a quiénes pueden juntar para hacerle juicio al Estado.


Pero entendemos que si la ley es inequitativa, si la ley no es justa, se va a abrir la posibilidad de juicios contra el Estado. Por eso, nosotros planteamos que se parte al revés. Entendemos que hay una injusticia y una arbitrariedad en el resarcimiento que se fija a los familiares de los muertos, cuando la Nación toma cifras muy superiores para indemnizar a los desaparecidos por la dictadura, cuando cualquier Asegurada de Riesgos de Trabajo fija sumas de dinero muy superiores a los que establece la ley. Y consideramos que esto no es por mala voluntad del Poder Ejecutivo ni de los legisladores, sino –reitero– consecuencia de partir al revés, de partir de un monto de dinero prefijado.


Todavía, a nueve meses de la catástrofe, señor presidente, no existe un padrón definitivo de los damnificados; a nueve meses, todavía no existen los planos definitivos de las zonas afectadas por la inundación.


Nos preocupa que en los asientos catastrales, sobre 28.000 damnificados haya 11.000 viviendas que no aparecen. Y nos preocupa esto, porque en su oportunidad también acá se hizo una licitación y la contratación de una empresa, para hacer vía satélite un rastreo en la provincia de Santa Fe de todos aquellos inmuebles no declarados.


Nos preocupa que de ninguna forma estén incluidas las organizaciones sociales de damnificados –las más representativas– en algún tipo de cuerpo consultivo, que no se les haya dado algún tipo de participación en este ente que se proponía, como la posibilidad que se manifestaba, de que tuvieran voz y no voto.


No vemos con claridad un proyecto integral. Lo que vemos es una preocupación –como se dijo acá– de ir a reparar un daño, o sea, de entregar una cuota de dinero. Y entendemos que con eso solo no alcanza, señor presidente.


Creemos que hay que tener una propuesta cultural; que hay que tener una propuesta para rescatar la identidad de la ciudad de Santa Fe; que hay que tener una propuesta en salud que acompañe todo este proyecto –me refiero, concretamente, a la salud mental–. En fin, un sinnúmero de elementos que constituyen un plan mucho más elaborado que simplemente la preocupación de ir a indemnizar, a resarcir o a reparar los daños. Y nombro estas tres palabras, porque creo que se está haciendo un juego alrededor de todo esto y, en definitiva, lo único que se pretende es no reconocer la responsabilidad del Estado.


Celebramos que se haya incluido a los empresarios, los negocios y los comercios, aunque también vemos que aquí hay un bache: el gran bache de que se han incrementado los montos en apenas 6 millones –5 millones y algo de pesos, a propuesta del Poder Ejecutivo–, que creo están muy lejos de las demandas que está haciendo este sector.


Celebramos también que se haya sacado ese artículo –tal cual venía en su versión original– de renunciar a los seguros, y tantos otros aspectos de él.


En definitiva, señor presidente, quería hacer este análisis así, en general, para trazar lo que entendemos es la línea argumental de nuestra posición, y adelantar que, lamentablemente, creemos que las heridas en la ciudad de Santa Fe no van a cerrar, que nos preocupa que haya quedado en potencial la probabilidad de conseguir más recursos para otras localidades de la provincia. Nosotros hubiésemos querido que todas hubiesen sido parte de un tratamiento igualitario con respecto al recibido por la ciudad de Santa Fe.


Y en función de no querer ser corresponsables de una ley que no avalamos, por todos estos aspectos que he nombrado, adelantamos nuestro voto negativo a la propuesta que viene del Senado.

SR. MARCUCCI XE "UCR MARCUCCI, Hugo" .– Pido la palabra.


Señor presidente: creo que no hay ningún tipo de dudas de la magnitud de la catástrofe que hemos sufrido los santafesinos. Tampoco yo tengo la menor duda de la solidaridad del resto de los santafesinos no afectados y de la República Argentina, porque así lo han demostrado cuando vinieron en nuestra ayuda.


Solamente los datos de la ciudad Santa Fe arrojan la suma de 135.000 personas afectadas y 35.000 inmuebles; valores para los cuales deberían invertirse muchas cifras de las que están planteadas, para lograr recuperar a la ciudad de Santa Fe y al conjunto de las zonas afectadas de nuestra provincia. Son cifras realmente importantes y que deberían abarcar las tres etapas que señalaba el diputado Rosúa de los documentos elaborados por Naciones Unidas para reconstruir una ciudad.


Es bueno que empecemos a madurar en los debates, y es bueno también que empecemos a establecer y a fortalecer a las instituciones públicas. Creo que hubiera sido oportuno haber traído a colación el documento de Naciones Unidas y muchos otros elementos de previsión, previo a las inundaciones.


Sin lugar a dudas, hay muchos elementos que hacen que nuestra bancada llegue a la conclusión de que hubo, evidentemente, un hecho natural incontrastable, pero de la misma magnitud hubo hechos humanos, imprevisiones, errores, falta de organización del Estado, falta de planificación, ineficiencia en la gestión.


Algunos planteaban públicamente “a mí nadie me avisó”, “yo no sabía nada”. Creo que al día de hoy todos conocemos que hay un informe del año 1992, del Instituto Nacional de Ciencia y Técnica Hídricas (INCYTH), que a partir de un estudio financiado por el Consejo Federal de Inversiones (CFI) y encargado por la Provincia establece cuáles eran las áreas de riesgo de la provincia de Santa Fe. Ese mapa de riesgo del río Salado, hecho en el año 1992, es prácticamente coincidente con el avance de las aguas del año 2003.


También quiero señalar que hay estudios del Instituto Nacional del Agua y de la Facultad de Ingeniería y Ciencias Hídricas de la Universidad Nacional del Litoral, que determinaban cuáles eran los caudales en el río Salado, en una recurrencia de 100 años, a la altura del puente Rosario-Santa Fe, que establecían metros por segundo muy aproximados a los que tuvo en esa zona el pico de creciente.


Quiero también señalar que hay un informe, cuya elaboración fue contratada por la concesionaria de la autopista, y de conocimiento público y de la Provincia, así como un estudio de una consultora, que establecían muy nítida y claramente cuál era la luz de ese puente, que hoy es de 150 metros, y en ese entonces recomendaba 400 metros. Este dato tampoco es menor, porque indudablemente esto provocó en esa zona la sobrealtura del agua, causante de dos situaciones: el ingreso de mayor caudal y, por otra parte, el efecto de cataratas.


Para que veamos cuál es la magnitud de los errores y de las imprevisiones, quiero traer además a esta sesión planteos que tienen que ver con la construcción de la defensa del Oeste santafesino, proyecto que se diseñó, se licitó, se contrató y se llevó adelante en el período 94/98. Sabemos muy bien –lo conocemos, pero no solamente por algunos de los elementos que voy a traer a colación, sino porque esto fue demasiado público– que el caudal de agua ingresó por una brecha que algunos consideran de 1 kilómetro, otros de 2,6 kilómetros.


Quiero leerles lo que decía el ingeniero Berrón, un especialista de la Universidad Tecnológica Nacional: “El terraplén tiene una cota de 9 metros y luego baja a una cota de 4,50 metros, por la que ingresó el agua. Es ese lugar el que decía, del segundo tramo inconcluso de lo realizado de las defensas”. Pero sigue diciendo, para quienes todavía insisten en que esto no se conocía: “El proyecto original de la obra tenía un cierre, y ante esta situación, era bastante simple dar una solución a tiempo. Se podía haber cerrado la defensa, si al construirse el segundo tramo de la obra se cerraba el anillo, pasando por detrás del golf hasta una zona de cotas naturales altas, de 8,60 metros. Son unos 2.600 metros, que de haberse construido, no habría entrado ni una gota de agua en la ciudad. El Gobierno provincial también sabía cómo se comportaba el agua en esta zona; es más, en mayo de 1998 se ejecutó una pequeña obra de defensa improvisada”. Sigue diciendo: “El terraplén que no se hizo hubiera costado 600.000 pesos”.


Entonces, yo me pregunto si es justo que hoy la variable del ajuste sean los inundados, por las impericias, por las ineficiencias, que hoy nos cuestan alrededor de 450 millones. También quiero plantear que de tomarse la decisión, habría demandado solamente el 3 por ciento del presupuesto ejecutado, y se habría ejecutado simplemente en 37 días.


Me parece también importante señalar que hay antecedentes similares, de particulares que accionaron contra el Estado y el Estado tuvo que indemnizar; estoy hablando del caso Guillermo Torres c/Provincia de Buenos Aires, en el que se arribó a la conclusión de que debía responder la provincia demandada, a raíz de las negligencias cometidas en la realización de obras hídricas, en el complejo tema conocido como Lagunas encadenadas.


También forma parte de la imprevisión no contar con un plan de contingencias. Las provincias no saben cuándo ni en qué momento preciso puede haber un evento natural, pero sí saben que puede existir. Por lo tanto, cualquier legislación moderna, cualquier Estado moderno prevé claramente un plan de contingencias. Podemos dar simplemente el ejemplo de la ciudad de Resistencia, que tiene su plan de contingencia y que tiene una situación similar a la ciudad de Santa Fe.


Pero esta Legislatura votó una ley de usos del suelo en zonas inundables que no se reglamentó, o mejor dicho, me corrijo, se reglamentó a fines de 2003. Y hoy he presentado un proyecto de comunicación, porque uno de los artículos que no se reglamentó todavía es el artículo 21, referido expresamente a la necesidad del desarrollo y de la implementación de los planes de contingencias o de emergencia. No quisiera expresar lo obvio, pero si hubiéramos tenido un plan de contingencias, hoy estaríamos hablando de otra situación.


Aquí se ha planteado también cómo se pueden conocer los hechos o eventos naturales, cómo se pueden prevenir las catástrofes, en qué tiempo pueden realizarse, cuáles son sus magnitudes. Indudablemente que no todas son previsibles en forma exacta y precisa, pero sí quiero decirles que desde 1983 funciona el Sistema de Alerta Hidrológico de la Cuenca del Plata, que controla tanto cualitativa como cuantitativamente a los ríos Paraguay, Paraná, Uruguay y sus afluentes. Ustedes se preguntarán cómo funciona. Les comento que hay un comité de usuarios. ¿Quiénes lo integran? Las distintas provincias implicadas. ¿Cuáles son? Naturalmente, la Provincia de Santa Fe es una de ellas.


Por lo tanto, quiero decirles que ese sistema funciona normalmente con reuniones y con informaciones periódicas, y quiero leerles alguna de las conclusiones, en este caso, del Instituto Nacional del Agua, pero que tienen que ver con los informes periódicos: “La crecida del río Salado santafesino comenzó a gestarse en la primavera de 2002 y tuvo un crecimiento significativo con las lluvias de diciembre de 2002, que saturaron completamente la cuenca baja. La sucesión de eventos intensos de precipitaciones durante los meses de febrero, marzo y abril produjeron picos de crecida de rápido desarrollo, que se sumaron a la rama descendente de la crecida de enero, especialmente en el tramo inferior del río. Ya desde octubre de 2002, en sus informes mensuales de situación y de escenarios de riesgo, el Sistema de Alerta Hidrológica venía dando cuenta de los excesos de lluvias y de los extraordinarios aportes en la ruta, tramo Corrientes-Santa Fe, en particular en marzo de 2003. La tecnología satelital utilizada ha probado ser una herramienta eficiente y eficaz de alerta temprano, para el monitoreo del evento de crecida del río Salado”.


Me parece que esto es suficientemente elocuente para establecer cómo y de qué manera tuvo tratamiento la crecida del río Salado, previo a la crisis, porque estábamos en condiciones de una información cualitativa de la magnitud del evento que se aproximaba a toda esta zona. Pero además, como si esto fuese poco, el director del Instituto Nacional del Agua y también otro responsable del programa aclararon que para precisar datos se basan en la experiencia de más 25 años y en algunos datos que manejan, pero hay métodos de ingeniería actual que permiten tener todo bajo control, con sistema de alertas, aseveraron. Para esto falta, en primer lugar, la decisión política del Gobierno provincial de completar un estudio para implementar ese sistema, que implica tener sensores remotos en determinados lugares, que transite a distancia la formación, y una oficina que reciba esa información y que tenga montado distintos tipos de modelo de previsión. Esto requiere una inversión inicial de poco más de 60.000 pesos, o sea que técnicamente es factible.


También quiero señalar que como sabemos, hay algunas declaraciones hechas en el marco de un juicio iniciado sobre responsabilidades penales, que después tomaron estado público, y que me parece que hay que tener en cuenta a la hora de la evaluación de cómo y de qué manera se sucedieron estos eventos.


Con fecha 10 de febrero de 2004, el ex director de Recursos Hídricos, en una crónica de El Litoral decía: “Ricardo Fratti rompió el silencio. Reveló que el 28 de abril, a las 13, advirtió sobre lo que ocurría al Comité de Emergencia Hídrica, y que en el mediodía del 29 les dijo al Gobernador Carlos Reutemann y al Intendente Marcelo Álvarez hasta adonde llegaría el agua”.

Creo, por lo tanto, que esta es una primera valoración y un primer planteo que debemos reconocer todos los santafesinos. Porque el Estado no es de un gobierno, y ese Estado debe hacerse responsable de esta situación, para recorrer conjuntamente con los damnificados un camino diferente, de reconciliación, de restaño de las heridas, de planteo de un futuro. Pero no lo vamos a poder hacer si profundizamos esos baches y esas diferencias y si no tenemos la capacidad de pensar un Estado amigo, y no un Estado que esté sometiéndolos y victimizándolos nuevamente.


En segundo término, quiero referirme brevemente a la coyuntura, que demostró una vez más lo que planteaban algunos diputados: el alto precio que tuvieron las creencias de que no hay que planificar, de que hay que eliminar al Estado o achicarlo, de que no es necesario tener una burocracia eficiente y que esté a la altura de las circunstancias. Y también lo veíamos en la coyuntura, en la desorganización, cuando además, los responsables de Defensa Civil, en lugar de estar en el campo de batalla estaban en otros lugares, alejados de la ciudad. Y en la desorganización con la que se tomó y se llevó adelante todo el proceso. No se puede resolver en un día, y menos en esas circunstancias, lo que no estaba previsto.


Creo también que es importante la rendición de cuentas, y me conforta que hoy salga en el diario El Litoral, en parte, una primera rendición de cuentas; me parece que es un buen camino. Pero también diría que el camino importante a seguir, que no se hizo durante todo el año 2003, es simplemente cumplir con el artículo 7º de la Ley Nº 12.106.


A continuación, y por último, quiero hacer consideraciones específicas a la ley. Por un lado, como lo habíamos planteado en las distintas instancias de trabajo que tuvimos en el marco de esta Cámara, en la propuesta que hacemos en el dictamen de minoría consideramos que es necesario e imprescindible incorporar a los distintos actores afectados, a las diferentes instituciones, personas, empresas; y que también se debería involucrar a todos los departamentos, a los 10 departamentos que la Ley Nº 25.735 establece y explicita. Se dio una respuesta a esto, parcialmente, con la incorporación de las empresas, por medio de la incorporación de las instituciones sin fines de lucro. Y me parece que en este sentido es un avance, pero por lo menos, debería plantear las limitaciones. Por un lado, entonces, los departamentos no involucrados, si bien hay un artículo que insinúa a futuro su inclusión.


Por otro lado, los montos asignados a las empresas son absolutamente insuficientes. Y no quiero plantear cifras sin base cierta, porque sería muy fácil entrar en la demagogia de establecer criterios arbitrarios, solamente por la oportunidad del debate. Simplemente quiero señalar que ese monto no alcanza ni siquiera al 40 por ciento del establecido a partir del relevamiento de daños por parte del Ministerio de Agricultura, Ganadería, Industria y Comercio. Las empresas afectadas por la inundación consideran insuficiente este monto, por lo menos, aquellas de las que tuve la oportunidad de ser interlocutor y de participar de algunas reuniones, de la Asociación de Pequeños y Medianos Empresarios (Apyme) y de la Unión Industrial. Lo digo porque nos da la impresión de que no podemos alterar la información, al menos de lo que piensan estas instituciones. La valuación que hacen, solamente en la zona de Santa Fe, es de 87 millones de pesos.


Y esto de mirar a futuro y de restañar las heridas es el sentido fundamental que le queremos dar a la sociedad, para no volverla a condenar, para que no viva en esta situación de pérdida permanente, para darle un sentido diferente a nuestras vidas porque todos, directa o indirectamente, vivimos aquí.


Un punto fundamental y principal es recomponer y reconstruir el tejido industrial. Este es el punto que nos permitiría recuperar los empleos perdidos, impulsar a esta ciudad, no solamente a las pequeñas y medianas empresas, sino a los cuentapropistas, que también fueron afectados. Porque más allá de las buenas intenciones, esta situación no se resuelve con una sola empresa importante y grande, sino con un nuevo modelo de desarrollo, que también pese y piense en la pequeña y mediana empresa.


Nos parece importante incorporar un artículo referido a la metodología que garantice la equidad en el tratamiento de los distintos damnificados; esto nos parece central. Y naturalmente, no es el camino electoralista emprendido en el primer período, en el que de cualquier manera, arbitrariamente, se repartieron 4.000 pesos por persona. Entendemos que había que dar una solución inmediata y urgente, pero también una solución justa y eficiente. En ese sentido, creemos que existe la posibilidad de llegar a una propuesta y a una solución justa, tomando otros elementos complementarios, mediante un censo de daños.


Tenemos que tener absoluta certeza de la transparencia en el manejo de todos los procedimientos, no solamente de los fondos y de las rendiciones oportunas, sino también de los beneficiarios y de la forma en que se llevan adelante esos procedimientos. Proponemos que haya un padrón provisorio y un padrón definitivo, con todos y absolutamente todos los datos. No que figure en algunos el número de documentos y en otros el apellido, sino que se tomen absolutamente todos los datos. Y eso también nos parece central en la propuesta.


Después me voy a referir a lo que pienso con respecto al planteo del cercenamiento de derechos, pero creemos que establecer un tribunal arbitral –como ya lo había planteado el senador Beccani–, también en relación con la ley de procedimiento administrativo, permitiría y debería agilizar los procesos.


Consideramos que como no se pueden estar planteando incertidumbres acerca del plazo de pago, es importante incorporar un cronograma y dar prioridad a aquellos que tienen necesidades básicas insatisfechas. También nos parece que deberán clarificarse y no quedar en el olvido aquellos pagos indebidos, que muchas veces se llevan adelante por corruptelas o por ineficiencia.


Asimismo, está planteado un programa de saneamiento ambiental y contención psicológica y social, que tiene que ver con la segunda etapa que planteaba el doctor Rosúa.


Incorporamos y modificamos la composición del Consejo Consultivo. No podemos hablar de ninguna de esas etapas, si seguimos en guerra con los damnificados. Se los excluye del Consejo Consultivo; no encuentro las razones, porque si hay algo en lo cual nos tenemos que sumar todos y que nos puede dar una visión, una esperanza y una mirada de futuro, es la capacidad que podamos tener de asumir la tarea heroica de reconstruir una ciudad.


Dos últimos aspectos: creo que hay que tener una doble inteligencia. Por un lado, una ley justa, una ley equitativa, pero también –como dije antes– no someter a los inundados a una nueva victimización. Primero, con los tiempos administrativos; segundo, con cercenarles sus derechos. Una solución justa nos estaría aproximando a una solución de fondo, a una solución real.


Y nos parece que tampoco es buena idea contrariar el artículo 18 de nuestra Constitución, que dice “es inviolable la defensa en juicio de la persona y de los derechos”. Pero también quiero decir que no se trata de la relación de derecho privado; se trata de un Estado con capacidad para establecer pautas, y de un poder determinado de imposición y de coerción. Por lo tanto, si no les diéramos un buen tratamiento, esto significaría violar la capacidad de autonomía y dignidad de las personas; significaría violar la capacidad de prestar consentimiento. Entonces, tampoco estaríamos evitando lo que queremos evitar.


Por último, decía que me parece que corresponde establecer las pautas en el debate, más allá de las coincidencias y disidencias, sobre la base de fundamentaciones ciertas y de elementos de juicio. Y quiero hablar de la famosa tabla que establece rangos –según el decreto de categorías, del 74– y, por otra parte, alturas, la que considero que es insuficiente. Y me he tomado el trabajo de hablar no solamente con instituciones de damnificados, sino también de establecer casos testigos. Después discutiremos si la muestra es científica o no, pero quiero referirme a algunos casos testigos, de los que voy a traer a colación solo dos.


El caso 1): Rodríguez Peña 360, interno x –no voy a decir los números para no identificar la casa–; categoría 6; superficie cubierta, 99 metros cuadrados; nivel de agua, 3,80 metros; permanencia del agua en la vivienda, 4 días. Hasta aquí están todos los elementos, uno por uno, que fuimos a verificar y pudimos hacerlo, obviamente, con la buena fe del vecino. El valor total que se pretende resarcir, según lo planteado por la tabla, es un 50 por ciento inferior.


El caso 2): San José Nº x, barrio Chalet; categoría 7; superficie cubierta, 112 metros cuadrados; nivel de agua 3,50 metros; permanencia del agua en la vivienda, 15 días. Aquí está el detalle de lo que implicaría el resarcimiento. Estamos hablando de daños y de otros elementos como perjuicio; no estamos hablando de aquellos gastos que los inundados tuvieron que resolver por cuenta propia –tanto los autoconvocados como aquellos que estaban en los centros de evacuados–, como gastos de alquiler, de transporte, de sus enseres, ropa blanca, etcétera. En este segundo caso también, para tener un resarcimiento de su daño, necesitaría recomponer el valor en un 50 por ciento.


Por último, quiero decir que algunas de las modificaciones en las que insistíamos fueron tomadas, pero en lo sustancial vemos las diferencias de fondo que he planteado y la insuficiencia de esta propuesta. Uno de los temas que se plantea que está incorporado en la estimación del deterioro del inmueble es la permanencia en días. Quiero decir simplemente que el decreto reglamentario dice: “La estimación del deterioro del inmueble de residencia se efectúa en función de: a) categoría del inmueble; b) altura alcanzada por el agua en la vivienda; c) cantidad de metros cuadrados de superficie cubierta afectados existentes al momento del evento, incluyendo las mejoras no declaradas que indique el beneficiario, sujeto a verificación”.


Es observable que esta cuarta variable, que es la permanencia en días del agua en la vivienda, no está incorporada. Probablemente, el salto en los tramos superiores se deba simplemente a que a mayor cantidad de agua, el deterioro es mayor. Gracias, señor presidente.

SR. PRESIDENTE (Barrera).–Tiene la palabra el diputado Riestra.

SR. RIESTRA XE "ARI RIESTRA, Antonio" .– Señor presidente: seré muy breve en las consideraciones. Con los mismos argumentos que planteamos en la sesión anterior, acerca del tratamiento que tuvo la aprobación de los pliegos de la Fiscal de Estado en la Asamblea Legislativa, también en este sentido planteábamos hace un rato si el tratamiento de este proyecto iba a ser sobre tablas, y no he tenido respuesta.


Entendemos la urgencia que ha tenido el Poder Ejecutivo en intentar contar con un instrumento. Pasaron 10 meses, es probable que pasen también 10 años para llegar a la verdad. Creo que llegar a la verdad significará, de alguna manera, comenzar a cerrar las heridas, pero ese va a ser el tiempo que llevará reconstruir la ciudad y la provincia. Sabemos que no hay ninguna ley que pueda reparar el desastre que se sumó al desastre social anterior a la inundación. No queremos confundir los términos y mezclarlos, pero de hecho, se implican; “sobre llovido, mojado”.


El diputado Rosúa señalaba la enorme urgencia para el tratamiento de esta ley; yo creo que ya hace bastante tiempo que la inundación nos ha convertido en rehenes, rehenes del tiempo. Particularmente, no creo que esta ley resuelva el problema; es más, pretende cerrarlo.


Compartimos la necesidad urgente de dar respuesta a la gente por parte del Poder Ejecutivo, y precisamente de eso se trata, de dar respuesta y no de clausurar el debate. Decimos que dar respuesta significa garantizar en el tiempo y desde una integralidad, cosa de la que carece el instrumento a crearse.


Decíamos ayer, en una de las tantas reuniones, que hace más de 10 meses o casi 10 meses que uno viene hablando solo y casi exclusivamente de este tema. Seguramente, deberemos seguir legislando sobre lo legislado, pero aquí hay una cuestión: cuando digo que se cierra, se cierra el debate y la posibilidad de reclamo. Algo que ya el señor diputado Bonfatti señalaba, y disculpen la reiteración, pero llevamos ya bastantes horas hablando sobre esto. Evidentemente, puede sonar a repetición de argumentos, porque casualmente creo que surge del núcleo cerrado de discusión que ha tenido el instrumento.


Nosotros no votamos la Ley Nº 12.183. Tampoco vamos a votar este mensaje, y en esa dirección hemos apuntado a un proyecto de la minoría. El proyecto que propone el diputado Marcucci cuenta con dos elementos fundamentales, y plantea la cifra de 220.000 pesos como valor de la vida humana.


Esto tiene que ver con otra argumentación que señalaba el diputado Rosúa, al citar la Ley Nº 24.043, referida a la reparación material por la muerte y el encarcelamiento de nuestros compañeros. Si en esa tarifación nosotros planteamos el valor de 45.000 pesos por la vida humana, esto tiene una correspondencia absoluta con el valor que le asignamos al resto de los daños; esto es clarísimo en la formulación de la ley. Alguien podrá argumentar que no son 45.000 pesos, que son 90.000 pesos. Yo le pregunto a los padres de los chiquitos que literalmente se llevó el agua, si no son 45.000 pesos; pero bueno...


Recién dije “sobre llovido, mojado”, refiriéndome a la situación dramática que ya tenía nuestra ciudad en materia de pobreza y de desocupación, porque también es cierto que la ley no podrá reparar esta situación que ya lleva varios años, consecuencia de una política neoliberal, etcétera. Pero evidentemente, también es cierto que hay situaciones que yo he puntualizado en reunión con el ente, acerca de la capacidad de recuperación económica de algunas personas. Y cité el caso muy singular de un matrimonio de jubilados que en algún momento tuvo capacidad económica como para poder tener su vivienda digna, confortable, y que hoy no tiene expectativa alguna. Y cuando planteamos nuestra propuesta también avanzamos sobre los daños colaterales, no solo al mencionar las cuestiones puntuales de quienes sucumbieron y se ahogaron, sino también las de aquellos que no pudieron resistir el impacto y las consecuencias que trajo el agua.


El diputado Marcucci señalaba también, en último término, el tema de la permanencia del agua en las viviendas. Y en este sentido, a aquellos que piensan que estos 4.000 pesos fueron a cuenta de la reparación, yo les pregunto: ¿cuánto tiempo de lucro cesante tuvieron quienes estuvieron fuera de su casa, los que debieron salir a alquilar, los que no pudieron destinar ese importe a la reparación de su casa, sino a sobrevivir de alguna manera a la emergencia?


Yo puntualizo temas que están también presentes en esta idea de reparación integral. Y cuando hablo de reparación integral no me refiero a la integralidad de la casa que tiene el damnificado ni a la del daño moral solamente; eso, evidentemente, se implica en una ley de reparación integral. Hablo de una integralidad como ciudad, hablo de una integralidad como vecino de esa ciudad y, en este sentido, advierto acerca de la importancia de que los gobiernos municipal y provincial tengan una instancia de coordinación que permita, de alguna manera, abordar la integralidad de cómo reconstruimos esta ciudad. También esto está ausente en el instrumento a crearse.


Y obviamente, está el tema que nos ocupaba al inicio, acerca de esta otra cuestión que no será enmendada por la reparación económica, que es la razón de justicia. Cuando hace un rato cruzaba la plaza, me pararon y me preguntaron: “¿Vas a entrar?” Dije: “Para eso estamos.” Quiero creer, en esta instancia legislativa, que de alguna manera podemos cambiar, modificar la situación de la gente. Esto es lo que en cierta forma le respondía a estas personas, que me decían que no teníamos que entrar.


Como lo dijimos aquí, al comienzo de este período, creo que tenemos que recuperar la confianza, la credibilidad en nuestra gente. Por eso, digo que volveremos y deberemos volver a legislar sobre un instrumento imperfecto, que estoy de acuerdo en que es un instrumento más, pero un instrumento que, repito, no debe cerrar el diálogo, no debe clausurar el tema. Debemos hacernos carne de que esta recuperación nos va a llevar tiempo, pero un tiempo que podrá ser mucho más saludable si estos nuevos vientos que soplan también son vientos de justicia social, que acompañen al instrumento de reparación.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Tiene la palabra el diputado Brignoni.

SR. BRIGNONI XE "EP BRIGNONI, Marcelo" .– Señor presidente: voy a fundamentar mi respaldo al dictamen de minoría adhiriéndome a los conceptos vertidos anteriormente por los diputados Marcucci y Riestra. Y por otro lado, también considero necesario hacer algunas reflexiones y aclaraciones sobre las opiniones vertidas por el señor diputado Rosúa, como miembro informante del dictamen de mayoría.


En este sentido, me parece importante considerar las características del origen de esta situación que se planteó en la provincia el año pasado, sobre todo, a partir de una serie de consideraciones, de antecedentes legislativos y de gestión que enumeró el doctor Rosúa recientemente.


Entiendo que el tema central es intentar conocer las implicancias de las leyes que el doctor Rosúa mencionó, tanto la Nº 25.735 como la 25.812, que le dan sustento a la fundamentación. Me voy a permitir hacer una reflexión de opinión sobre eso, en virtud de que en el despacho de mayoría no se ven reflejados ninguno de los dos conceptos centrales de las leyes que el diputado Rosúa citó.


La Ley Nº 25.735 se refiere a una cantidad de localidades del interior de la provincia, sobre todo del centro y norte, y de los departamentos afectados por la inundación, que no solo no han sido incluidas oportunamente en la Ley Nº 12.183, sino que tampoco se mencionan en este nuevo proyecto de modificación que envió el Poder Ejecutivo, y que hoy se transforma en un despacho de mayoría para la discusión que estamos teniendo, más allá de una vaga encomienda al Poder Ejecutivo para arbitrar algunos medios de conseguir plata sin cargo del Estado nacional, para ver a partir de eso cuáles son las situaciones que se van a resarcir.


Por otro lado, creo que la citación a la Ley nacional Nº 25.812 solo es a los efectos de la utilización de su artículo 1º, que permite que el Estado provincial siga pidiéndole dinero al Estado nacional sin tener que reintegrarlo, porque claramente el dictamen de la mayoría no contempla el espíritu central de la Ley nacional Nº 25.812, que básicamente está centrado en el criterio no discriminatorio de todos los sectores sociales involucrados en la inundación del año pasado en la provincia, y que claramente está negado en el artículo 1º de la Ley Nº 12.183, a cuya redacción no se refiere, sin embargo, el despacho de la mayoría.


Haciendo estas aclaraciones sobre las dos leyes precedentes, de las que yo consideraría pertinente que se incorporara no solo la normativa respectiva de las dos en términos de igualdad de derechos, sino también en términos de igualdad de derechos territoriales y sociales, quisiera extenderme un poco sobre algunos de los antecedentes de normativas que el doctor Rosúa señaló.


El diputado Rosúa señaló la importancia de la publicación de una planilla en la edición de hoy del diario El Litoral, la que se nos entregó días atrás en la reunión de la Comisión de Labor Parlamentaria, referida a los gastos que demandó la inundación. Por otro lado, mencionó la creación de la Unidad Ejecutora de Recuperación de la Emergencia Hídrica, a partir de una decisión del Gobernador Obeid en ese sentido.


Me parece bueno recordarles a los diputados que estamos debatiendo esta situación que la Unidad Ejecutora de Recuperación de la Emergencia Hídrica se creó por una ley provincial, la Nº 12.106, que figura publicada en el Boletín Oficial el 25 de mayo de 2003. En todo caso, lo que el espíritu del decreto del Gobernador Obeid recoge es la designación de su titular, que inexplicablemente nunca fue designado por el Gobierno anterior.


Por otro lado, cuando hacemos referencia a los dineros utilizados durante la crisis, me parece que esta situación merece algunas reflexiones. La primera, en virtud de que el sello que aparece en la solicitada del diario El Litoral de hoy le da información oficial a esa situación, le diría que claramente esa publicación está incumpliendo el artículo 6º de la Ley Nº 12.106, que planteaba la creación de una cuenta especial denominada Fondo de Emergencia Hídrica-Unidad Ejecutora, a la que se le destinarían todos los fondos referidos a la atención de la inundación.


Por si esto fuera poco, también fue reglamentada por el Decreto Nº 1629, que reiteró y le encomendó al ministro de Obras y Servicios Públicos de entonces, a cargo de la Unidad Ejecutora, la apertura prioritaria y perentoria de una cuenta especial en el Fondo Único de Cuentas Oficiales, para depositar allí todos los fondos referidos.


Por lo cual, estamos hablando de una hipótesis de gastos que no es la que la Ley Nº 12.106 mencionaba, sino la que el Gobierno provincial considera oportuno difundir.


Además, en este sentido me parece importante hacer algunas reflexiones deducidas de las palabras que planteaba el doctor Rosúa, que habló de una cantidad de dinero destinada a esta situación. Si mal no recuerdo, aproximadamente 523 millones de pesos, según me tomé la libertad de hacer la cuenta de lo que había mencionado el doctor, pero la publicación de hoy se refiere a 261 millones de pesos, con lo cual, aun suponiendo que esta violación de la normativa del artículo 6º de la Ley Nº 12.106 fuera admisible, están faltando 262 millones, de los que todavía no tenemos explicación.


Por otro lado, me parece también importante señalar –como bien lo dijo el doctor Rosúa– la situación “inusual, excepcional y gravísima” de esta crisis que se desarrolló, porque el Gobierno provincial, considerando esta situación “inusual, excepcional y gravísima” decidió destinarle apenas un poco más del 2 por ciento de su Presupuesto provincial, según lo acaba de admitir el doctor Rosúa en las cifras que nos ha dado. Me parece importante que quede claro que, en realidad, gran parte de la situación relacionada con los aportes para afrontar este fenómeno tuvo que ver –como bien lo ha dicho él– con fondos del Tesoro Nacional, en la gran mayoría de los casos, no reintegrables.


Y por otro lado, me voy a permitir también una consideración, en relación con la necesidad de incluir a todos los sectores y no generar ningún antecedente discriminatorio entre “ciudadanos santafesinos de primera” y “ciudadanos santafesinos de segunda”. Estos últimos serían todos aquellos que teniendo derechos otorgados por leyes nacionales, el Estado provincial viola esas normativas, votando leyes claramente contrarias al espíritu de las leyes nacionales y declarándolos “ciudadanos de segunda”, limitándoles derechos.


En ese sentido, cuando nosotros planteamos la necesidad de incluir a todas las localidades afectadas –y además, la mayoría lo menciona recurrentemente en todos los proyectos, y aun en este despacho de minoría que aparece en la Ley Nº 25.735–, se nos contestó que no había dinero suficiente para poder llevar adelante esta situación. Una reflexión bastante particular, en virtud de que el cálculo de presupuesto de inversión de lo necesario está basado sobre la inexistencia de mapas, zonas de afectación y padrón de beneficiarios. Por lo cual desconozco cuál es el método de cálculo aritmético y financiero para llegar a la conclusión de que son necesarios los dineros que el oficialismo nos ha comunicado que eran necesarios.


Pero más allá de esa situación, también me parece importante, señor presidente, considerar lo que mencionaba antes acerca de la responsabilidad. En el despacho de mayoría se plantea claramente, en lo que tiene que ver con la imputación presupuestaria del dinero referido, que supuestamente estaría destinado a los inundados que todavía faltaría cubrir: “Facúltase al Poder Ejecutivo a incorporar al Presupuesto del corriente ejercicio las partidas presupuestarias necesarias para atender las erogaciones derivadas de la aplicación de la presente, resultantes de aportes no reintegrables provenientes del Gobierno nacional o de fondos provenientes del financiamiento correspondiente al tercer tramo del Convenio de Préstamo Nº 4634 AR suscripto con el Banco Internacional de Reconstrucción y Fomento”.


Esto significa cero peso del Estado provincial. Lo que estamos haciendo aquí es admitir que el dinero no está disponible, estamos solicitando gestionar ante el Estado nacional que nos siga regalando plata, sin explicar todavía los 162 millones de pesos que ya gastamos, y estamos planteando que no existe la posibilidad de incorporar más dinero.


Si usted me permite, señor presidente, yo quisiera referirle que el Convenio de préstamo Nº 4634, suscripto oportunamente entre la República Argentina y el Banco Mundial, plantea en su tercer tramo de crédito la suma disponible de 380.000 millones de pesos. Esta es la cifra que, en todo caso, si la decisión política existiese, se podría adecuar a la solución del problema de la inundación, en virtud de que –como bien lo planteó el diputado Rosúa precedentemente–, la Ley Nº 25.812 habilita a la Provincia para que solicite al Estado nacional que este dinero sea donado.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Le solicita una interrupción la señora diputada Venesia.

SR. BRIGNONI XE "EP BRIGNONI, Marcelo" .– Si me permite, señor presidente, voy a terminar mi exposición, para no entrar en polémicas que me parecen poco oportunas para este tipo de debates.


Con lo cual, para redondear, señor presidente, me parece que necesitamos una cantidad de aclaraciones sobre algunas de las cosas que están pasando. Me parece que necesitamos conocer cuál ha sido la metodología de cálculo para arribar a la cifra que se nos planteó en distintas reuniones de la Comisión de Labor Parlamentaria y que son necesarias para plantear la situación de las inundaciones. Me parece que necesitamos una justificación filosófica para saber por qué hay ciudadanos de primera y de segunda en la provincia de Santa Fe. Y me parece que necesitamos saber cuál va a ser el compromiso del Gobierno provincial en lo que respecta a las propias arcas de nuestra provincia con relación a esta situación. Nada más y muchas gracias, señor presidente.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Tiene el uso de la señora diputada Qüesta, y luego, el señor diputado Mascheroni.

SRA. QÜESTA XE "UCR QÜESTA, Daniela" .– Muchas gracias, señor presidente.


Intentando no reiterar lo dicho por mis antecesores, haciéndome eco de los términos que han expuesto los señores diputados de las bancadas opositoras, de los diferentes bloques, intentaré demostrar dos temas y profundizar en algo que me parece que a lo mejor podría contribuir a esta discusión.


Una discusión que intentamos tener durante más de una semana, hace 10 días, en la cual la oposición se puso a disposición, llevó respuestas, tanto en forma verbal como escrita, muchas de las cuales, con motivo de la presencia de funcionarios del Poder Ejecutivo provincial fueron aparentemente bien receptadas e iban a ser consideradas. Incluso, la intención real de los miembros de la oposición era consensuar, aún asumiendo que todos intentamos ceder en nuestras posiciones, convicciones y principios, convencidos de la obligación que tenemos, como comunidad política, de ser representativos del pueblo de la provincia, de ser capaces de emplear un texto normativo, una reglamentación que acerque posiciones y les otorgue a los ciudadanos afectados lo más cercano posible a la reparación integral.


Pero desgraciadamente no llegamos a buen término, y resultó ser mucho más productiva la discusión que se dio en el seno del Justicialismo que la que se dio en los diferentes poderes políticos de la provincia de Santa Fe, y también en este recinto.


Así que, por un lado, asumimos el compromiso de continuar con el diálogo, porque creemos en las instituciones, porque creemos que aunque exista una mayoría automática en esta Legislatura, producto de la Constitución –que algún día tendremos que cambiar en serio, como ya lo planteé en otras oportunidades–, debemos intentar aportar nuestras ideas y pensamientos. Por otro lado, estamos convencidos de que en algún momento esto dejará de ser el resultado del juego de la mayoría y de la minoría, como lo ha sido en los últimos días, en esta corta experiencia legislativa que tuvimos. El desafío es grande: debemos llegar a considerar los temas en término en las comisiones, tal cual se asumen, como nuevos legisladores, pensando en la gente que ha puesto el ejemplo, y no en los intereses partidarios. 
Seguramente esta es una noche muy dificultosa, pero tratamos de sustentar nuestra posición, aunque desgraciadamente, repito, termine siendo producto del juego de las mayorías y las minorías, que es lo que queríamos evitar.


Por eso, en las propuestas que planteábamos en las distintas reuniones, incluso desde mi banca, desde mi bloque, hemos intentado ceder, por ejemplo, en lo que respecta al concepto de renuncia, planteado en términos de lo equitativo; no de lo que hace al legítimo derecho de los ciudadanos a reclamar ante la Justicia, al reconocimiento de sus derechos, sino de buscar pautas por la vía administrativa que permitieran tener un enfoque claro, concreto, hacia la comunidad, y que fuéramos capaces de intentar pensar en ello, un poco de cada cosa. Pero ese aspecto no ha sido tenido en cuenta y ha sido uno de los elementos que nos ha llevado a elaborar este dictamen de minoría, y que nos ha puesto en la necesidad de volver a nuestro primer planteo, al planteo de reclamar el reconocimiento y la responsabilidad de parte del Estado, tal como lo mencionó anteriormente el señor diputado Marcucci, con elementos técnicos, estadísticas e informes pertinentes.


Insisto en que existió una catástrofe; una catástrofe que pudo ser prevista, que pudo ser evitada. El propio doctor Rosúa dijo en un momento: “Se tienen que hacer las obras para evitar que se vuelva a producir este desastre”. Si hoy se pueden hacer las obras para evitar otro desastre, indudablemente, con la concreción de las obras antes de lo sucedido hubiera existido la posibilidad concreta y real de evitar el desastre.


Ni hablar de que eso significaría hoy una diferencia sustancial en los costos económicos, en el gasto que representa esta situación, no solamente para la Provincia, sino también para la Nación. Porque, en definitiva, en lo que respecta a la solidaridad no hay dudas, más allá de si los recursos surgen del Presupuesto provincial o del nacional, porque con la catástrofe que vivimos en Santa Fe ha quedado demostrado que existe solidaridad en el pueblo argentino.


Pero existen responsabilidades, y yo creo que vale aquí referirnos a un párrafo del mensaje del decreto reglamentario que envía el Poder Ejecutivo, en el que plantea como segunda condición o elemento a tener en cuenta como procura u objetivo del proyecto “evitar el prolongado y gravoso camino de la discusión judicial”. Es decir, si están tan convencidos de que no existe absolutamente ninguna responsabilidad del Estado provincial con respecto a esta catástrofe, si estamos tan convencidos de que esto fue producto de la naturaleza y que se puede asimilar e identificar a un tornado, no entiendo cuál es la causa para no reconocerle al vecino la posibilidad de reclamar ante la Justicia, y de reconocer este pago excepcional que el Estado está haciendo en este momento como una instancia primaria, sin dejar la posibilidad del reclamo por lo que más entienda cada vecino que le corresponde. O sea, si está tan clara la falta de responsabilidad del Estado provincial, ¿por qué negarle entonces al vecino el acceso a la Justicia?


En ese sentido, se han expuestos teorías y principios, absolutamente respetables en el marco del Derecho, pero que yo no comparto y me parece oportuno plantear. No es lo mismo resignar el ejercicio de reclamos posteriores en acuerdos privados, que cuando es el Estado el que impone esta situación a ciudadanos que están en condiciones de indefensión, de perjuicio y, fundamentalmente, en estado de necesidad. Creo que más allá de que haya legislaciones que lo hayan hecho de la misma manera, esto no nos da derecho a imitar aquellos malos ejemplos. Nosotros, que nos manejamos dentro del Derecho Público, que elaboramos desde este espacio normativas y plexos normativos del Derecho Público, no podemos desconocer la diferencia de poder de negociación y de litigio que existe entre el Estado provincial y el vecino particular.


Por lo tanto, vamos a insistir en la necesidad del reconocimiento de la posibilidad y el derecho al acceso a la Justicia que le corresponde a cada damnificado, y en último caso, será un juez quien determine las responsabilidades, y en ese caso, también la Provincia tendrá el legítimo derecho de defensa que le corresponde, como cualquier ciudadano, institución u organismo dentro de la República Argentina.


Por otra parte, cabe mencionar que en muchos medios y en muchas instancias públicas se ha querido influir en nuestras convicciones o convencernos del costo que significa para la Provincia afrontar esta situación, sobre todo para un nuevo gobierno, recién ingresado al poder. Primero, me hago eco de lo que dijo el señor diputado Brignoni y de las dudas que tenemos todos con respecto a la existencia o no de recursos. También cabe mencionar que la misma legislación que crea el Fondo de Reparación en el ámbito nacional –que citaron los diputados Rosúa y Brignoni– establece un mecanismo que expresamente prevé la posibilidad de ampliar estos montos.


Aun cuando supuestamente pueda ser cierto que todos los recursos disponibles han sido ya utilizados, no resulta comprensible por qué el Gobierno se autolimita en la posibilidad de gestionar nuevos recursos no reintegrables, recursos con los que la Nación ya se comprometió a ayudar a la Provincia de Santa Fe, que serían no reintegrables y que están previstos en una ley nacional. Una ley nacional que conocemos todos, pero que también conoce el Gobernador de la Provincia, porque la votó cuando era diputado nacional y porque se trató en el Congreso de la Nación. Son cuestiones que no se entienden y que nos llevan a cuestionar la objetividad de los planteos.


Por otro lado, como decía anteriormente, algunos nos dicen “el Gobierno es nuevo”, pero hay que tener en cuenta que estamos hablando de una provincia gobernada hace 20 años por el Justicialismo, y de un gobierno actual en el que aparecen nombres de funcionarios que, sin hacer ningún juicio de valor, sino objetivamente, han tenido diferentes instancias de responsabilidad, en la Provincia o en la Municipalidad. Pensemos en Balbarrey, Rossi, Morín, Hammerly, todos funcionarios que tuvieron responsabilidad política en algunos casos, por designaciones o por cargos políticos, con la representatividad que eso significa, pero con el conocimiento que tienen de la administración pública y de la problemática de gobierno, y con el acceso a la información inmediata que no tienen los particulares ni mucho menos la oposición. 
Entonces, creo que hay una cuestión de responsabilidad que tiene que ser compartida por el partido de Gobierno, en el sentido de que las elecciones se produjeron cuatro meses después de la catástrofe hídrica. Si el Justicialismo es capaz de acordar pautas y modificar la legislación electoral cuando lo necesita, ¿cómo no pudieron los máximos referentes ser capaces de sentarse al día siguiente de las elecciones, para ver de qué manera aceleraban este proceso de reparación de la provincia y de los damnificados?


Estamos a nueve meses y –como decían los diputados hoy– no existen planos, no existen censos completos. Hay 10.000 viviendas sin catastrar, no se ha definido cuál es realmente la necesidad de recursos que tiene la provincia para atender esta crisis, las empresas no han sido debidamente incorporadas a la legislación, de acuerdo con lo que establecen las leyes nacionales Nº 25.735 y 25.812. Sin ánimo de hacer chicanas, sino de establecer responsabilidades, hay cuestiones que están muy relacionadas, porque la responsabilidad no puede ser atribuida solamente al anterior gobernador, sino también al actual y al partido del Gobierno. Se han perdido nueve meses, y hablamos de gente que ha perdido su casa, sus pertenencias y que, en algunos casos, ha perdido la vida de hijos, padres o vecinos; y todavía estamos diciéndoles que no hay recursos.


Se establece una tabla que surge más como el intento de la mejor distribución de lo que hay que como el esfuerzo de lograr una reparación integral, como se merecen los santafesinos; y a su vez, sin planificar, sin instrumentar los mecanismos que la misma legislación nacional prevé como posibilidad para aumentar los recursos.


Entonces, en definitiva, estamos dilatando las cosas, estamos forzando la resignación de la gente, de manera tal que sienta que recurrir a la Justicia va a ser tan engorroso que si encuentra alguna solución o respuesta va a ser dentro de demasiado tiempo, y la estamos condicionando a recibir un monto que no cubre las expectativas ni las necesidades, en función de los daños sufridos.


Me quiero referir puntualmente al tema de las empresas, que lo planteamos en las reuniones de la Comisión de Labor Parlamentaria y en las reuniones abiertas que se hicieron las semanas pasada y esta, para lo cual solicitamos la presencia del Ministro de la Producción, que no asistió. También cabe mencionar que hubo un compromiso del oficialismo, de que el martes último asistieran funcionarios de los ministerios de Hacienda y de la Producción, así como del Ente de Reconstrucción, para terminar de avanzar en las dudas que teníamos, pero no asistieron. Reconozco la voluntad de los diputados oficialistas, pero entiendo que existe la división de poderes, que el diputado es diputado y el funcionario del Poder Ejecutivo provincial es funcionario del Poder Ejecutivo provincial, y las responsabilidades son distintas.


Con respecto a las empresas, quiero plantear una contradicción. Tal como lo decía el doctor Rosúa, aparte de lo que se había planteado de localidades declaradas en emergencia por el mismo río, por la misma inundación y en los mismos días y que no han sido incluidas en la ley, en el caso de las empresas, la ley nacional prevé expresamente qué empresas, comercios e industrias están sujetos a beneficios directos. La Ley Nº 12.183 –cuyo tratamiento traemos hoy al recinto– expresamente, por un lado, se funda en la ley nacional y, por otro lado, excluye a sujetos beneficiarios de esa ley nacional. Creo que en esto habría que abrir un poquito los ojos, si hay intención de evitar juicios, como se ha planteado, porque el sector productivo y el sector industrial están siendo excluidos de una legislación que los contempla.


Estos sectores se han introducido en este nuevo mensaje, a través de una ampliación de partidas que resultan insuficientes, pero que además, contradice el artículo 1º de la ley, que explícitamente los excluye. Se establece una ampliación de fondos en función de un decreto, pero está demostrada la diferencia entre un decreto y una ley, sabemos cuál es la jerarquía de las normas jurídicas.


Además, hay que tener en cuenta otro aspecto. De acuerdo con el procedimiento fijado por el Decreto Nº 1804 del año 2003, se establecía un mecanismo de auditorías, un mecanismo engorroso, que al Ministerio de la Producción le demandó todo este tiempo para llevarlo adelante, y que a los empresarios les significó muchos trámites y trabas, pero que llegó a una determinación. Por un lado, tenemos 87 millones de pesos reclamados por el sector del comercio y la industria, y aproximadamente un promedio de 60 por ciento reconocido por las auditorías del Gobierno provincial. Aun con los montos que se están incorporando en estas partidas, estaríamos llegando alrededor del 50 por ciento de ese 60 por ciento que ya estaba reconocido por el Estado provincial, a través de las auditorías.


En definitiva, se está tratando de instalar el discurso –discúlpenme el término– de que nos estamos preocupando por las empresas, pero a su vez, no les estamos dando la herramienta real que les permita reactivarse. Una empresa que ha perdido millones de dólares, que tiene que comprar o reparar maquinarias –algunas de las cuales tiene que traerlas desde el exterior–, no puede ser resarcida con un monto ínfimo en efectivo y con exenciones impositivas. Porque las exenciones impositivas son una herramienta válida como complemento de un resarcimiento real, pero no le va a servir al empresario para poner en actividad a la empresa, no le va a servir para pagar sueldos y, mucho menos, para reparar el equipamiento que necesita.


Entonces, por un lado, el Estado provincial está resignando este mecanismo que le permitiría recurrir a mayores montos de la Nación. Por otro lado, está incluyendo a un sector que se merece estar incluido con la misma jerarquía jurídica que cualquier particular que sufrió los efectos de la inundación, pero con un régimen jurídico diferente en cuanto a los criterios de reparación, y con auditorías realizadas puntualmente una por una.


Hay un avance muy importante en la determinación de lo que la Provincia estaría dispuesta a reconocer como daño, pero los recursos son insuficientes. Inclusive, esto ha sido manifestado por el sector industrial. Hoy escuchábamos en los medios que están recurriendo a organismos internacionales y que, indudablemente, están dispuestos a dar batalla, porque es la única forma que tienen de seguir adelante. No se trata de que estén encaprichados en ver qué beneficios pueden tener, sino que son sectores que han pasado las dificultades económicas de la recesión que hemos sufrido en los últimos 15 años, que se debieron recuperar del “corralito” financiero y, encima, ahora el río les llevó, en algunos casos, las tres cuarta partes de su empresa.


En esas condiciones, en una región devastada como en la que la que vivimos, creo que es impensable la recuperación, si nosotros no tenemos en cuenta al único sector capaz de producir trabajo y al único sector capaz de producir riqueza en la provincia.


Esta era una gran oportunidad. Tuvimos la ocasión de rever artículos de la ley, una ley que se elaboró en un momento difícil y para la cual nosotros vamos a reconocer que hubo dificultades y limitaciones legislativas, producto de la necesidad de dar respuestas urgentes a la gente. Este era el momento histórico de mejorarla, el momento histórico de reconocer el derecho que tienen los vecinos a que realmente los legisladores los representemos. Pero, lamentablemente, vamos a caer en este juego de mayorías y minorías, que nos va a dejar nuevamente de espaldas a la gente.


Por eso, desde el Bloque Encuentro Radical vamos a acompañar el dictamen de minoría y vamos a hacer nuevamente un llamado a la reflexión, a la madurez y a la necesidad de pensar en el respeto a las instituciones, pero fundamentalmente, en el respeto a la gente. Muchas gracias.

SR. PRESIDENTE (Barrera).–A continuación, tiene la palabra el señor diputado Mascheroni, y luego Lamberto.

SR. MASCHERONI XE "UCR MASCHERONI, Santiago" .– Señor presidente: a medida que oía la referencia que en algunas oportunidades se iba haciendo al denominado plexo normativo, me permití sumar: 2 leyes nacionales, 5 provinciales, 15 decretos que se refieren directamente a subsidios, y 8 decretos y resoluciones reglamentarias. Es decir, estamos en el orden de 30 normas, prácticamente 1 cada 1.000 familias damnificadas en la ciudad de Santa Fe, y todavía estamos discutiendo, a más de nueve meses, si una ley va a solucionar o va a significar poner, en alguna medida, un principio de equidad.


Creo que es necesario reflexionar sobre esto, aunque sea brevemente, para que lo entendamos. Adviértase la plenipotencia que tuvo el Gobierno de Reutemann, desde el punto de vista jurídico y normativo, para abordar el problema de las inundaciones. Sin embargo, y de una forma “inexplicable”, hay gente que en la ciudad de Santa Fe y en otros departamentos de la provincia sigue reclamando por justicia. ¿Cómo es posible que haya gente que esté reclamando justicia, cuando tenemos 30 normas referidas al problema de la inundación?


Esto es un dato de la realidad, y que tiene que ver con el relativo grado de eficacia que pueda llegar a tener la normativa que se fije. Pero al mismo tiempo, está demostrando que durante la crisis, los sectores políticos de la provincia tuvieron el objetivo central de tratar de dar una respuesta al reclamo de la gente, y dejar para otro momento –que es este– el debate político y técnico de qué ocurrió a partir del 29 de mayo.


Esto lo quiero poner de manifiesto, porque parecería ser que se entroniza un eje falso, en donde la mayoría está sensibilizada con el reclamo popular, y la minoría parecería ser que solamente está preocupada en disquisiciones desde el punto de vista jurídico o filosófico. Y no es así –reitero–, por el pasado reciente, en que se vio cómo los distintos sectores políticos dejaron el debate a un costado, para dotar y brindarle al Poder Ejecutivo provincial las herramientas que dijo necesitar –que “dijo necesitar”– para abordar el problema de la crisis, en su momento crítico –si se podría denominar así–, y por los distintos pasos posteriores, como bien han señalado los diferentes legisladores preopinantes.


No es poca cosa; y tengamos presente que se trata de casi “una norma cada mil familias”; quizás hubiera sido más directo buscar grupos de mil y dictarles la solución inmediatamente, y tal vez no estaríamos discutiendo esto. Primera cuestión, como digresión en torno al enfoque.


Y aquí sí quiero entrar a analizar por qué hemos firmado un dictamen que no es el de la mayoría. Y haré una breve referencia a por qué se parte de una hipótesis distinta en el enfoque del problema, como bien se ha señalado. Nosotros hablamos de la responsabilidad del Estado, pero también me permito incorporar la responsabilidad de los funcionarios. Porque parecería ser –y también quiero detenerme unos segundos en esto– que el despacho de la minoría es una especie de argumento para la futura “industria del juicio”, y no es así. O que nosotros queremos –como se ha dicho aquí– que el Estado sea demandado y exigido en sus arcas. Tampoco es así.


Voy a usar un ejemplo quizás burdo, para que los que no están en el mundo del Derecho lo entiendan: si el chofer del gobernador nos choca con su vehículo, yo no le voy a imputar al gobernador responsabilidad personal, directa; pero es muy distinto si yo le he advertido al gobernador que ese auto no tenía frenos, y él permitió que su chofer continuara conduciendo el auto en esas condiciones.


Esto lo quiero plantear con un ejemplo simple, porque si no, nos vamos a enredar en lo que bien han fundado los diputados preopinantes, en torno a si esto era o no evitable. Quiero partir del hecho del momento en que se produjo el evento dañoso, y cuál es la culpa del Estado, por negligencia, para cubrirse a cualquier riesgo, para patear la pelota al córner.


Y el principio de responsabilidad que hoy niega la bancada mayoritaria con su voto y su dictamen, lo admite el propio Gobernador Reutemann con su firma, cuando lo remueve al ingeniero Ricardo Fratti de la Dirección de Hidráulica. Voy a pedir que por Secretaría oportunamente se incorporen a la versión taquigráfica los fundamentos, los considerandos y la resolución de ese decreto. Lo aparta a Fratti de la función, por haber omitido sus obligaciones o responsabilidades, y habiéndose producido la catástrofe, por no haberla advertido a tiempo; cosa que hoy se discute si lo hizo o no. Pero la remoción del funcionario Fratti es el mea culpa del Gobernador de la Provincia.


Entonces, ¡qué voy a discutir yo con los que son más papistas que el Papa, cuando el propio Gobernador dice “la culpa fue de un funcionario de alta jerarquía y del área específica, por eso lo remuevo”! Diez meses después, ¿me van a venir a decir a mí, por más votos que tenga la bancada mayoritaria, que acá no hubo responsabilidad del Estado? Lo admitió el propio Gobernador de la Provincia.

Para mí, el problema de la responsabilidad está totalmente resuelto. ¿Por qué? Nadie dijo que queríamos la inundación. Podríamos discutirlo... Me adhiero a lo que bien planteaba el señor diputado Marcucci: un sector del terraplén, en el caso de la ciudad de Santa Fe, no se completó. En otro momento vamos a ver qué tipo de responsabilidades hubo allí. Pero lo cierto es que producido y advertido este hecho, hubo decisiones del propio Poder Ejecutivo.


Cuando se politizó o hubo sospechas de manejo interesado en la asistencia a los inundados, se produjeron remociones. Es decir, hubo actos administrativos que han quedado objetivamente planteados –no en la imagen o en la memoria de los santafesinos, sino en la Administración pública– que demuestran que desde el momento de la producción, y después, cuando se sucedió la crisis, hubo hechos que le exigieron al propio administrador, al titular del Poder Ejecutivo provincial, producir cambios. Eso me releva absolutamente de tener que argumentar más, porque fue el propio acto de la Administración y de su titular, quien quiso ir solucionando problemas que se plantearon, ya sea por omisión o por una acción dudosa o confusa, que generaba la duda o que instalaba un estado de sospecha. Esto desde el punto de vista de la responsabilidad.


A partir de allí, aun en la hipótesis que se admitiese la discusión entre indemnización y reparación solidaria –adscribo a la primera–, también tenemos que ver que la necesidad de la reparación no es un argumento de los estudios jurídicos. Esta fue una decisión política del propio Gobierno, de carácter solidario o como fuera. Pero fíjese usted una cosa, señor presidente: entre los antecedentes que citaba el diputado Rosúa no me pareció escuchar el del tornado de San Justo. No hubo necesidad; la asistencia del Estado para la reparación de las casas parcialmente destruidas fue mediante subsidios, y para aquellas totalmente destruidas consiguió líneas de créditos por parte del Banco de Santa Fe, en aquel entonces, Banco Provincia. Y no fue necesario plantearle a la gente que no fuera a la Justicia a reclamar, porque en la conciencia de ningún sanjustino estaba esa intención ni quedaba la convicción de que el Estado tenía culpa.


El problema que se plantea acá es distinto. Esta cláusula surge porque está instalada en la sociedad santafesina y en la Provincia –pero fundamentalmente acá, en Santa Fe– la idea de que hubo responsabilidades y que no es un problema de disputa ideológica o de algunos activistas. En cualquier vecino, de cualquier barrio, está la convicción serena de que acá hubo responsabilidades de los funcionarios. Por eso, el Estado se cubre y dice: “No, no, si pagamos, que... por favor... que esto implique la renuncia”.


Es verdad lo que se dijo en torno a esto. Hay muchos antecedentes desde el punto de vista jurisprudencial, en cuanto a que la renuncia a los derechos patrimoniales no implica inconstitucionalidad. Pero esto hay que analizarlo contextualmente. ¿De dónde deriva su inconstitucionalidad? No de la renuncia voluntaria, sino del estado de necesidad de quien frente al Estado tiene que aceptar. ¿Por qué? Por otra cuestión que también hemos analizado en la Comisión de Labor Parlamentaria.


Hoy, ante este evento dañoso, yo tengo la vía de la Justicia ordinaria. Pero desde el momento en que entro en este esquema, termino siendo regido por el Código Contencioso Administrativo, el Decreto-Ley Nº 10.204, porque si no quiero renunciar, tengo que seguir la vía jerárquica hasta agotarla, frente a lo que diga la resolución del ente. Y si después pierdo la apelación, voy a tener que ir a la Corte Suprema de Justicia.


Es decir, frente a ese camino dudoso hay un fuerte estado de necesidad del vecino de Santa Fe, al que no le queda otra cosa que especular entre una acción directa ante la Justicia, o aceptar esta oferta transaccional válida, pero que lo hace bajo estado de necesidad. Y ese estado de necesidad es objetivo, porque no estamos hablando de esto en abstracto, sino con referencia a las personas de la barriada Oeste de Santa Fe, de sectores medios que crecieron con esfuerzo, de los sectores más modestos de nuestra ciudad y de las barriadas más carenciadas.


Evidentemente, no nos podemos obligar a justificar esto para esa gente que actúa con estado de necesidad. Y el Estado tiene que brindarle la mayor tutela y protección a ese que está más desprotegido; es decir, tiene que ser más justa la indemnización o la reparación, porque tiene menos chance de ventilar sus derechos ante los tribunales o de esperar el trámite administrativo, si opta por esperar la resolución del ente.


Por lo tanto, yo sí sostengo la inconstitucionalidad de esa norma para la gente a la que en estado de necesidad no le queda otra chance y no tienen la posibilidad del albur de un pronunciamiento judicial. Es distinto el caso de otros sectores con mayor poder adquisitivo, para los que quizás lo que se esté discutiendo no sea la reparación inmediata del daño, sino el daño moral y otras cuestiones, o el monto de la indemnización por vida, etcétera.


Por eso creo que hoy es el momento de discutir este punto –por más que venga de aquella ley– ya que es manifiesta su inconstitucionalidad. Aunque reitero y me adhiero a quienes sostienen que la transacción sobre los derechos patrimoniales es lícita, pero no cuando el individuo está imposibilitado de decidir con libertad.


Y otro elemento objetivo del estado de necesidad es que la población de Santa Fe se ha movilizado por esto, no se quedó esperando la remisión del mensaje, ¡lo peleó! No se quedó esperando el tratamiento en la Legislatura, ¡lo militó! ¡Pocos o muchos! ¡Con diversos intereses! Pero esto ha sido un problema sentido por la gente. Y si eso no es estado de necesidad, de buscar una respuesta justa, no tenemos que hilvanar demasiado.


Aparte de este inicial enfoque, ¿qué nos diferencia de lo que indudablemente va a salir como ley? La posibilidad de extender la asistencia en el tiempo y en los montos, a fin de ser más eficaces con la reparación. ¿Por qué? Por una razón presupuestaria. La mayoría dice: “Nosotros llegamos a una suma, después de estudiar un montón de casos”. Les creo, pero también deben admitirme que hay una cuota muy grande de voluntarismo. ¿Por qué? Porque si no tenemos padrón definitivo de damnificados, si tenemos el 40 por ciento de las casas a catastrar nuevamente –por primera vez, diría yo–, díganme: ¿cuál es la estimación para que ese monto esté, más o menos, contemplando la totalidad del reclamo?


Es un acto de buena voluntad, por decirlo de alguna manera elegante. No tienen ninguna confirmación, desde el punto de vista técnico. Quedan casi 11.000 viviendas a censar. ¿Cómo podemos estimar por una proyección? Admítase, por lo menos, que es un tema de dudosa eficacia, desde el punto de vista instrumental, más allá de que en algunos casos resulte justo y en otros no.


Con respecto a la cuestión de la categoría catastral, ya la hemos planteado, pero creo que vale la pena insistir. No es lo mismo la categoría de edificación que la categoría catastral. Se habla de metros cubiertos, pero no de la calidad de la edificación o de las viviendas; y si hay dudas, está el último censo nacional. Entonces, y sin entrar en la casuística, no es lo mismo una casa de 100 metros cuadrados, con baños azulejados, con pisos, etcétera –porque mucha gente de clase media, con mucho esfuerzo, ha logrado mejorar su casita–, que otra de 150 metros cuadrados, cuya calidad constructiva es distinta. Pero acá se tratan por igual, por cantidad de metros cuadrados, y esto es un principio de injusticia.


Podrán tener razón para plantearlo: “No nos queda otra”. Pero yo creo que sí hay otra forma, que es hacerlo mediante el censo efectivo, y después de una estimación de daños, en última instancia, pasar a la posibilidad o no de una cifra transaccional. Acá se ha hecho distinto.


Y en cuanto a la existencia de recursos desde el punto de vista de lo abstracto, como ya se ha manifestado, yo no pongo tanto énfasis en si esos fondos son de la Nación o de la Provincia; son dineros públicos. Pero me preocuparía la picardía, señor presidente, de que estos 160 millones de pesos formen parte de un crédito mucho mayor que tiene la Provincia en el orden nacional o en organismos internacionales, pero que lleguemos hasta ahí porque ese sea el único monto que va a reconocer la Nación, o del que se va a hacer cargo la Nación. Podríamos incluir parte de ese crédito en una etapa dos, tres o la que fuere, para abordar los casos no contemplados. Pero no; la decisión es hacerlo así, aquí y ahora.


También quiero hacer una referencia de lo que ha ocurrido hasta este momento. En el curso de esta semana –y debo destacar la actitud de la Presidencia– se nos entregó copia de la rendición de cuentas realizada hasta el 10 de diciembre. El tiempo es muy escueto para poder procesar esa enorme información que se nos ha brindado, que también tiene que ver con esta discusión. ¿Por qué? Porque en la tabla que se nos dio hoy con información oficial de la Provincia, entre las obras necesarias de la inundación figura la polémica modificación de las avenidas 27 de Febrero y Alem. Además de la polémica que de por sí plantea esa obra, de paso, cañazo; ya que tenemos la plata, la licitamos y le damos para adelante.


Y yo pregunto: ¿qué tiene que ver el ensanche de las avenidas 27 de Febrero y Alem con la obra de la emergencia, de la inundación? Fue una decisión política del Gobierno. Bueno..., háganse cargo de esa decisión política. Cuando planteé esto en la Comisión de Labor Parlamentaria, los diputados Tibaldo y Lacava me dijeron: “Está mal incluida”. Evidentemente, el Gobierno no piensa como ellos, porque la incluye en el diario El Litoral, como información oficial.


¿Qué estoy planteando con esto? Estoy haciendo una reserva de derechos a futuro, como es buscar en esta rendición de cuentas toda la inversión que no tiene nada que ver con la inundación. Acá o en cualquier otro departamento es lícito que el Estado planifique la obra pública, la licite y la ponga en curso de ejecución, si es necesario, pero me parece de muy mal gusto que en la crisis que vivían los santafesinos y cuando había otras urgencias, se dijera: “Vamos a hacer la obra de Alem y 27 de Febrero”. Esto se da de patadas con el declamado espíritu solidario de esta reparación, que “la hacemos porque nos gusta, porque somos guapos, buenos muchachos, somos hipersensibles. Y la oposición discute las cuestiones de la elite”. ¡No, señor!


Entonces, destacamos su actitud, señor presidente, pero planteamos que no podemos ponderar en esa rendición de cuentas qué es lo que está bien o mal gastado de lo que se gastó. Y desde ya, no podemos cerrar ese capítulo y hacemos reserva de derechos para profundizar en esa cuestión, porque tiene que ver con los recursos que se van a conseguir para cumplir con la ley que salga y con los que podríamos haber utilizado en aquel momento, también para afectarlo a esto.


Hago una simple referencia, desde el punto de vista técnico, a si esta inundación del Salado era previsible o no, si la luz del puente o las obras de escurrimiento fueron la causa determinante, etcétera. Hay un dato que es objetivo: el deber de precaución del funcionario público. Si todo esto se sabía, no que iba a venir la inundación, pero sí que ese era un paso crítico, el deber de precaución del funcionario debía ser mayor aún.


Me permito referir acá lo que le citaba antes a usted, señor presidente: pese a que los técnicos y el Gobierno dijeron que no había ningún riesgo, el puente Rosario-Victoria significó la reducción a 12 kilómetros de los 59 kilómetros que tenía el valle de escurrimiento del río Paraná. Ojalá nunca llegase a ocurrir nada, pero si lamentablemente así fuera, vamos a ver qué nos van a decir los que hoy nos afirman “No, el Gobierno anterior no fue culpable, porque fueron culpables los que hicieron el puente sobre el río Salado”.


Es evidente que la obra del hombre tiene incidencia e impacta en el ambiente, pero cuando uno sabe que hay obras que tienen un alto impacto ambiental, el deber de precaución es inexcusable, y esto lo sumo al tema de la responsabilidad.


Por lo demás, creo que en términos generales está planteado –y muy bien– lo que los diputados preopinantes que hemos firmado este despacho consideramos en cuanto a la indemnización de la vida, a la participación de los damnificados y a los mecanismos para determinar si hubo pago indebido. Porque si no, quienes cobraron indebidamente, van a volver a cobrar indebidamente; máxime, cuando no existe el padrón.


Los enfoques generales están trazados y, a fuer de ser sincero, creo que el dictamen de minoría es un buen proyecto alternativo, un muy buen proyecto alternativo para abordar todos los problemas que esta compleja realidad plantea: las cuestiones de responsabilidad, pero también la respuesta inmediata a la gente.


Porque gústeles o no, es evidente que con el dictamen de mayoría se ha decidido poner un manto de silencio y de definitivo cierre de debate en torno a lo que fue la lamentable gestión del Gobierno anterior, en vinculación con este problema de las inundaciones. Es una decisión política de la mayoría; la entendemos, pero no la compartimos. Porque parecería que acá de lo pasado no se habla: “Está todo bien, paguemos y cerremos el episodio”.

Creemos que no es ese el camino, y mucho menos tenemos la certeza absoluta de que este sea un procedimiento que cierre definitivamente el capítulo del problema de las inundaciones en la ciudad de Santa Fe.

INSERCIÓN solicitada por el señor diputado Mascheroni

Decreto Nº 0975

Santa Fe, 06 de mayo de 2003

Visto:


Las gravísimas consecuencias originadas por el desastre hidrológico sufrido por la ciudad de Santa Fe y su zona de influencia, y

Considerando:


Que como consecuencia de ello se han visto afectadas en forma inusual tanto la vida como la propiedad de un altísimo porcentaje de la población;


Que resulta imprescindible en virtud de la magnitud de los daños ocasionados, establecer las responsabilidades que pudieran corresponderle a aquellos funcionarios que desde la órbita oficial no pudieron o no supieron arbitrar los medios conducentes si no a evitar, por lo menos a anticipar la llegada de semejante masa hídrica y encarar las medidas correctivas que pudiera corresponder en el menor tiempo posible;

Por ello:


Y en un todo de acuerdo con lo dispuesto por el artículo 72 inc. 1º y 5º de la Constitución de la Provincia;

el gobernador de la provincia

decreta:

Artículo 1º – Déjase sin efecto el Decreto Nº 0084/99 por el cual se designara al ingeniero Ricardo A. Fratti como Director Provincial de Obras Hidráulicas.

Artículo 2º – Dispónese la intervención de la Dirección Provincial de Obras Hidráulicas y desígnase en el cargo de Interventor del Organismo al ingeniero Roberto Daniel Gioria (DNI 8.434.923 – Clase 1951).

Artículo 3º – Regístrese, comuníquese y archívese.

Berli – Reutemann

SR. ESQUIVEL XE "PJ ESQUIVEL, Mario" .– Pido la palabra.


Solamente quiero hacer una aclaración…

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Adelante.

SR. ESQUIVEL XE "PJ ESQUIVEL, Mario" .– Gracias. Sin ánimo de polemizar con mi amigo Santiago Mascheroni, creo que ha vertido algunos conceptos que jurídicamente no son válidos porque son demasiado absolutos, demasiado categóricos en la forma en que los plantea.


Creo que fue brillante la exposición que hizo el presidente de nuestro bloque, que fue muy claro al explicar los tres ejes en los que fundaba esta reforma a la Ley Nº 12.183 y a la sanción del Decreto reglamentario Nº 39. El doctor Rosúa fue muy claro, por lo tanto, me tendría que remitir veritatis causae a lo que él dijo.


Pero le quiero aclarar dos conceptos al diputado Mascheroni, en los que creo que vamos a coincidir, más allá de que puedo aceptar el énfasis con que él expone, porque no hay conceptos absolutos en cuanto a la responsabilidad que plantea. Porque hoy, al día de la fecha, todo el mundo sabe que hay una investigación judicial, en sede judicial, con un juez con nombre y apellido que ha citado a declarar, entre otros, a quien mencionó el diputado Mascheroni –al ingeniero Fratti– y a otros funcionarios, inclusive, previendo la posibilidad de un careo.


Quiere decir que ese tema no está cerrado, y las responsabilidades civiles y/o penales, y/o funcionales –que serían las de los funcionarios públicos– van a emerger de la resolución que tome el juez de la causa; más allá de lo que dice el diputado preopinante –que el Gobernador hizo un mea culpa y demás, cosa que a mí no me consta, pero no tengo por qué dudar–, eso lo va a determinar un juez, más allá de la opinión política que haya vertido el Gobernador o quien sea.


Y con respecto al otro tema, como para ir cerrándolo, le contesto o le aclaro un poco cuál es mi pensamiento sobre la famosa renuncia. Porque si no, la renuncia que se exige parece manejada arbitrariamente y medio de atropello. Hoy el diputado Rosúa habló de los tres ejes sobre los que gira esta medida, y explicó por qué hablamos de reparación y no de indemnización. Yo creo que la indemnización es meramente eso, un resarcimiento, una suma de dinero por un hecho que uno asume como responsable; la reparación es integral. Lo dejamos ahí. Ese es, digamos, el contrasentido que tienen los dos términos. La reparación es integral, busca volver las cosas, de la mejor manera posible, a su estado anterior. El resarcimiento es ‘pago, y que Dios lo ayude’. Nosotros hablamos de reparación.


Segundo tema. El Gobierno ha hecho un ofrecimiento anticipado. Yo pregunto, y que algún legislador me conteste: ¿qué hubiera pasado si el Gobierno no hubiera hecho nada, ni el anterior ni este? Supongamos, hipotéticamente, que nos encontremos con un Gobierno que diga “Fue un fenómeno grave, inusual, inesperado, imprevisible, no tenemos recursos. No hacemos nada”.


¿El Gobierno qué hizo? Instauró un régimen para la gente, voluntario, optativo, de anticipo, y no haciendo uso o abuso –como lo planteaba el diputado Mascheroni, en el tema del estado de necesidad–, sino que aquella persona que lo quiera tomar, lo toma; o lo deja. Por supuesto que estamos hablando de gente que está en un estado que tiene que elegir un camino de un litigio largo o de una aceptación de este régimen, pero es muy clarito que la renuncia puede estar invalidada por dos motivos: porque hay vicio de la voluntad, o porque la persona que acepta no tiene percepción suficiente del acto que está realizando.


Los derechos económicos y patrimoniales son negociables, y son renunciables. Entonces, a partir de allí –salvo que le pongamos un revólver en la espalda–, la persona podrá decir “lo tomo” o “lo dejo”, o “me voy a un juicio contra el Estado”, o “me presentaré como actor civil en causa penal” y elegirá el camino –con un estudio jurídico, obviamente–, pero el Estado no puede eludir la responsabilidad de decir “ofrecemos esto: la reparación anticipada y lo más integral posible”.


Aclarados esos dos puntos, de los cuales estoy absolutamente convencido, les quiero señalar muy brevemente que no tengo ninguna duda, por lo menos en lo que a mí corresponde, de que el tratamiento que le estamos dando hoy a la reforma de la Ley Nº 12.183 ha superado con creces las expectativas del mensaje que mandó el Poder Ejecutivo. Y ustedes tuvieron participación positiva: la oposición y el oficialismo.


Es muy superador lo que estamos tratando hoy, más allá de que no cierre la herida profunda que ha producido en la historia de Santa Fe. Como santafesino que he vivido siempre aquí, yo creo que este hecho –que esperamos nunca más se repita– es la herida más profunda que ha sufrido el Gobierno. Pero tanto el anterior como el actual Gobierno han dado la cara, y a través de distintos instrumentos jurídicos y con una continuidad en el accionar han dicho “acá estamos”. Se ha mandado el mensaje a la Legislatura, y los legisladores han contribuido a mejorarlo sustancialmente, sin distinción de ningún sector político y sin perjuicio de que la Justicia –a la que no le cerramos el camino desde esta Legislatura– diga otra cosa, por aquello de la independencia de los poderes.


Este es el aporte valioso que hace todo este conjunto de legisladores de una situación que es extraordinaria y lamentable, y que ojalá no se repita. Pero insisto, la Justicia está trabajando; la Justicia ha citado hoy al ex intendente de Santa Fe y lo va a carear con los funcionarios que crea necesario. Por lo tanto, acá no se está cercenando ninguna posibilidad de nada. Esta es la contribución, la mejor contribución, con todos los recursos que tiene el Estado, recibidos del Gobierno nacional, de la misma Provincia o de carácter extraordinario, para afrontar una situación que esperemos no se repita. Nada más, señor presidente.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Tiene la palabra el señor diputado Lamberto, y luego la señora diputada Gutiérrez.

SR. LAMBERTO XE "BS LAMBERTO, Raúl" .– Señor presidente: la opinión de nuestro bloque fue vertida oportunamente por el diputado Bonfatti. Dado lo avanzado de la hora y respetando el criterio de no reiterar, queremos abordar dos puntos defendidos por el diputado Rosúa, en cuanto a los conceptos de “reparación” y de “indemnización” que la ley efectúa, términos que considero ex profeso mal usados, ex profeso antagónicamente mal usados.


Señor presidente, yo les comentaba anoche a los compañeros de mi bloque que cuando el Código Civil empezó a ser insuficiente para dar respuesta a los infortunios laborales, cuando se le pedía al trabajador que probara la culpa o el dolo para hacerse acreedor de un daño por infortunio –hecho muy difícil de probar–, la doctrina francesa empezó a elaborar el concepto de responsabilidad objetiva, que en cierta forma fue el antecedente de lo que se conoció después como el Derecho del Trabajo. Un derecho que no consideraba a las partes iguales, un derecho de reparación, un derecho de desigualdad, porque el Estado acudía a defender a la parte más débil de la relación laboral.


Este derecho laboral modifica el Código Civil, y nace un nuevo derecho que ya no considera a las dos partes iguales, sino que supone que en una relación laboral hay una parte más débil.


¿Sabe, señor presidente, qué dice la doctrina? Que el derecho moderno ha modificado el concepto de daño y perjuicio originado en culpa o dolo, por el nuevo concepto de reparación del daño. Y fíjese, señor presidente, que este concepto de reparación lo incorpora la Ley Nº 17.711, que modifica al Código Civil, y que queda plasmado en el artículo 1113 que es de responsabilidad objetiva por riesgo o vicio de la cosa, pero que claramente “asimila la palabra ‘reparación’ a la palabra ‘indemnización’”.


Mire, señor presidente, lo que dice el artículo 1078 que incorpora la Ley Nº 17.711 –leo dos partes–: “La reparación del agravio moral ocasionado a la víctima”, y seguidamente dice, “La acción de indemnización del daño moral”.

¿Qué hace la Ley Nº 12.183?, ¿qué hace el artículo 1º del mensaje actual?, ¿y qué hace el artículo 7º bis? Dice: “La Provincia acepta reparar...”, la Provincia le pide que renuncien a “indemnizar”. Si es lo mismo... Es lo mismo. Es casi... –cuesta a veces definir, como si fuera una tautología: afirmo y automáticamente digo lo que afirmo–. Es decir, se elabora una ley para evitar, en el fondo, que se indemnice usando una palabra que es indemnización, que es “reparación”.


Entonces viene a colación el otro tema que traía el diputado Rosúa: ¿qué es lo que fija nuestra Constitución? Nuestra Constitución habla de la reparación o de la indemnización por los hechos ilícitos del Estado, con la siguiente salvedad: primero, el Derecho actual ya no reconoce simplemente la indemnización por los hechos ilícitos; también la reconoce por responsabilidad objetiva. El Derecho actual también reconoce la responsabilidad por los actos lícitos del Estado.


Por lo tanto, decir que lo que rige es la Constitución en su artículo 18, cuando ocho o siete años después de la Constitución del 62, el Código Civil modifica e incorpora la responsabilidad objetiva por daños –y la Constitución manda por sobre el Código Civil–, evidentemente, es quitar una unidad de análisis integral al tema de las reparaciones, que tanto en la doctrina y en la jurisprudencia argentina como extranjera se fue modificando. ¡Y se fue modificando para proteger al más débil!, al que muchas veces tenía menos elementos de prueba, para proteger al que indefectiblemente le resultaba absolutamente difícil probar la culpa o la negligencia, como le resultaba al trabajador. Y tanto es así que a partir del fallo Cornelio Alegre también se le posibilita al trabajador optar por el artículo 1113, que establece la indemnización tarifada.


Si nosotros exponemos esto, señor presidente, es porque la ley hace una incorrecta utilización de los términos para contraponer, en el fondo, ‘reparación’ con ‘indemnización’. Y nosotros filosóficamente sabemos que si hay un daño, si hay un perjuicio, corresponde una reparación; y esa reparación es una ‘indemnización’.


A nosotros nos preocupa esto, porque después se habla de la “industria de los juicios”, pero esta se genera por estas cosas, que son las que dan pie a determinados reclamos jurídicos, que tanto la doctrina como la jurisprudencia tienen absolutamente superadas. Este no es un tema menor. Por lo tanto, cuando nosotros hacemos referencia al derecho de la gente a acudir a la Justicia, lo involucramos sobre la base de una realidad.


La negativa, en los términos previstos por la redacción del despacho, no es como el otro día nos decía Forconi: “Si hay un acuerdo de partes, las dos partes renuncian”. ¡No, señor! Nosotros estamos votando la denegación al derecho de acudir a la Justicia, que es otra cosa totalmente distinta. Le estamos diciendo a la gente: “O agarra esto, que es lo que nosotros le podemos dar, [enmarcado en un verdadero estado de necesidad y de realidad, porque aparte, sabemos lo que significa en la práctica acudir a la Justicia] bajo condición de desistir de acudir a la Justicia”.


Y esto no es un acuerdo administrativo logrado entre las partes, en el que las dos partes renuncian a su reclamo, en función de un precio justo, equitativo, etcétera. No, acá hay un contrato de adhesión; acá hay un monto que no se discute. Entonces, esto no es un acuerdo de partes, sino decirles: “Esto es lo que nosotros vamos a pagar. Y si usted lo quiere cobrar, tiene que desistir”.


A nosotros nos parece que el tema es totalmente distinto, porque aparte, como condimento de todo esto, están los hechos que sucedieron, en los que evidentemente existen acciones u omisiones que hacen e involucran al Estado como posible responsable. Yo creo que si algo tiene en claro el oficialismo es este tema.


Por eso, a nosotros nos parece que estos dos temas debieron haberse puesto en los términos con que correspondía. Porque uno hubiera evitado un debate jurídico que va a ser muy difícil de sostener, y el otro hubiera evitado que la gente tenga que ir a atacar, por inconstitucional, un derecho que la Constitución debe garantizar –y que nosotros debemos garantizar, como legisladores–, que es el derecho a que todos los habitantes de la provincia tengan libertad de acudir al servicio de justicia, sin tener que actuar bajo un contrato de adhesión, como el que se impone por esta ley. Gracias, señor presidente.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Señora diputada Gutiérrez, tiene la palabra. Luego el diputado Real.

SRA. GUTIÉRREZ XE "ARI GUTIÉRREZ, Alicia" .– Gracias, señor presidente. Ya el presidente de mi bloque adelantó la posición al respecto y yo quiero resaltar otro aspecto.


Quizás hubiera sido importante que en esta Cámara estuviéramos hoy discutiendo proyectos del Gobierno o de la oposición sobre una política hídrica para nuestra provincia de Santa Fe, que tiene inundaciones en el norte, en el sur, en los cuatro puntos cardinales. O quizás también hubiera sido importante que estuviéramos discutiendo una política de reactivación productiva para la provincia de Santa Fe, para generar fuentes de trabajo genuinas, que quizás nos permitirían exportar productos manufacturados, para tener productos con valor agregado. Y no me estoy refiriendo en estos casos a las ventajas que hoy tienen algunos sectores, o que están gozando algunos sectores agropecuarios y los que están relacionados con ellos, producto del aumento del precio internacional de la soja.


O tal vez, deberíamos estar discutiendo un proyecto de salud para priorizar, por sobre todas las cosas, la inversión de los dineros públicos en el hospital y en la atención primaria de la salud, como garantía de una salud equitativa para todos los santafesinos y santafesinas, y no una transferencia a los efectores privados. O quizás un proyecto de educación, mediante el cual el Estado garantice mejores salarios y contenidos, sobre todo, para que nuestros jóvenes puedan realizarse y vivir con dignidad.


El tema hoy es otro, pero no es de menor importancia la metodología de cómo llevar adelante las políticas de gobierno. Y nosotros, hoy, estamos notando que el partido gobernante, en sus primeros pasos, como en este caso, toma a las víctimas de la inundación como parte de un ajuste de caja, tan de moda durante la época menemista.


Y tal vez deberíamos preguntarle –o deberían preguntarle al partido del Gobierno– al Presidente Kirchner por qué hoy no tenemos 200 millones de pesos para distribuir entre las víctimas y, sin embargo, se compromete con el Fondo Monetario Internacional y con los bancos –que son los principales responsables de la política menemista– a devolverles miles de millones de pesos, que son producto del trabajo de todos los argentinos.


No estamos de acuerdo con esta ley, pero creemos que hay que tener en cuenta valores de recuperación que no pasen solamente por los bienes muebles o inmuebles. Creo que hay que tener en cuenta otros valores, por los que luchamos desde nuestra juventud junto a miles de compañeros y compañeras de mi generación –de la que orgullosamente he formado parte como militante peronista–, que situaba a los desocupados, a los trabajadores, a los pequeños comerciantes, a los desprotegidos por las políticas de mercado como destinatarios principales en las políticas de distribución de la riqueza.


Por ello, hoy, al aprobar esta ley, no podemos dejar de tener en cuenta que hay que resarcir a los perjudicados de sus bienes materiales, pero también es una oportunidad para resarcir a los perjudicados de la política que el mismo Justicialismo ha llevado adelante en sus épocas de adhesión al neoliberalismo.


Todos sabemos las secuelas lamentables que ha dejado. Podemos destacar que gran parte de esos sectores castigados por la inundación son los mismos que están sin trabajo, sin vivienda, con sus hijos comiendo en los comedores escolares. Y por eso decimos que no podemos olvidarnos de la solidaridad, y que esta es una oportunidad para que podamos distribuir mejor los recursos, con mayor equidad, tomando como centro de distribución a aquellos de los que este sistema económico ha dejado de ocuparse, para beneficiar a la terrible concentración de la riqueza que se ha producido. Consideramos que hay sectores a los que especialmente deberíamos tener en cuenta, como los mayores de 60 años, los discapacitados y los niños de los sectores populares que están hoy en edad escolar.


La reglamentación de esta ley fue un claro ejemplo sobre cuál es la voluntad política que tiene este Gobierno de incorporar propuestas racionales y serias de la oposición y de los sectores afectados por la inundación, tanto en el ente de reconstrucción como para pedir opiniones. Solamente se los tuvo en cuenta cuando sucedieron los hechos lamentables de la Casa Gris; antes nadie acudió para saber qué pensaban y qué era lo que se estaba solicitando.


Los consensos deberían ser una decisión política del Poder Ejecutivo y no un producto de la presión de las víctimas. Queremos tomar este caso como punto de partida para un trabajo de conjunto de las distintas representaciones políticas, para que se puedan debatir sensatamente.


Nuestra pretensión esencial es que exista justicia y se atiendan las demandas de las víctimas. Y más allá de las propuestas que se han hecho llegar sobre tener en cuenta el nivel del agua, el valor de la vida, sobre el insignificante valor de los muebles y, fundamentalmente, sobre la indolencia en el manejo de los registros catastrales, queremos señalar algo: la falta de voluntad política para investigar las responsabilidades, que para nosotros sí están muy claras. Es responsabilidad del Gobernador Reutemann y de sus funcionarios.


Y hoy aquí quiero señalar algo, y en cierta manera reivindicar a los ingenieros Roberto Contini, Pablo Hillar y Juan Pablo Acuña, que fueron contratados por Vialidad Provincial y luego fueron expulsados por el ingeniero D’Ambrosio, por decir la verdad, por decirnos a nosotros, los santafesinos y santafesinas, de quiénes eran las responsabilidades. Mientras que aquellos que realmente tenían responsabilidades políticas, como el ingeniero Fratti, hoy son premiados con distintos cargos.


Creo que el Gobernador Obeid aún tiene algún crédito, como lo está teniendo el Presidente Kirchner –salvando las distancias–, a partir de algunas medidas sensatas y direccionadas a las necesidades de la gente. Pero el tiempo y el crédito terminan cuando los justos reclamos no son escuchados, y cuando el Ministerio de Hacienda y los ajustes de caja son los que deciden que la política no puede ser transformadora de la realidad que nos agobia a los santafesinos y santafesinas, y no podemos mejorar la calidad de vida de nuestros comprovincianos.


Por eso, señor presidente, consideramos que la política debe primar sobre la economía, para que la economía esté, entonces, al servicio de las necesidades sociales de nuestros comprovincianos, que hoy son muchas.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Tiene la palabra el señor diputado Real.

SR. REAL XE "PDP REAL, Gabriel" .– Por una razón de tiempo vamos a obviar algunas cuestiones técnicas por las cuales apoyamos el dictamen de la minoría; yo creo que ya varios legisladores han dado las razones y por eso nos adherimos a lo expresado por ellos.


La señora diputada preopinante citó con precisión un acto correcto de voluntad política del Gobernador Reutemann, cuando a funcionarios probos que habían dicho la verdad se los premió echándolos. Y esto constituye la base de lo que nosotros queremos transmitir en consideraciones breves, pero que tienen que ver con un repaso de todo lo que fue este proceso legislativo desde antes de las inundaciones, durante las inundaciones y después.


Si realmente queremos restañar las heridas necesitamos una ley que dé una salida integral, pero con la que afrontemos la verdad.


Me sorprendí cuando la diputada que inició el debate, la diputada Meotto, hizo una serie de consideraciones de lo que pasó, creo que para fundamentar la teoría de la reparación, pero en definitiva, es el propio partido del Gobierno que trae a esta discusión la actuación del Gobierno antes y después de la catástrofe de la inundación en Santa Fe.


Y obviamente, ahí tenemos diferencias sustanciales. Se citó –por eso de la causalidad– que la última inundación de ese tipo había sido en 1655. Para fundamentar lo posterior, hubiera faltado explicar también si en 1655 hubo ‘reparación’ o ‘indemnización’. Creo que si tenemos que decir la verdad, cada uno tiene que hacer una valoración de lo que fue la actuación y la responsabilidad del Gobierno y del señor Gobernador.


Decía el diputado Mascheroni, también con precisión, que para fundar cualquier tipo de reclamo no hace falta que la Justicia determine la cuestión. Solamente hay que agregar como elemento de prueba los fundamentos del decreto por el que se lo echa al ingeniero Fratti como director de Hidráulica, yo creo que como necesidad de un chivo expiatorio.


La actuación antes de la inundación fue para mí una falta de previsión, motivo de una decisión política. Nadie lo dijo acá: ¿qué pasaba con el Gobierno en ese momento? El señor Gobernador de entonces había tomado una decisión: quería competir en la elección presidencial. Y buscó un ministro que suscribiera las políticas de ese momento y se sentó arriba de la caja. Y en Santa Fe, señores, para que no haya bonos, para no ser iguales a Córdoba ni a la provincia de Buenos Aires, y para poder competir en la carrera electoral nacional, se terminaron los caminos, se terminó la obra pública, se terminó absolutamente todo; se fusionaron secretarías y todo quedó en manos del superministro. ¿Alguien puede dudar de este dato de la realidad? Eso fue absolutamente lo que pasó.


Entonces, no es que se olvidaron de completar la obra de la Defensa Oeste, sino que quedaron en el archivo los 300.000 pesos –no sé si eran 350.000 o 300.000– que había que poner. Como se dijo acá, el Gobernador acudía en ayuda de todos los inundados, y después de eso, pasó lo que todos vimos. Lo vimos los santafesinos, lo vio el país. Fue patético. El general, en lugar de estar ordenando la tropa y decirle lo que tenía que hacer, es cierto, estaba salvando de a uno a los inundados. Y esto era un caos, un desastre absoluto. Está reflejado en todos los medios de prensa del país. Y está reflejado en la valoración de la gente. Intervino el Gobierno nacional y medianamente la cosa empezó a ordenarse. Esto también es objetivo, es un dato de la realidad, no lo hemos hablado los miembros de la oposición; lo hablamos entre todos los que estábamos en Santa Fe y veíamos qué era lo que pasaba.


Este tema nunca fue traído por mí ni por la oposición –puntualmente no lo sé, porque no soy de Santa Fe– para tratar de sacar una ventaja política; tuvimos mucho reparo y mucho celo en evitar mezclar estas cuestiones, porque todos sabíamos lo tremendo que era lo que estaba viviendo la gente de Santa Fe. Todos estábamos y estamos demasiado sensibilizados. 
Hoy el tema está en la Justicia, como dijimos, o como dijeron algunos legisladores para argumentar que supuestamente, la posterior definición de la reparación tendría que esperar eso. Pero por otro lado, sancionamos una ley por la que no se puede reclamar. Y el tema está en la Justicia. Y la verdad revelada se planteó acá, y para saber cómo fueron los hechos basta con leer El Litoral y ver lo que dice el intendente Álvarez. No lo están careando a Álvarez con los funcionarios; el careo es entre todos. No es el problema lo que dice Álvarez; el problema es lo que dice Fratti y los demás funcionarios, que afirman exactamente lo contrario. Y ellos estuvieron ahí. Se están careando; está bien...


A esta valoración política que hacemos desde el Bloque Demócrata Progresista quiero agregar algo que me molestó muchísimo –y me imagino que a todos los diputados, no solamente a los de la oposición, sino también a los oficialistas–, relacionado con las cifras que se dan. Andamos en una especie de ronda de la fortuna, donde por un lado se habla de más de 200 millones de pesos, por otro de 530 millones, después bajamos... La semana pasada lo planteamos en la discusión en la reunión de la Comisión de Labor Parlamentaria, ya que teníamos un problema de 100 millones; nos faltaban 100 millones.


Hasta hoy no teníamos datos oficiales y ningún miembro del Ministerio de Hacienda se brindó a darlos; no obstante las gestiones que hizo el señor presidente para que vinieran, nadie vino a decirnos oficialmente cuáles son los números. Hoy, en función de las apreciaciones del señor diputado Rosúa y de algunos otros, tenemos una diferencia de algo más de 200 millones de pesos.


La falta de previsión, la ineptitud y la falta de eficacia para resolver los problemas y para tomar los recaudos necesarios convirtieron el gasto de lo que hubieran sido 300.000 pesos para la terminación de la obra de la Defensa Oeste en este recuerdo lamentable, con muertes, con horror, y que hoy va a demandar fondos de la Provincia o, en su gran mayoría, de la Nación, por más de 500 millones de pesos.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Si no se hace más uso de la palabra, vamos a poner a votación el proyecto de ley en general, pero previamente corresponde votar la solicitud de votación nominal.

–
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se va a votar el proyecto de ley en general, según el dictamen de mayoría.


Por Secretaría se procederá a pasar lista para la votación nominal. 

–
Votan por la afirmativa los siguientes señores diputados: Benítez, Castellani, Cavuto, Costa, Cura, Dalla Fontana, Dehesa, Esquivel, Gastaldi, Kilibarda, Lacava, Lagna, Maguid, Meotto, Mirabella, Peirone, Pesaresi, Pividori, Reutemann, Reynoso, Rosúa, Sánchez, Scataglini, Stanoevich, Tibaldo, Urruty y Venesia.

–
Votan por la negativa los siguientes señores diputados: Aranda, Baudín, Benas, Bonfatti, Brignoni, Cecchi, Gutiérrez, Jullier, Lamberto, Liberati, Marcucci, Mascheroni, Millet, Peralta, Pezz, Qüesta, Real, Riestra, Ritter, Strada y Tomei.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– El resultado de la votación es el siguiente: 27 votos por la afirmativa y 21 votos por la negativa. En consecuencia, queda aprobado el despacho de la mayoría, el proyecto de ley recibe sanción definitiva y se comunica al Poder Ejecutivo.

–
Dialogan varios señores diputados a la vez.

SR. ESQUIVEL XE "PJ ESQUIVEL, Mario" .– Que se vote en particular, para que no quede ninguna duda, señor presidente, porque seguramente la votación fue en general.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración, en particular.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

–
Se aprueban sin observación los artículos 1º al 9º; artículo 10º, de forma.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por lo tanto, el proyecto tiene sanción definitiva y se comunica al Poder Ejecutivo.

10 TRATAMIENTO PREFERENCIAL DE PROYECTOS

SR. PRESIDENTE (Barrera).– De conformidad con lo resuelto oportunamente por la Cámara, corresponde considerar los proyectos acordados con preferencias para esta sesión.

10.1 EPE: pedido de informes sobre la licitación pública Nº 1503/00

(Proyecto de comunicación – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Corresponde considerar el proyecto de comunicación (Expte. Nº 11.849 – BS) por el que se solicita al Poder Ejecutivo proceda a informar en torno a la licitación pública Nº 1503/00 de la Empresa Provincial de la Energía.


Por Secretaría se dará lectura.

· Se lee: 

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Presupuesto y Hacienda ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 11.849 – BS) presentado por los diputados Cecchi, Bonfatti, Liberati y Albónico, por el que se solicita al Poder Ejecutivo proceda a informar en torno a la licitación pública Nº 1503/00 de la EPE. Y por las razones expuestas y las que oportunamente dará el señor miembro informante, se aconseja le prestéis aprobación.
Sala de Comisión, 12 de febrero de 2004.

Peirone – Lagna – Cecchi – Liberati – Qüesta – Venesia – Marcucci – Maguid – Riestra

 XE "zc Expte. Nº 11.849 – BS: EPE\: pedido de informes sobre la licitación pública Nº 1503/00" 

La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, a través del organismo que corresponda, proceda a informar en torno a la Licitación Pública Nº 1503/00 de la Empresa Provincial de la Energía:

1º – Cuál fue el objeto de la licitación y con qué presupuesto oficial contó.

2º – Qué empresas participaron de la licitación pública mencionada y cuáles resultaron precalificadas e invitadas a participar de la apertura de los sobres de ofertas económicas.

3º – Qué dictaminó la Comisión de Estudios respecto de los requisitos técnicos de los oferentes.

4º – Si es cierto que Correo Argentino SA promovió impugnación a la oferta de otro u otros competidores en la compulsa, y en tal caso, cuál fue su resolución.

5º – Si es cierto que debido a las pruebas aportadas por Correo Argentino SA, se dio intervención a la Comisión de Estudios a fin de que realice un reexamen de los requisitos a aportar por los oferentes, fundamentalmente en lo que concierne a la infraestructura que poseían para la prestación del objeto de la licitación, y en tal caso, cuál fue su dictamen, y cómo afectó al resto de los oferentes.

6º – Si es cierto que el conflicto planteado llegó a instancia judicial, informando en caso afirmativo, si la Justicia:

a) dejó sin efecto resoluciones administrativas de la EPE, y en tal caso, cuáles y por qué motivos;

b) mantuvo la precalificación del oferente demandante, y en tal caso de qué forma continuó el proceso licitatorio;

c) consideró que el accionar de la EPE fue “arbitrario e ilegítimo, lesivo de las garantías constitucionales de defensa e igualdad”, y en tal caso, opinión de Asuntos Jurídicos de la Empresa sobre el particular.

7º – Si es cierto que para la prestación del servicio objeto de la licitación se contrató en forma directa a Correo Argentino SA, y en tal caso:

a) por qué motivos;

b) por qué monto, informando las erogaciones mensuales por dicho servicio, hasta la fecha;

c) cuáles fueron las razones de “verdadera urgencia o emergencia imprevisible para contratar directamente por vía de excepción”, que impone el inciso a) del artículo 108 de la Ley de Contabilidad;

d) si se invitó a otras empresas a participar de la compulsa de precios, y en tal caso, se envíe nómina de las mismas y sus respectivas ofertas.

8º – Si el Tribunal de Cuentas de la Provincia fiscalizó el proceso licitatorio de marras, y en tal caso, se envíe copia de los dictámenes correspondientes.

fundamentos de los autores del proyecto
Señor Presidente:


Transcendidos periodísticos dan cuenta de contrataciones directas en la Empresa Provincial de la Energía (EPE) durante el año pasado, por una cifra cercana a los 24 millones de pesos anuales.


Si bien la figura de la contratación directa está reglada en la ley, habría montos y situaciones que superarían ampliamente el marco legal, lo que ubicaría a esta práctica transitando por el filo de la ilegalidad.


Tanto, que en la página de El Consultor Web de algunos días atrás, al tratarse la cuestión, se afirma que “compras directas desdobladas para evadir el concurso de precios, falseamiento de presupuestos, falta de cotización en los pedidos a los proveedores, y la misteriosa desaparición de documentación, son algunas de las irregularidades que hasta el momento escaparon al control de la EPE y que en algunos casos se estaría frente a procedimientos de carácter delictivo”.


En el caso que nos ocupa, los trascendidos dan cuenta de que la Justicia habría ordenado detener el proceso licitatorio, por ‘ilegalidad y arbitrariedad manifiesta’ por parte de la EPE.


Desde la EPE, primeramente se habría sostenido que suspender el proceso licitatorio “pone en riesgo el circuito económico-financiero de la EPE y, en consecuencia, pone en serio riesgo la posibilidad de continuar con la prestación del esencial servicio de energía eléctrica a la población, con todas las secuelas realmente desastrosas que de ello se derivan en orden a la salud pública, seguridad, provisión de agua potable, etcétera. En definitiva, se corre el riesgo inmenso de tener una provincia a oscuras”.


Pero finalmente, desconociendo tanto sus argumentos como la intimación judicial, se habría contratado directamente al Correo Argentino por una cifra millonaria, y con valores denunciados como sensiblemente superiores a los que preveía el presupuesto oficial de la licitación, por lo que, entendemos, estamos obligados a informarnos debidamente.
Cecchi – Bonfatti – Liberati – Albónico – Baudín

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

11 ORDEN DEL DÍA

11.1 Subcomisaría 11ª de Santa Fe: elevación de rango

(Proyecto de comunicación – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Corresponde considerar el Orden del Día Nº 1.


Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 1.

–
Se lee: 

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. N° 11.695 – BS) de autoría de los diputados Di Pollina y Cecchi, por el cual se solicita al Poder Ejecutivo eleve el rango a la Subcomisaría 11ª del barrio Nueva Pompeya de la ciudad de Santa Fe, a los fines de atender el reclamo de mayor seguridad solicitado por los vecinos. Y atento a los estudios realizados y a las razones que dará su miembro informante, esta Comisión ha resuelto emitir el presente dictamen con modificaciones, el que a continuación se transcribe y al que aconseja se le preste aprobación:

 XE "zc Expte. N° 11.695 – BS: Subcomisaría 11ª de Santa Fe\: elevación de rango" 

La Cámara de Diputados de Santa Fe vería con agrado que el Poder Ejecutivo analice la conveniencia de elevar a Comisaría el rango de la Subcomisaría 11ª, ubicada en calle San Lorenzo 7898 del barrio Nueva Pompeya, de la ciudad de Santa Fe.

Sala de Comisión, 19 de noviembre de 2003.

Esquivel – Migno – Barrera – Reutemann – Favario – Meotto – D’Ambrosio

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Presupuesto y Hacienda ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 11.695 – BS) presentado por los diputados Di Pollina y Cecchi, por el cual se solicita al Poder Ejecutivo, por intermedio del organismo correspondiente, gestione elevar el rango a la Subcomisaría 11ª del barrio Nueva Pompeya de la ciudad de Santa Fe, a los fines de atender el reclamo de mayor seguridad solicitado por los vecinos. Y atento a que el proyecto cuenta con dictamen de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, esta Comisión ha resuelto adherirse a él.

Sala de Comisión, 27 de noviembre de 2003.

Paganini – Álvarez, J. – Basaldella – Giardino – Pochettino – Venesia – Giorgetti

Proyecto de comunicación original


La Cámara de Diputados vería con agrado que el Poder Ejecutivo a través del organismo correspondiente realice las gestiones tendientes a elevar el rango a la Subcomisaría 11, ubicada en calle San Lorenzo 7898 del Barrio Nueva Pompeya de la ciudad de Santa Fe, a los fines de atender al reclamo de mayor seguridad solicitado por vecinos.

Fundamentos de los autores del proyecto

Señor Presidente:


Un grupo de vecinos y vecinas de los barrios Nueva Pompeya, Esmeralda Norte, Villa Elsa, Las Delicias y Esmeralda Sur nos manifestaron la necesidad de solucionar los terribles problemas de inseguridad y de reducir los índices de ilícitos que se cometen. La Subcomisaría 11ª abarca una jurisdicción muy amplia territorialmente y, además, muy numerosa en habitantes, y no tiene capacidad operativa ni los recursos humanos suficientes para garantizar los reclamos de este grupo.


Por todo lo expuesto, solicito a mis pares la aprobación del presente proyecto.

Di Pollina – Cecchi
SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

11.2 Comisaría 3ª de Avellaneda: incremento del número de efectivos policiales

(Proyecto de comunicación – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 2.

–
Se lee: 

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. N° 11.716 – UCR) de autoría del diputado Pezz, por el cual se solicita al Poder Ejecutivo disponga el incremento del número de efectivos policiales en la Comisaría 3º de Avellaneda, de la Unidad Regional IX de Policía, departamento General Obligado, como así de la partida presupuestaria destinada a su funcionamiento. Y atento a los estudios realizados y a las razones que dará su miembro informante, esta Comisión ha resuelto emitir el presente dictamen con modificaciones, el que a continuación se transcribe y al que aconseja se le preste aprobación:

 XE "zc Expte. N° 11.716 – UCR: Comisaría 3ª de Avellaneda\: incremento del número de efectivos policiales" 

La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio del Ministerio de Gobierno, Justicia y Culto, procure incrementar el número de efectivos policiales de la Comisaría 3ª de Avellaneda, dependiente de la Unidad Regional IX de Policía, departamento General Obligado, como de la partida presupuestaria destinada a su funcionamiento, con el objeto de hacer más eficaz el servicio de seguridad.

Sala de Comisión, 19 de noviembre de 2003.

Esquivel – Barrera – Reutemann – Favario – Meotto – D’Ambrosio

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Presupuesto y Hacienda ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 11.716 – UCR) presentado por el diputado Pezz, por el cual se solicita al Poder Ejecutivo, por intermedio del organismo correspondiente, disponga el incremento del número de efectivos policiales en la Comisaría 3ª de Avellaneda, dependiente de la Unidad Regional IX de Policía, departamento General Obligado, como así de la partida presupuestaria destinada a su funcionamiento. Y atento a que el proyecto cuenta con dictamen de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, esta Comisión ha resuelto adherirse a él.

Sala de Comisión, 27 de noviembre de 2003.

Paganini – Álvarez, J. – Basaldella – Giardino – Pochettino – Venesia – Giorgetti

Proyecto de comunicación original


La Cámara de Diputados de la Provincia solicita al Poder Ejecutivo, por intermedio del Ministerio de Gobierno, Justicia y Culto, que disponga con carácter de urgente el incremento del número de efectivos policiales en la Comisaría 3ª de Avellaneda, dependiente de la Unidad Regional IX de Policía, departamento General Obligado, como de la partida presupuestaria destinada a su óptimo funcionamiento.

Fundamentos del autor del proyecto

Señor Presidente:


Traigo esta propuesta a instancias del Concejo Deliberante de la ciudad de Avellaneda, el que me solicita intervención antes las autoridades provinciales, con motivo de los insistentes reclamos de los vecinos de la ciudad por mayor seguridad, ante el aumento de delitos contra la propiedad privada en la zona. Por ello, requerimos al Poder Ejecutivo que con la mayor urgencia posible disponga el aumento del número de efectivos policiales con funciones de prevención en la Comisaría 3ª de la Unidad Regional IX, y la partida presupuestaria para su óptimo funcionamiento.


La ciudad de Avellaneda ha ido desarrollándose y extendiéndose rápidamente, sobre todo en los últimos años, no sólo por el crecimiento natural de la población, sino también por la radicación de personas provenientes de otras latitudes. Debido a la situación económica que afecta a la Argentina en los últimos años, muchos han emigrado hacia esta ciudad –por ser ella, junto con Reconquista, el polo de desarrollo más importante del norte santafesino–, en busca de una solución a sus necesidades. Pero ante la falta de fuentes de trabajo suficientes, la mano de obra desocupada, en algunos casos, intenta subsistir de cualquier manera, y esto es lo que está sucediendo con mayor frecuencia, no obstante los grandes esfuerzos, dedicación y preocupación evidenciados en los efectivos policiales de la Comisaría de Avellaneda, quienes se ven desbordados en su capacidad operativa debido la extensión del distrito urbano y rural (de 937 kilómetros cuadrados) como de su población, que asciende a 23.000 habitantes.


Esta situación descripta trae una profunda preocupación a todos los habitantes, quienes solicitan insistentemente una solución urgente, que debe comenzar con la prevención de delitos para concluir con su erradicación.


Sobre la base de lo expresado, solicito a mis pares la aprobación del presente proyecto.

Federico Pezz

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

11.3 Presupuesto 2004: inclusión de partidas para obras en la Ruta provincial Nº 1

(Proyecto de comunicación – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 3.

–
Se lee: 

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Obras y Servicios Públicos ha estudiado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 11.719 – UCR) presentado por el diputado Molinas, en el cual se solicita al Poder Ejecutivo, por intermedio del organismo correspondiente, incluya en el Presupuesto del Año 2004 las partidas necesarias para la concreción de la cuarta trocha, una ciclovía y obras complementarias entre el kilómetro 0 y el kilómetro 6,5 de la Ruta provincial N° 1, en el departamento La Capital. Atento a los fundamentos expuestos por el autor del proyecto y a las razones que dará el miembro informante, esta Comisión os aconseja le prestéis aprobación.

 XE "zc Expte. Nº 11.719 – UCR: Presupuesto 2004\: inclusión de partidas para obras en la Ruta provincial Nº 1" 

La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio del organismo correspondiente, incluya en el Presupuesto del año 2004 las partidas necesarias para la concreción de la cuarta trocha, una ciclovía y obras complementarias entre el kilómetro 0 y el kilómetro 6,5 de la Ruta provincial N° 1.

Sala de Comisión, 20 de noviembre de 2003.

Giardino – Basaldella – Álvarez, R. – Demaría – Paganini – Reutemann – Guido de Nirich – Grbavac – Ritter – Baudín

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Presupuesto y Hacienda ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 11.719 – UCR) presentado por el diputado Molinas, por el cual se solicita al Poder Ejecutivo, por intermedio del organismo correspondiente, incluya en el Presupuesto del año 2004 las partidas necesarias para la concreción de la construcción de la cuarta trocha, una ciclovía y obras complementarias entre el kilómetro 0 y kilómetro 6,5 de la Ruta provincial Nº 1. Y atento a que el proyecto cuenta con dictamen de la Comisión de Obras y Servicios Públicos, esta Comisión ha resuelto adherirse a él.

Sala de Comisión, 27 de noviembre de 2003.

Paganini – Álvarez, J. – Basaldella – Giardino – Pochettino – Venesia – Giorgetti

Fundamentos del autor del proyecto

Señor Presidente:


Como en años anteriores vengo a solicitar esta inclusión en el Presupuesto, porque ello significará el comienzo de la solución a la problemática de la Ruta Nº 1, que de año en año se agrava.


La concreción de estas obras fue solicitada ya en el año 2000, mediante la presentación de un proyecto de comunicación (Expte. Nº 7949 – UCR), debido a que el notable aumento poblacional producido en los últimos años ocasionó gran incremento de circulación vehicular y peatonal por esta ruta, lo que produce inseguridad y numerosos accidentes de tránsito.


Luego de un exhaustivo estudio por parte de la Dirección Provincial de Vialidad, de la Dirección de Estudios y Proyectos, de la Dirección de Obras Especiales y de la Dirección General de Programación se arribó a la conclusión de que esta sería la mejor solución al problema que presenta la Ruta Nº 1.


Por lo expuesto, solicito a mis pares la aprobación del presente proyecto de comunicación.

Raúl Molinas

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Al no haber más asuntos para tratar, se levanta la sesión.

–
Son las 22:57.
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